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SENTENCIA DE FECHA 3 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

lo. de abril del 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: José Miguel Ttneo Sánchez y la Unión de Seguros 

C. por A. 

Interviniente: Marcelo de la Cruz. 

Abogados: Ores. José Aveltno Madera y Berto Emilio Veloz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín AybaT, Presídente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Ami.ama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Plttaluga 'Y Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez, asistidos del Secretario General, en la Satla donde ce­
lebra sus audiencias en ,la ciudad de Santo . Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de abril del 1978, 
años 135' de la Independencia y 115' de la Restauración, 
dicta: en audiencia pública, como Corte de Casación, la si­
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta­
lnente por José Miguel Tineo Sánchez, dominicano, mayor 
de edad, solte·ro, chofer, cédula 82067 serie 31, domiciliado 
� Juan López, Municipio de Santiago; y la Unión de Se­
&ur·os C. por A., con asiento social en esta ciudad, contra la 
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sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor­
te de Apelación de Santiago, el lo. de abril del 1975, cuyo 
dispositivo se copia más' adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Pr\'.lcurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, el 15 de mayo de 1975, a requerimiento 
oel Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula 39720 serie 
31, a nombre y ·representación de los mencionados recu­
rrentes, acta en la cual no s:e propone rungún medio deter­
minado de casación; 

Visto el escrito del interviniente, Marcelo de la Cruz, 
cÉdula 6233 serie 31, de,1 17 de diciembr,e de 1976, suscrito 
por sus ahogados, doctores José Ave lino Madera y Berto 
Emilio Veloz Pérez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vi:stos1 los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967; 
1383 del Código Civil, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Pro·· 
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada· y en los 
documentos a que ella ;se refiere, consta lo siguiente: aJ 
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la 
ciudad de Santiago, el 15 de febrero de 1974, del cual resul· 
tó con lesiones corporales una persona, la Tercera Cámara 
Penal del Ju21gado de Pri:mera Insitancia del Distrito Judi· 
c.ial de Santiago, dictó el 14 de junio de 1974, en atri:buci?"" 
nes correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia 

en el de la ahora impugnada; y bl que sobre las apelaciones 
interpuestas, la Corte de Apelación de Santiago dictó el 
lro. de abril de 1975, el fallo ahora impugnado en casa· 
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA.: PRIMERO: pe· 
clara buenos y válidos en c,uanto a la forma, los recursos 

I 
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de apelación interpuestos por el Dr.,José Avelino Madera, 
a nombre y representación de Marcelo de fa Cruz, parte ci­
vil constituida y por el Dr. Manuel Disla Suárez, a nombre 
y representación de José Miguel Tineo Sánchez y la Com -
pañía "Unión de Seguros' C. por A., contra sentencia dicta­
da en fecha catorce (14) del mes de junio del año mil no­
vecientos setenta y cuatro (1974), por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi­
cial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente di­
ce así: 'Primero: Que debe declarar y declara al nombrado 
José Miguel Tineo Sánchez, culpable de violar las disposi­
ciones del artículo 49 en su letra B) de la Ley 241, de trán­
sito de vehícu1os de me,tor y en consecuencia de su culpa­
bilidad lo debe condenar y condena a RD$15.00 (Quince 
Pesos Oro de multa), por el hecho delictuoso puesto a su 
cargo; Segundo: Que debe declarar y declara bueno y vá­
lido en wanto a ia forma 1a constitución en parte civil for­
mada en tiempo hábil y de acuerdo con las normas y 
exigencias procesales; Tercel"o: En cuanto al fondo debe 
condenar al señor José Miguel Tineo Sánchez, en su cali­
dad de persona civilmente responsable al pago de una in­
demnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) por los 
daños morales y materiales sufridos por la parte civil cons­
tituida por el hecho delictuoso cometido por José Miguel 
Tlneo Sánchez, conductor del carro placa No. 211-810 ma_r­
ca Datsum, color mostaza y azul, modelo 1972, de su pro� 
piedad; Cuarto: Que debe condenar y condena al señor Jo­
sé Miguel Tineo Sánchez al pago de los intereses legales de 
la suma acordada como indemnización principa·l a partir 
del día de la demanda en justicia a título de indemniza­
ción suplementaria; Quinto: Que debe decbrar y declara la 
I>resente sentencia: común y ejecutable a la Compañía de 
Seguros Unión de Seguros C. por A., en su condición de 
aseguradora de la responsabilidad civil del señor José Mi­
guel Tineo Sánche; Sexto: Que debe condenar como en efec­
to condena al señor José Miguel Tineo Sánchez y la C'ompa-
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ñía de Seguros Unión de Seguroo C. po,r A., al pago de las 

costas civiles del procedimiento con distracción de las mis­
n.as en favor del Dr. José A. Madera, quien afil'ma haber­
las avanzado en su tota.Jidad; Séptimo: Que condena al pre­
venido José Miguel Tineo Sánchez a las costas penales;­
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra José Miguel Ti­
neo Sánchez, en su dob,le calidad de prevenido y de perso­
na civilmente responsable y la Compañía de Seguros 
'Unión de Seguros C. por A.', por no haber comparecido a 
la audiencia, estando legalmente citados;- TERCERO: 
Modifica el Ordinal tercero de la sentenda recurrida en el 
sentido de aumentar la indemnización acordada en favor 
del señor Marcelo de la Cruz, parte civil constituida, a Ja 
suma de Seiscientos: Pesos: Or.o (RD$600.00), por ser ésta 
la justa, suficiente y adecuada para reparar los daños mor­
rdes y materiales por éste sufridos con motivo del acciden­
te de que se trata;- 'CUARTO: Confirma la sentencia ape­
lada en todos sus demás: aspectos;- QUINTO: Condena al 
nombrado José Miguel T'ineo Sánchez al pago de las costas 
penales;- SEXTO: Condena al nombrado José Miguel Ti­
neo Sánchez y la Compañía Unión de Seguros C. por A., al 
pago de las costas civiles de esta .instancia, ordenando su 
distracción en provecho de los, doctores Jo;sé Avelino Ma­
dera y Berta Veloz, abogados que afirman estarlas avanzan­
do en su totalidad"; 

Conside,rando, en cuanto al recurso de la Compañía 
Unión de Seguros, C. por A., que procede declarar la nuli· 
dad del mismo, en razón de que dicha recurrente no ha ex· 
puesto ,los medios en que lo funda, conforme lo exige, a pe­
na de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimien· 
to de Casación, para toda per.s,ona que no sean los condena· 
dos penalmente; que por tanto sólo procede examinal' � 
recurso del prevenido; 

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido, que 
los jueces del fondo, para declarar la cuJpabilidad del pre-
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\'enido dieron por establecido mediante la ponderación de 
los elementos de juicio que fue,ron administrados en la ins­
trucción de la causa, los siguientes hechos : a) que la tarde 
ctel 15 de febrero de 1974, José Miguel Tineo Sánchez 
transitaba por la Avenida de Circunvalación, de Norte a 
Sur, de la ciudad de Santiago, manejando el automóvil de 
su propiedad placa 211-810, asegurado con la Compañía 
Unión de Seguros, C. por A., mediante Póliza vigente; b) 

que el prevenido, con el vehículo que manejaba atropelló 
a Marcelo de la Cruz, quien cruzaba la vía en ese momen­
to, quien resultó con traumatismos curables después de 10 
días 'Y antes de 20; y c) que. el accidente se debió a que el 
prevenido, no obstante que vio a De la Cruz cuando cruza­
ba junto con otras, personas, no solamente transitaba a una 
v·e1ocidad mayor que la permitida en la zona urbana, sino 
que tampoco efectuó ninguna medida adecuada para evitar 
el accidente; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu­
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes 
y heridas por imprudencia, ocasionados con la conducción 
de un vehículo de motor, hecho previsto por el artículo 49 
de la Ley No. 241 de 19t67, y sancionad.o en la letra, b l  de 
dicho texto legal con las penas de tres (3) meses, a un (1) 

año de prisión, y multa de RD$50.00 a RD$300.00, si el le­
sionado resultare enfermo o imposibilitado para dedicarse 
a su trabajo personal. por 10 días o más, per.o menos de 20, 
ccmo ocurrió en la especie; que por tanto, al condenar al 
Prevenido al pago de una multa de R.D$15.00, acogiendo 
<=n su favor circun.srtancias atenuantes, la O:>rte a-qua hizo 
Una correcta aplicación de la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apredó 
que el, hecho del prevenido había ocasionado a Marcelo de 
la Cruz, constituido en parte civil, daños y perjuicios ma­
teriales y morales que evaluó soberanamente en la suma 
de RD$600.00; que, por tanto, ial ci.)ndenar ail prevenido Jo-
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----···---,---

sé Miguel Tineo Sánchez al pago de esa suma, a título de 
indemnización complementaria a partir de la demanda, di­
cha Corte hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del 
Código Civil ; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido re­
c urrente, e1la no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien­
te a Maxoelo de la Cruz en lo;s recursos de casación inter­
puesto por José Miguel Tineo Sánchez y la Unión de Se­
guros, C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de Santiago, el lo. de abril de 1975, cuyo dispo­
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fa· 
11.o ; Segundo: Rechaza el recurso del prevenido T'ineo Sán· 
chez contra la misma sentencia, y nulo el de la Unión de 
Seguros C. por A. ; y Tercero: Condena al citado prevenido 
al pago de las costas penales y al de las1 civiles, distrayen· 
do las últimas en provecho de los doctores: José Avelino 
Madera y Berto Emilio Veloz P., abogados del intervinien­
te, quienes afirman haberfas avanzado en su totalidad, Y 
las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro 
de losr términc:s de la Póliza. 

(Firmados) .- Néstor Contín Aybar.- Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco 
E,lpidio Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bau­
tista Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Fe­
lipe Osvaldo Perdomo Báez.- Ernesto Curiel hijo, Secre­
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes, y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu� 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugn,ada: Corte de Apelación de Santiaigo de-fecha 

lo. de julio del 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Amauris Rosario y Francisco Antonio Fermí:n Lora. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la, Suprema Corte de Jus­
t;cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tír: Aybar, Presidente; Fernando E. R!avelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp.idio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Os�aldo Perdomo 
Báez, a,sistidos del Secretario Generia1l, en la Sala donde ce­
lebra sus audiencias en la  ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de abril del 1978, 
años 135' de Ía Independencia y 115' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de Casadón, la si­
guiente sentencia: 

Scbre los recursos de casación interpuestos por Amau­
ris Rosario, dominic�no, mayor de edad, casado, agricultor, 
cédula No. 4170 serie 34, residente en la Sección de El Ma­
mey, Provincia de Puerto P:lata; y Francisco Antonio Fer­
niín Lora, dominicano, mayor de edad, soltero,. chofer, cé­
dula No. 279 serie 102, en la Sección Los Hidalgos, de Puer� 
to Plata, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape­
lación de Santiago el lo. de julio de 19i70, en sus: atribucio .. 
�s correccionales, cuyo dispositivo se copia más a.delante; 
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-----

Oído al Alguacil de turno en 1a ilectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaria de la Corte a-qua el 6 de julio del 1970, a re­
querimiento del Dr. Lorenzo E'.. Raposo Jiménez, cédula 
No. 7769 serie 39, en representación de los recurrentes en. 
la cual no se propone contra la sentencia �mpugnada nin­
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de J u;sticia, después de haber deli­
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 sobre 
Tránsito de Vehículos, la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos1 de Motor, y los artículos 1, 37 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentas a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de un accidente de tránsito ocurrdo el 29 de abril de 1969 
en la esquina: formada por las cal1es Pedro M. Hungría y 
Restauración de la ciudad de Santiago de los Caballeros, 
en eil cual resultaron con les:iones co,rporales varias perso­
nas, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del 
caso, dictó el 10 .de marzo de 19'70, una sentencia cuyo ,clis­
positivo se copia más adelante; que sobre los recursos inter­
puestos, la Corte de Apelación de Santiago pronunció la 
sentencia arriba indicada, ahora impugnada en casación con 
el dispositivo que dice: "FALLA: PRIMERO: Declara re­
gular en cuanto a la forma los recursos de apelación in­
terpuestos por el Dr. Lorenzo E. Raposo a nombre y repre­
sentación del señor Amauris Rosario, parte civil constitui­

da, y por el Dr. Jaime Cruz Tejada, a nombre y represeJlr 
ta.ción del prevenido Francisco Antonio Fermín Lora con· 
tra sentencia dictada en fecha 10 de marzo de 1970, contra 

Stntencia de la segunda Cámara Penal del J u.zgado de ptri· 
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Illera Instancia del Distrito Judicial de Santiago cuyo di:s­
positivo dice así: 'Primero: Dedara al nombrado Francisco 
Antonio Fermín Lo:ra culpable de violar el artículo 49 le­
tras 'A' y 'B' Ley 241 y Ley 4117, modificada en perjuicio 
de José Doil.ores Gutiérrez, Amauris o Mauris Rosario, Mer­
cedes Fermín Lora y Antonio de la N oy de la Cruz, y, en 
consecuencia lo condenó al pago de una multa de RD$60.00 
(Sesenta Pesos Oro) acogiendo en ;su favor .el principio del 
nCJ cúmulo de penas y circunstancias atenuantes.- Segun­
do: Dedara a Hilario Antonio Mirabal Peña, no culpable 
de violar el artículo 49 Ley 241, y en consecuencia lo des­
carga del· hecho pudto a su cargo por no haber cometido 
ninguna de lasr faltas establecidas en fa indicada Ley.­
Tercero: Declara regular en la fonna la constitución en 
parte civil hecha por Amauri;s Rosario coritra Hilado An­
tonio Mira:bal Peña, la J. Ermiliano Vásquez, C. por A., y la 

· Cía. Unión de Seguros, C. por A., y en cuanto al fondo la 
n:.ohaza por improcedente e infundada; Cuarto: Condena 
a Francisco Antonio Fermín Lora al pago de las costas pe­
nales, declarando éstas de oficio en lo que respecta a Hila­
rio Ant. Mirobal Peña.- SEGUNDO: Confirma el Ordinal 
Primero de la sentencia apelada en cuanto a que deeilaró 
al prevenido Francisco Antonio Fermín Lora, culpable de 
violm- los artículcs1 49 letras 'A' y 'B' de la Ley 241 (golpes 
involuntarios,) en perjuicio del señor José Dolores Gutié­
rrez, Amauris Rosario, Mercedes Fermín Lora, y Antonio 
de> la Noy de ila Cruz y la Ley 4117, modificada (Conducir 
vehículo de motor sin estar provisto de seguro obligatorio), 
y lo condenó al pago de una multa de RD$60.00 (Sesenta 
Pesos Oro), acogiendo en su favor el principio del no cú­
mulo de penas; y circuns.tancias atenU;antes, por considerar 
este tribunal de alzada como lo considera el Juez a�qua, 
que el accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido 
Francisco Antonio Fermín Lora.- TERCERO: Aismismo, 
confirma el crdinal Tercero de la sentencia recurrida en 
cuanto a que declaró regular en la forma la constitución 
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en parte civil hecha por Amauris Rosario contra Hilario 
Antonio Mirabal Peña la J. Emiliano Vásquez, C. por A., 
y la Unión de Seguros, C. por A., y ,la rechazó en caunto al 
fondo por irnproc.edente y maJ. fundada;- CUARTO: Con­
dena a Francisco Antonio Fermín Lora al pago de las cos­
tas penales.- QUINTO: Condena a Amauri:s Rosario, par­
te civil constituida sucumbiente, al pago de las costas civi­
les con distracción en provecho del Dr. Julián Ramia Ya­
pur, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que en cuanto al recurso interpuesto 
por Amauris Rosario, parte civil Con;s¡tituida, debe ser de­
clarado nulo ya que este recurrente ni en el acta del recur­
so de casación ni posteriormente ha expuesto los medios 
en que fundó su recurso, como lo exige a pena de nulidad 
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
¡;&Ta todo recurrente que no sean los condenados penal­
mente, por tanto sólo se examinará el recurso del preveni­
cio Francisco Antonio Fermín Lora; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug­
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante la 
ponderación de los elementos de juicio, que fueron aporta­
dos en la: instrucción de la causa, dio por establecidos los 
hechos siguientes: a) que el 29 de abril de 1963, mientras 
el Jeep placa pública No. 47119, roa.Tea Land Rever, mode­
lo 1963, sin estar asegurado, conducido por Francisco Anr 
tonio Lora, transitaba por la ca1le Pedro M. Hungrfa de la 
ciudad de Santiago de los Caballeros, con 4 pasajeros en 
adento delantero, al llegar a la esquina formadai por dicha 
calle con la Restauración, se originó un choque con el ca· 
mión placa No. 79896, marca Chevroilet, manejado por el 
chofer Hilario Antonio Mirabal Peña, quien transitaba de 
Oeste a Este por la última vía indicada, el dicho camión 
a�egurado con la Unión de Seguros C. por A., propiedad de 
la J. Emiliano Vásquez C. por A.; b) que el prevenido Fran· 
cisco Antoni-0 Fermín Lora transitaba por una vía, no pre· 
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ferencial como lo es fa calle Pedro M. Hungría con 4 pasa­
jeros en el asiento delantero, que le obstaculizaba ma­
niobrar libremente el vehículo que manejaba; trató de 
cruzar la · can.e Restauración que es una vía preferencial, 
ori!ginándose el accidente con. el camión conducido poir Hi­
lerio Antonio Miraba! Peña; que las faltas cometidas por 
el prevenido Francisco Antonio Fermín Lora en la conduc­
ción de11 vehículo que manejaba, fueron la causa exclusiva 
y determinante del accidente; 

Considerando, que los hechoo así establecidos caracte­
rizan a cargo del prevenido Francisco Antonio Fermín Lo­
rn, el delito de golpes y heridas invo,luntarios ocasionados 
con el manejo de un vehículo de motor, hecho previ:,to por 
el artículo 49 de la Ley 241 sobre tránsito de vedículos y 
sancionado por la 1letra b) de ·ese mismo texto legal en su 
más alta expresión con penas de 3 meses a un año de pri­
sión y multa de $50.00 a $300.00 pesos si el lesionado resul­
�re enfermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo 
po,r 10 días .o más, pero menos de 20 días, como sucedió en 
el más grave de estos casos de lesiones corporales, y que 
al condenar al prevenido F·rancisco Antonio Fermín Lora 
al pago de una multa de $60.00 pesos, acogiendo en su fa­
\'Or circunstancias atenuantes y el principio del no cúmulo 
de penas, por haber violado también el artículo lo. de la 
Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio contrn daños ocasiona­
dos con el manejo de un vehículo de motor, la Corte a-qua 
la aplicó una sanción dentro de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Amauris Rosario contra J,a senten­
cia dictada por la Corte de Apelación de Santiago en sus 
atribuciones correccionales el lo. de julio del 1970, cuyo 
di�pcsitivo ha sido copiado anteriormente; y Segundo: Re­
chaza el recurso de casación interpuesto por Francisco An­
tonio Fermín Lora contra la misma sentencia y lo condena 
al pago de las costas penales. 
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(Firmados).- Néstor Contín Aybar.- Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.- Manuel A. Amiai.-na.- Franci.,co 
Elpidio Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bau­
tista Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Fe-. 
lipe Osvaldo Perdomo Báez.- Ernesto Curiel hijo, Secre­
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública deil dfa, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. J Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE ABRIL DEL 1978. 

Se11¡tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia 'del Distrito 
Juc:Hciial de Peravia, de fecha 16 de diciembre de 1975. 

Materia: Trabajo. 

Recurr-ente: !Rosa Rodríguez y compartes. 
Abogado: Dr. Héctor Cabra! Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En 'Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida po•r los Juece;s Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E:. Raivelo de la! Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
·gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. A1lvarez PereUó, Juan Bautista Rojas A'lmán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvald.o Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández E'spaUlat, asistidos del Se­
crcbri-o General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na­
cional, hoy día 5 de abril de 1978, años 135' de Ia Indepen-. 
ciencia y 115' de ,la Restauración, dicta en audiencia públi­
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso, de casación interpuesto por Rosa Ro­
dríguez, Miledys A. Rivera, María Aitagracia Torres, E.u­
&enia Lara Rivera, Gladys de la Rosa, Bienvenida Merce­
des Cruz, Josefina Peña, Mercedes Lachapelle, . Josefina 
l.achapelle, Esperanza Astacio, María Soto, María Dcilo­
�s S,riano, Eudocia Sosa García, Enrique Jorge Brito, 
Gregorio Antonio Cruz, Melchor Maldon�do de los Santos, 
J11an Hernández, Eduardo de fos: Santos, Simplicio Monte­
ro, Manuel Ciprián Soto, Diego Rosario, Emilio Asencio, 
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Antonio Cruz, Miguel Torres, César de los Santos, Andrés 
Almonte, Eulogio Antonio Jorge, Pedro Enrique Cuevas 
José R. Pérez, Salvador GuiUén, Raúl Pérez Lugo, Angela 
Rivera, Mercedes Soriano, María Rodríguez y Rafael Báez, 
dominicanos, mayores de edad, casados y solteros, domici­
liados y residentes en Juan Erazo No. 252, Santo Domingo, 
Sa1lcedo No. 2, San Cristóbal, Hacienda F'undación No. 29, 
General Caibral No. 143, Salcedo No. 6, Hacienda Funda­
ción, La Factoría, Máximo Gómez No. 5, Francisco J. ·Pey� 
nado No. 39, General Leger No. 35, General Leger No. 179, 
Hacienda Fundación, La Factoría, Hacienda. Fundación, Ca· 
lle 13 No. 10, Barrio Puebfo Nuevo, Ha!Ciendai Fundación 
No. 17, Calle 13 No. 7, Hacienda Fundación, Sección La 
Cruz de Santiago, Hacienda Fundación, Hacienda Funda· 
ción No. 29, Hacienda Fundación, Hacienda Fundaieión, Ha· 
cienda Fundación, Máximo Gómez No. 7, Proyecto No. 1 
Máximo Gómez No. 12, Máximo Gómez No. 9, Hacienda 
Fundación, Máximo Gómez No. 5, Avenida María Trinidad 
Sánchez No. 10, todos en San Cristóbal, con cédulas perso­
na,les de identificadón números 138640, 23800, 15304, 
25027, 3249'1, 25766, 17326, 19'178, 51 Wl, 14533, 18267, 
5473, 28036, 408991

, 32515, 65724, 32011, 5297, 40058, 21751, 
31762, 160461, 38999, 32515, 32348, 3228, 39130, 28771, 
32739, 1206'9, 13530, 25293, 767 y 25399, series la., 2da., 
2da., 2da., 2da., 54, 2da., 2da., la., 2da., 2da., 2da., 24, 54, 
2da., 2da., 31, 2da., 4, 2da., 2da., la., 2da., 2da .. , 54, 52, 2da., 
2da., 2da:., 76, 2da., 2da., 57 y 2da., ordenadamente, contra 
la sentencia dictada por eJl Juzgado de Primera. Instancia' 
del Distrito Judi,.:ial de Peravia, en sus atribuciones labo­
ralesr de Segundo Grado, el 16 de diciembre de 1975, cuY: 
dispositivo se copia más aelante; 

Oído al alguacil d� turno en la lectura de1 rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Héct 

Cabral Ortega, cédula No. 23137, serie 18, abogado de lo 
recurrentes; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo­
gado de los recurrentes, en la Secr:etaría de esta Corte el 26 
de abril de 1976, en el cual se proponen los medios de casal­
ción que se indican más adelante; 

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de 
Justicia, el 18 de cctubre de 1976, por la cual se declara la 
exclusión de la recurrida, Alimentos Caribe, C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia, después: de haber deli­
berado y visrt:os los artículos 10 del Código, de Trabajo; y 1 
y 65 de la; Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentes a que ella se refiere, consta lo siguiente: 3) 
que con motivo de una rec1lamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de San 
Cristóbal, en sus atribuciones de Trabajo, en fecha 28 de 
septiembre de 1973, dictó, una sentencia, acogiendo las: ta­
chas propuestas, por los actuales recurridos, demandantes 
originarios, contra los testigos, que se proponía hacer oir 
la empresa, hoy recurrente 'Y demandada originaTia, en el 
contrainformativo a que tenía derecho; b) que apelada di­
cha sentencia, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbail dictó una sentencia el 18 de di­
clem bre de· 1973, cuyo· dispositivo es como sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Declarar como al efecto dedara bueno y válido 
eI recurso de apelación interpuesto por Alimentos Caribe, 
C'. por A., por ;ser justa en cuanto a la! forma; SEGUNDO: 
ltechazar como al efecto Rechaza por extemporáneo, frus­
tratcrio e improcedente en cuanto al fondo, acogiendo los 
razo: · amientos externados por los: recurridos; TERCERO: 
Condenar como al efecto Condena a Alimentos Caribe, C. 
l>or A., a1 pago de las costas, con distracción de las mismas 
en favor del Dr. Héctor A. Cabra:! Ortega, quien affrma ha-
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berlas avanzado en su mayor parte" ; c) que sobre el recuri­
so de casación interpuesto por la actual recurrida la Supre­
ma Corte de Justicia dictó una sentencia el 9 de octubre de 
1974, con el siguiente dispo-sitivo: "Por tales motivos, Pri­
mero: Casa ila sentencia incidental dictada en sus: atribu­
ciones laboraJes por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Cristóbal como Tribunal de Tra­
bajo de Segundo Grado, en fecha 18 de diciembre de 1973, 
cuyo dispositivo ha s.ido copiado en parte anterior del pre­
sente fallo ;  y envía dicho asunfo por ante el Juzgado de 
Primera Instanciai del Distrito Judicial de Peravia, en las 
mismas atribuciones; Segundo: Condena a fos r:ecurridos 
al pago de las costas, sin disrtracción por no haber afirmado 
los abogados de la recurrente haberlas avanza.do en su tota­
lidad o en parte" ;  d) que con moüvo del envío el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de P.eravia diCl­
tó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo­
siti-vo es cerno sigue: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como 
en efecto declara, que el contrato de trabajo que existia 
er:tre los señore:s Rosa Rodríguez, Miledys A. Rivera, Ma· 
1fa Altagracia Torres, Eugenia Lara Rivera·, Gladys de la 
Rosa, Bienvenida Mercedes Cruz, Josefina Peña, Mercedes 
Lachapelle, Esperanza Astacio, María Soto, María Dolare 
Soriano, Eudocia Sosa García, Albertina Trinidad, Enriqu� 
Jorge Brito, Gregorio Antonio Cruz, Melchor Maldonado de 
los SantoSi, Juan Hernández, Eduardo de los Santos, Sim 
plicio Montero, Félix Manu�l Ciprián Soto, Diego Ro;sario 
Emitlio Asencio, Antonio Cruz, Miguel Torres, César de 1 
Santos, Andrés Almonte, E:ulogio Antonio, Jorge, Ped 
E,nrique Cuevas, José R. Pérez, Salvador Guillén, Raúl P '  
rez y Rafael Báez Isabel; y la empresa Alimentos Caribe 
C. por A., que ha: dado motivo a la presente litis, expir 

sin responsabilidad para las partes, con la terminación d 
la temporada indispensable para el acondicionamiento, . 
enlate, de gua.ndules; SEGUNDO: Que en consecuenci 
debe dechazar y rechaza la demanda en reclamación 
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prestaciones laborales de los preindicados obreros contra 
la empresa Alimentos Caribe, C. por A., por improcedente 
y mail fundada; TERCERO: Que debe conde�ar y condena, 
a dichos reclamantes, al pago de las cositas del procedi­
miento"; 

Considerando, que los recurrentes proponen en su me­
morial los siguientes medios de casación: a l  Desnaturali� 
rión de los hechos de la causa; b) Falta de bas:e legal; c) 
Violación de las normas aplicables a la prueba testimonial; 
d) Vi ,lación de las formas; e) Violación del derecho de de­
fensa; f )  Exces-o de poder; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos de la c,ausa; que los: recurnentes ale,gan, en síntesis, 
1 siguiente : que en la sentencia impugnada se incurrió en 
este vicio ya que es constante en el proceso que los trabaja­
dores demandantes laboraban en la limpieza y enlatado de 
productos agrícolas y que uno de ellos, Rafael Báez Isabel, 
manejaba, un camión de la empres� y cuando · regresaba a 
ésta de sus, viajes e,ra utilizado en un montacarga; que ese 
proceso duraba todo el año ;  que en algunas ocasiones l os 
obreros trabajaban hastai veinte horas corridas llegando 
hasta desmayarse; que en la parte final de la página 25 de 
le. sentencia in�pugnada el Juez mencionó como reclaman­
tes a Rogelio Lachapelle, Simeón Candelario y Confesor 
Encarnación, quienes son extraños a la demanda; que, ade­
más, agregan los recurrentes, que el Juez a-quo, para fun­
damentar su fallo hizo uso de sus conocimientos pers:onales 
de agricultura en relación. con lai siembra de guandu:les; 
}}ero, 

Considerando, que lo anteriormente expuesto no reve­
la. que se trafa del vicio de desnaturalización de los hechos 
de la causa, puesto que para que éste se, configure es nece­
tario que los jueces den a dichos hechos un sentido distin­
to del que realmente tienen, lo que no ha ocurrido en 1la es­
Pecie ;  que si bien el Jüez. a-quo mencionó como demandan­
tes a las tres personaS! señaladas por los recurrentes en su 
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alegato, para sostener que en el caso se trataba de traba­
jadores ocasionales, dicho Ju€z no se baro, únicamente, en 
las declaraciones prestadas por esas personas1 en un acta de 
no acuerdo, levantada por el Representante Local de Traba­

jo de San Cristóbal, del 15 de mayo de 1975, según consta 
el". la sentencia impugnada, sino en las declaracione;s, de 
testigos interrogados por dicho Juez y en otras c'i:rcunstan· 
cias; de la causa; que lo que ellos califican de desnaturiili­
wción no es sino la apreciación soberana que hiz.o e1l juez 
de los hechos de la cBJm,a ; que por otra parte, los jueces pa­
ra fundamentar sus falles pueden hacer uso de sus conoci­
mientos, científicos generales que no estén en contradic­
ción con las pruebas aportadas; que lo que a el1os está ve· 
dado es hacer uso de los conocimientos previos que hayan 
t(.:nido  respecto del caso debatido ; por lo que1 estos alegatos 
carec€n de fundamento y deben ser des;esti.mados,; 

Considerando, en cuanto a la violación de las normas 
aplicables a la prueba testimonial y violación de las for· 
mas; que 1osr recurrentes alegan al respecto lo siguiente: 
que el testigo Emiliano Machuca García declaró, entre 
otras co.sas, que, ,Jos trabajadores despedidos. eran fijos, ya 
que cuando terminaban de recoger los guandules se les em­
pleaba en pegar las etiquetas a las latas de envase ;  que en 
ese sentido declararon, también, otros testigos ; que, ;sin em· 
hargo, el Tribunal a·quo dio crédito a las declaraciones 
contrarias de Servio Ruiz Báez. y Eduardo Nivar, testigos 
de la Empresa demandada, el último de los cuales declaró 
que había venido "a defender a. la Empresa" ;  pero. 

Considerando, que los jueces del fondo son sobera�os 
para apreciar el valor del testimonio en justicia, y al die· 
tar sus fallos pueden fundarse en aquellas declaraciones 
que ellos juzguen más sinceras y veros�miles, ;sin que al 

· '  de proceder de este modo incurran en la desnaturalizac1on 
los hechos ;  que, en la especie, el Juez a-quo, para declai:: 
que en el caso se trataba de un contrato de trabajo ocas\ 
nal que expiraba sin respon:.sa:bilidad para las partes ª  a 
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terminación de la temporada se basió no solamente en las 
dedaraciones de los testigos y en las. de los, demandan­
tes, prestadas: a:l Representante Local de  Trabajo de San 
CdstóbaJ., según consta en el acta de no acuerdo del 10 

· de mayo de 1973, s:ino, también, según se expresa en la 
sentencia impugnada, en una certificación de dicho Repre­
sentante del 8 de mayo, de 19·75, en la que consta que la 
Alimentos del Caribe, C. por A., se ha dedicado, desde el 
inicio de sus actividades:, única y exdlusivame.nte, al enla.­
tado de guandules para su exportación, por lo que dicha 
Empresa solamente fabora en el tiempo que dura la reco­
lección de dicho producto, y por ese motivo la fábrica uti­
liza trabajadores móviles u ocasionales durante esa tempo­
rada; que existe una planilla marcada con el No. 431 en la 
que figuran registrados los trabajadores fijos, que son los 
que prestan servicios en la Administración, y los que se de­
dican al mantenimiento de la maquinaria ; por lo que estos 
alegatos deben, también, ser desestimados ;  

Considerando, que los recurrentes alegan, también, que 
.: en la sentencia impugnada se violó su derecho de defensa 

y se cometió un exceso de poder, ya que no les: fueron co­
municados: los documentos depositados por los abogados de 
lo. Empresa demandada, y de los cuales, por otra parte no 
fueron epositados los originales, s:ino copias fotostáticas ; 
pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impug­
nada pone de manifiesto que a los recurrentes se les concef­
dieron en dos oportunidades plazos para contestar los es­
critos de la Empresa recurrida, en los que tuvieron ocasión, 
r.o solamente para contestar dichos escritos, sino de exami­
nar y hacer sus: alegat:os en relación con los documentos de­
Positados por ellos para 1o cual se les había, también, otor­
gado esos plazos; que, las: copias fotostáticas, depositadas 
Por :la compañía demandada con esos1 escritos, se referían 
a. documentos cuyos originales habían sido previamente de-
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positados ; por lo cual estos alegatos de los recurrentes ca­
Ilecen también. de fundamento y deben ser desestimados ; 

Considerando,  que no procede cond€'nar en costas a los 
re·curr:entes que sucumben en vista de que lao parte recurr� 
da n.o ha podido hacer ningún pedimento al respecto por 
haber sido exC'luida; 

Por tales motivos, U.n,ico: Rechaza el recurso de casa· 
ción interpuesto por Rosa Rodríguez, Miledys A. Rivera, 
María Altagracia 'r:orres, Eugenia Lara Rivera, Gladys de 
la Rosa, Bi,envenida Mercedes Cruz, J ose.fina Peña, Merce· 
des Lachapelle, Josefina Lacha.pelle, Esperanza Astacio, 
María! Soto, María Dolores Soriano, Eudocia Sosa García, 
Enrique Jorge Brito, Gregorio Antonio Cruz, Melchor Mal· 
donado d e  los Santos, Juan Hernández, Eduardo de los 
Santos, Simplicio Montero, Manuel Ciprián ' Soto, Diego 
Rosario, Emilio Asencio, Antonio Cruz, Miguel T'orres, Cé­
sar de los: Santos, Andrés Almonte, Eulogio Antonio Jor­
ge, Pedro Enrique Cuevas, José R.. Pérez, Salvador Gui­
llén, Raúl Pérez Lugo, Angela Rivera, Mercedes Soriano, 
María Rodríguez y Rafael Báez, contra la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Pel­
raviá, dictada, en sus atribuciones laborales, el 16 de di· 
ciembre d e  1975, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente faHo. 

Firmados : Néstor Contín Aybar.- F. E:. Ravelc de la 
Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio Be· 
rn� .. - Joaquín M. Alvarez Perelló .- Juan Bautista Rojas 
Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espa.iHat.- Er· 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en !a 

audiencia pública del día, mes y año en él expr,esados, Y 
fue firmada, leída 'Y publicada' p.or mí, Secretario General, 

que certifico.- (F'irmado) : Ernesto Curie! hijo. 
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,SENTENCIA DE FECHA 5 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: CoTte de Apelación de San Francisco de Ma­
corís, de f-.e-eha 28 de noviembre de 1975. 

Materia: Civil. 

Recurren;tes: IM.iaflgalrit.a Flor1món Vda. de la Cruz, Ricardo, Nel­
son, Floirán o René y Lucía Adálgisa de la Cruz y Flori'­
món, y Elías Floritnón y Ondina Taverns de Lulo. 

Abogado: Dr. Tufik R. Lulo Sanabia. 

Recuridos: Consuelo Padilla y Caraballo, y Gloria Padilla y Ca­
raballo. 

Abogado: Dr. Víctor Guer¡rero !Rojas. 

Dios, Pa,tria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, fa Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente con:stituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Pres.idente; Fernando E:. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Bera'S, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas A1mán¡.. 
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, F'elipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asisitidos del Se­
cretario General, en la Sala, donde ce!lehra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na­
cional, hoy día 5 del mes de abril del año 1978, años 135' 
de la Independencia y 115' de la Restauración, dicta en au­
diencia' pública, como Corte de Casación, la siguiente sen­
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Margari­
ta Florimón V da. de la Cruz, dominic,ana, mayor de edad, 
de quehaceres domésticos, cédula No. 4664, serie 71, domi-
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ciliada en la casa No. 54, de la calle General Florimón, del 
Poblado de Ma.ta.ncita, Municipio de Nagua, en su calidad 
de tutora legal de sus1 hijos menores de edad, Ricardo, Nel­
son, Floirán o René y Lucía Ada1gisa< de 'la Cruz y Flori­
·mÓn, y también de Elías Florimón y Ondina Taveras de 
Lulo, dominicanos, mayores de edad, casados, cédulas Nos. 
4180 y 27674, serie 59 y 54, respectivamente, domiciliado, 
el primero, en Matancit•a, Municipio de Nagua, y la última 
en Ta casa No. 13 del Barrio Empleados Públicos de Na.­
gua; contra la s.entencia de la Corte de Ape1ación. de San 
Francisco de Macorís del 28 de noviembre de 19'75, dictada 
en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copi·a más 
adelante; 

Oído a;l Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de susi conclusiones, al Dr. Tufik 

R. Lufo Sanabia, cédula No. �3313, serie 54, abogado de los 
recurren.tes ; 

Oído, en la lectura< de sus conclusiones, al Dr. Ricardo 
Almánzar, cédula Njj,, 61715, serie 81, en representación del 
Dr. Víctor Guerrero Rojas, cédula No. 14087, serie 54, abo­
gado de los recurridos, que son, Consuelo Padilla y Caraba­
llo, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domésti­
c.os, cédula No·. 3958, serie 71, domiciliad::.! en la casa No. 
200 de la ca1ler "16 de Agost-0", de la ciudad de Santiag.o, 
y Gloria Padilla y Ca·raballo, dominicana, mayor de edad, 
so:ltera, de oficios domésticos, cédula No. 4634, serie 71, do­
miciliada en Matancita, Municipio de Nagua; 

Oído el dictamen del Ma.gistrado Procurador General 
de la República; 

Visto e:} memorial de casadón del 2.1 de mayo de 1976, 
suscrito por el abogado de los recurrentes, en el cual se 
proponen los medios: que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, del 2 de julio del 1976, 
suscrito por el abogado, de los recurridos; 
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Vista la ampliación del memoria!! de casación, del 21 
de septiembre del 1976 suscrito por el abogado de los rec,u¡. 

' rrentes; 
La 'Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­

berado, y vistos los textos legales invocados por los recu­
rrentes en su memorial, que se mencionan más adelante, 
Y los artículcs 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación· 

' 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que eHa se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en partición, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judiciral de María Trini­dé:d Sánchez, a solicitud de Dolores Caraballo Comprés 
Vda. Padilla, dictó, en sus atribuciones1 civiles, la Ordenan­
Zél No. 93, dd 19 de diciembre del 1974, cuyo dispositivo es 
como sigue: "FALLA: PRIMERO: Se ordena la inmediata 
puesta bajo secuestro de todos Jos bienes inmuebles rurales 
dEjados por la comunidad matrimonial de los finados; espo­
so� Ricardo de la Cruz (Bojolo) Y Andrea Comprés de 
Cruz, ubicados, en la sección JVIatancita! de} Municipio de 
Nagua, a fin de. que se administre su producción de una 
manera total que no desemboque en privilegio para ningu­
na de las parte:s en litigio; sEGUrND�: Se designa como 
Secuestrario de la supra desicrita propiedad inmobiliaria, 
al señor José Ubaldo Polanco (Chinín), dominicano, mayor 
de edad, cincuenta años de edad, provisto de la cédula per� 
sona.J de identidad No. 3075 serie 62, .domiciliado y residen­
te en Matancita, sección del JVIun.icipio de Nagua•, por consi­
derar a dicha persona como seria. Y responsable; TERCE­
RO: Se reservan la.s: costas para ser falladas conjuntamen­
le con el fondo"; b) que contra esta sentencia interpusie­
ron recurso de apelación ondina Tavárez de Lulo y Elías 
Florimón; e) que el Juzgado de Primera Instancia del Dis­
trito Judicial de María Trinidad Sánchez dictó, el 17 de fe¡.. 
brero de 1975, su sentencia civil No. �8, con el siguiente 
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dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se ordena la suspensión 
provisional del secuestro atorizado mediante la ordenanza 
No. 93, de fecha diecinueve del mes de diciembre del año 
mil novecientos setenta y cuatro, dictada por este Tribunal, 
sobre las propiedades rurales del finado Ricardo de la Cruz 
(Bojolo) ; SEGUNDO: Se .ordena sobre minuta la ejecución 
p,rovisional y sin fianza del presente auto u ordenanza"; 
d) que contra es.ta última sentencia interpuso recurso de 
:.:ipellación Dolores Caraba:llo, Ccmprés, Vda. Padilla; e) que 
sobre los referidos rem;:rsos de apelación, intervino la sen­
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME­
RO: Dec1ara regular y válido en cuanto a la forma, les re­
cursos de apelación interpuestos por Ondina Tavárez de 
Lulo y Elías Florimón y Dolores, Caraballo Comprés V da. 
Padilla ;  SEGUNDO: Acumula los recursos de apelación 
interpuesto por los Dres. Tufik Lulo Sanabia y Víctor Gue­
rrer.o Rojas, contra la ordenanza No. 93 de fecha 19 de di­
ciembre de 1973, respectivamente, dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito, Judi,cial de María Trini'­
dad Sánchez ; TERCERO: Confirma en todas sus partes la 
Ordenanza No. 93 de focha 19 de diciembre de 1974, dicta­
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi­
cial de María Trinidad Sánchez y declara nula la. sentencia 
civil No. 18 del 17 de febrero de 1975, dictada por ese Tri· 
buna:1 ; CUARTO: Condena a los sucumbientes a1 pago de 
!las costas, ordenando su distra·cción a favor del Dr. Víctor 

Guerrero Rojas, abogado que afirma haberlas avanzado" ; 

Oonúderando, que fos recurrentes pTcponen en su me· 
:rr.orial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 

Violación a Los artículos 170 del Código de Procedimiento 

Civil y 806 del mramo Código; Segundo Medio: Vio1lación 

,al artículo 480 inciso 5to. combinado con el 809 y 141 del 

Código de Proeedimiento Civil y 1350 inciso 3 del Código 

Civil y los artículos 1351 y 1352 del mismo Código; 
Considerando, que los recurrentes alegan y expone,n 

C;U el primer medio de su memorial, en síntesis, lo siguiell" 
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te: que en las conclusiones presentadas por éillos ante la 
Corte a-qua pidieron formalmente que dicha Corte se de,­
clarara incompetente en razón de que el inmueble sobre el 
cual se ordenó e,I secuestro se encontraba en proceso de sa­
neamiento, de acuerdo ccn certificación del Tribunal de 
Tierras depositada en el expediente,, y, por ta:n,to, este asun­
to debía ser ventilado por ante este último Tribunal; que, 
sin embargo, la Corte a-qua rechazó sus conclusiones fun­
dándose en que los recurrentes habían concluido al fondo 
ante el Juez. de Primer Grado, y por tanto la excepción de 
incompetencia propuesta había quedado cubierta ; 

Considerando, que, a los términos del artículo 170 del 
Código de Procedimiento CivH, la incompetencia retiene 
materia, puede ser propuesta en todo estado de cau:sa, y 
aún los Jueces deben suplirla de oficio ; que, por tanto, al 
rechazar la Corte a-qua la excepción de incompetencia pro;­
puesta por los recurrentes, bas�ndose en que éstos habían 
presentado condusiones al fondo ante el Juez de Primera 
Instancia, violó en su sentencia el texto de la Ley antes 
meLcionado, y, en consecuencia, dicho fallo debe ser casa­
do, sin que sea necesario ponderar los1 demás medios y ale­
gatos del recurso ; 

Considerando, que las costas pueden ser compensadas 
cuando en la sentencia impugnada se han violado reglas 
procesales a cargo de los Jueces ; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa, la sentencia dicta­
da por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
en sus atribuci:ones civi!les, el 28 de noviembre de 19175, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre­
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela­
C'ión de La Vega; SEGUNDO: Compensa las costas entre las 
partes. 

FIRMADOS.- Néstor Contín Aybar.- F. E:. Ra:velo 
de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- F'ranci:s'co E:lpidio 
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Beras.- Joaquín M. Alvarez PereHó.- Juan Bautista Ro­
j,as Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Os­

vaJdo Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espailla·t.­
Ernesto C'uriel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
sEfiores Jueces que figuran en s:u encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y afio en é:1 expresados, y fne 
firmada., leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- Fdo. Ernesto Cur.iel hijo, 
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SENTENCIA O.E FECHA 5 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia. impugnada: Corte de Alpelación de Sain Pedro de Maco­
rís de fecha 3 de diciembre de 1974. 

Materl.a: Comercial. 

.Recurrentes: Gabriel Angel Paulino, y Compañía Dominicana de 
Segur.os, C. por A. 

Abogado: Dr. Manuel A. Gutiér¡rez Elsp,inal. 

Recurrido: Andlrés Brito. 
AbOgado: Dr. Arismendy A. Aristy Jiméinez. 

Drios., Patria y Libertad. 
República Donúnicana. 

En Nombre de 1a República, la Suprema Corte de Jus· 
ticia, regularmente constituida por los: Jueces Nésto,r Con· 
tín Aybar, Presidente; Fernando- E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A Amiama, Se­

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Felipe Osvaldo Perdo-mo Báez y Joaquín Hernández 
E.spaülat, asistidos del Secretario General, en la Sala don.­
ele celebra sus: audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes: de Abril 
del año 1978, años 135' de la Independencia y 115' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública como· Corte de Ca­
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ga­
briel Angel PauHno, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, domiciliado en la casa No. 62-A de la calle 
'I'iburcio Millán López, de la ciudad de La Romana, cédula 
l'io. 259'36, serie 26; y la Dominicana de Seguros, C:. por A., 
donücili-ada en la casia No. 55 de la Avenida Independencia 



726 BOLETIN JUDICIAL 

de esta Capital; contra la sentencia de la Corte de Apela­
ción de San Pedro de Macorís, dictada el 3 de diciembre de 
1974, en sus atribuciones comerciales:, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al Ailguacil de turno en la lectun:,. del rol; 

Oído a1 Doctor Carlos R. Díaz Payano; cédula No. 
194445, serie, lra., en representación del Doctor Manuel 
Antonio Gutiérrez Espinal, cédula No. 25766, serie 56, 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu­
si<:!nes; 

Oído al Doctor Arismendy Antonio Aristy Jiménez, cé­
dula No. 8556, serie 28, abogado, en la lectura de sus con­
clusiones, en representad-ón del recurridü, Andrés Brito, 
dominicano, mayor ele edad, casado·, comerciante, domici­
liado en la calle "Restauración" No. 61, de La Romana, cé­
dula No. 25725, serie 26; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repú,blica; 

Visto el memoriaJ. de casación depositado en 'la Secre­
taría de la Suprema Cort� de Justicia, el 5 de marzo de 
1976, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que 
se proponen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto e,l memorial de defensa del 2 de abril de 1976 
firmado por el ahogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, 'Y vistos los textos legales invocados por los. recu­
rrentes que se mencionarán más adelante, y los artícul� 
1384, del Código Civil, y 1, y 65 de la Ley sobre Procedi­
mienh,, de Casación; 

Considerando, qt1e ·en la sentencia impugnad·a y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: al que con motiv 
de una demanda en daños y perjuicios · intentada por Anr. 
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drés Brito contra Gabriel Angel Paulino el Juzgado de Pri· 
in era Insfancia del Distrito Judicial de La Romana dictó 
el 20 de setiembre de 1973, una sentencia en sus atribucio­
nes comerciales, c.uyo disrpositivc S2' copia a continuación: 
''FALLA: Primero: Condena al señor Gabriel Angel Pau· 
lino a pag,ar al señor Andrés Brito la suma de Dos Mil Pe­
sos Oro (RD$2,000.00), como justa reparación por los da­
ños y perjuicios sufridos por él, más sus intereses al tipo 
de 1 ',( mensual desde el día del accidente, con :i:notiv.o del 
vcc:dente automovilístico de que se trata; Segundo: Con­
dena al señor Gabriel Angel Paulino al pngo de las, costas, 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. A.ris­
me!1dy Antonia A.ristry Jiméncz, quien afirma estarlas avan­
zar:c'.D en su mayor parte; Tercero: Declara común y oponi­
ble la pr,esente sentencia en su aspecto civil, a la Compa· 
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), asegu­
radora del vehículo productor del accidente, de conformi­
dad cun el artículo 10 de la Ley No. 4117, del 22 de abril del 
año 19'55"; b) que sobre los recursos interpuestos, la Cor­
te a-iiUa dictó el faÜo ahora impugnado, con el siguiente 
dir,pc:;.itivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, por regular en 
la forina, el recurso de apelación interpuesto por el señor 
G· L el Angel Paulino y por la Compañía Dominicana de 
&ou:.-os, C. por A., contra la sentencia dictada en fecha 20 
'e septiembre de 1973, y en sus atribuciones comercia.les, 
Pür ci Juzgado de Primera. Instancia del Distrito Judicia\ 
de La Romana, cuyo dispositivo figura precedentemente 
Opisdo; SEGUNDO: Modifica, únicamente en cuanto al 
lll.on1 ) de la indemnización, el ordinal Primero de la sen­

lKi , apelada, y la Corte, por propia autoridad fija dicha 
illdu,�nización en la ·suma de Un Mil Quinientos Pesos Oro 
llD$J ,500.00); TERCERO: Confirma en sus demás aspectos 

seuencia recurrida; CUARTO: Condena a los aipefantes 
Señor Gabriel Angel Paulina· 'Y Compañía Dominicana de 

!;u;·:is, C. por A., al pago de las1 costas de esta. instancia, 
tl. distracción de las mismas en provecho del Doctor Aris· 
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rr..endy Antonio Aristy Jiménez, abogado que afirma haber­
las avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que los recurrentes proponen Los si­
guientes medios de casación: Primer Medio: Violación de 
lus artículos 5 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguros Obliga­
torios de Vehículos de Motor y al Contrato de Se,gur·o; Se· 
gundo Medio: Falta de Base Legal; Tercer Medio: Viola­
ción del derecho de defensa; ·Cuarto Medio: Contradicción 
de motivos; 

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis, 
en su segundo medio, que : 1.- La sentencia impugnada 
desconoce que }a parte civil, para obtener una indemniza1. 
ción fundada en el daño causado por un accidente de trán· 
sito, debe probar por medio de certificaciones de las Di­
recciones de Rentas Internas y Superintendencias de Segu­
ros, que el vehícuilo que ocasionó el dafio, en el momento 
del hecho, era propiedad del demandado como persona 
pu.esta en causa como civ.ilmente responsable y que el au­
tomóvil estaba asegurado con la entidad aseguradora pues­
ta en causa; 2.- que los intereses en esta materia· no de­
berán correr a partir del hecho sino a partir de la dema.r,i· 
da; que en consecuencia, la sentencia impegnada debe ser 
casada; pero, 

Considerando, que conforme resulta de 'los artículos 
1 54 y 189 del Código de Proced.im.iento Criminal 'Y 11 de 
Ja Ley de Policía, de 1911, la prueba de los delitos corree· 
cionales se establecerán por medio de actas ,o relatos, o por 

testigos a falta de aquellos o para robustecerlos ; "por lo 
que hace a las acta'S y relatos de los agentes empleados, u 
oficiales a quienes la Ley no atribuye fe pública, podran 
ser redargüidos con pruebas contrari·as, escr.itas1 o testirn�· 

males, siempre que el juzgado estime pertinente su ad�� 
sión"; que por lo que antecede los medios de prueba sena 

fados por los recurrentes no slOn los
-

únicos existentes en 

esta materia, sobre todo, cuando se trata de un asunto que 
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tiene su origen en :1a jurisdicción penal y ha, sido llevado 
por la vía comercial, €n la que existe la libertad de la 
prueba; 

Considerando, que en la especie, la Corte a-qua admi­
tió los elementos de prueba resultantes: del acta levantada 
por la Policía Nacional, en la que co.nsta con precisión que 
el vehículo que ocasionó el accidente era propiedad de Ga­
briel Angel Paulina, que tenía! placa No. 205-306, motor 
No. 15-294124 ; y que estaba asegurado en el momento del 
accidente en la Dominicana de, Seguros, C. por A., median­
te póliza No. 23840, con vencimiento al 7 de agosto de 1972, 
("Comprobaciones que coinciden con la certificación expe­
dida e1 14 de agosto de 1974, por el Superintendente de Se­
g1 1rus, en la cual consta, que la Compañía Dominicana de 
Seguros "expidió 1a, póliza No. 23840 con vigencia desde el 
18 de julio de 1972 al 20 de noviembre de 1972, a. benefi­
cio de Gabriel Angel Paulina,, para amparar el vehículo 
marca Nissan, motor No. G15-294124 cubriendo los riesgos 
del Seguro Obligatorio" l ;  que esas comprobaciones fueron 
d .. , das por ciertas por In Corte a-qua, sin que los recurrem. 
tes las hayan redargüido con pruebas contrarias; que, en 
eEas circunstancias, 1a Corte, al dar como establecido que 
Gabriel Angel Paulino es el propietario del vehículo cu.ya 
placa se ha indicado anteriormente, y que está asegurado 
con póliza 23840 de la Compañía Dominicana de Seguros, 
sr_. ha ajustado a. los principios de prueba admitidos por la 
LE y ;  

Considerando, en cuanto al segundo aspecto del medio, 
que la Corte a-qua confirmó e1 primer ordinal en lo que 
concierne a los intereses al 1 % a partir del día del acci­
dente; que, Los recurrenteS' sostienen que es a partir de la 
demanda que éstos deben correr; que, sin embargo los in­
terese;s a que los recurrentes se refieren son aquellos pre­
vistos pcr el artículo 1153 del Código Civil, resultantes del 
retraso en el cumplimiento de una obligación y no de a-que-
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llos que tienen como origen una .indemnización causada por 
daños a las personas o a las cosas ; que en la especie la , 1-

demnización está fundada en los desperfectos causados al 
n�hículo de la parte civil constituida, por lo que la Corte 
a· qua al confirmar la condenación a pagar intereses a par­
tir del accidente se ajustó a· los principios que rigen la ma­
teria; en consecuencia de todo lo que antecede, el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti­
mado; 

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis, 
en su tercer medio que la Corte a-·qua violó su derecho de 
defensa; al transcribir en su sentencia la! certificación de 
la Superintendencia de seguros deL 14 de agosto de, 1974, 
la cual fue depositada el 9 de septiembre de dicho años, des­
pués de haberse agotado el plazo de 15 días otorgados a la 
parle apelada para. depositarlo, sin que ese documento fue· 
ra sometido al dehate púhlico ;y contradictorio; pero, 

Considerando, que la Corte a-qua para rechazar ese 
alegato no se basó únicamente en el documento menciona· 
do, que foe depositado juntamente con el escrito de am· 
plia·ción, sino en el acta p.olicial ; que si ambos document05 
co.ln.ciden en sus datos esenciales es decir, en la identidad 
del propietario del vehículo causante del daño y de la Com· 
peñía aseguradora, esas circunstancias no justifican el ale· 
gato de viola•ción al derecho de defensa; que, en consecue.n· 
cia, el medio debe ser desestimado; 

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis 
en su cuarto, medio, que la Corte a-qua incurre en contra· 
dicción de motivos al reducir el monto de la indemniza· 
ción acordada, y sin embargo mantiene los intereses del 
1 % a pa,rtir del accidente ; que cuando la Corte consagra 
que el monto de 1a indemnización "es. justo y equitativo Y 
gu·arda. relación con el daño", no se debe fijar intereses 
mo indemnización suplementaria ; pero, 
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Considerando, que cuando la. Corte a-qua califica como 
justa 'Y equitativa la indemnización de $1,500.00, se está re­
firiendo únicamente a la primera parte del ordinal lro., r·e­
lativo a la indemnización 'Y oo a los intereses que son com­
plementarios de la .indemnización principal; que es obvio 
que si el monto de 1a indemnización principal es reducido, 
como sucedió en el caso, los intereses se reducen; que, en 
cons.ecuencia' el medio que se examina carece de funda­
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, que los recurrentes alegan en síntes,is, 
en su primer medio, que la Corte a·qua violó los artículos 
5 y 10 de la Ley 4117, a1l condenar directamente a la Com· 
pañía asegurador,a al pago de 1as costas juntamente con 'a  
persona puesta en causa como civilmente responsable ; pero, 

Considerando, que en la especie, la Compafüa Asegu­
radora ha comparecido principalmente, para sostener que 
eJla no esitá obligada frente a su cliente, Gabriel Ange:l 
Páulino, porque a ella no se le ha probado la existencia de 
la póliza; que, sin .embargo, por lo, que se ha expresado an­
teriormente, la Corte a-qua ha dado por establecido que di­
cha compañía había asegurado el vehículo de Paulina, por 
lo que sus conclusiones fueron rechazadas; que obviamen­
te. les alegatos de dicha compañía no estaban encaminados 
a favorecer al dueño de,l vehículo, sino a descargarse de 
rlsponsabilidad; que, en tales circunstancias, dicha compa­
ñía ha rncumb.ido directamente, por lo que la Corte a-qua 
juzgó correctamente al condenarla en costas; en consecuen­
ci a el medio que se examina carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Por tales, motivos; Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Gabriel Angel Paulina y la Do­
nünicana de S eguros, C. por A., contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dictada el 3 
de diciembre de 1974, en sus atribuciones comercia:les, cu· 
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yo dispositivo ha sido copiado en paTte anterior del pre­
sente fallo; y Segundo,: Condena a Gabriel Angel Paulino y 
a la Compañía Aseguradora puesta en causa, al pago de las 
costas distrayéndolas en provecho del Doctor Arismendy 
Antonio Aristy Jiménez quien afirma haberilas avanzado 
en su totalidad. 

Fdos:.: Néstor Contín Aybar.- F'ernando E. Ravelo de 
la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpídio Be· 
ras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Roj� 
Almánzar.- Felipe Osvaldo Pe.rdomo Báez.- Joaquín 
Hernández Espaillat.- Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge­
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en :su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en é,l expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. E.mesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE ABRIL DEL 1978 . 

• , ntencia in'.iJUgnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 20 de diciembre de 1975. 

Jfateria: Correccio'!lal. 

Rec.urrente: Glo¡ri!a María Vittini. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstnr Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, 
Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Os.valdo Perdomo 
Báez, asistido,s del Secretario General, en la Sa1a donde ce­
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de Abril del 1978, 
éJ.Ü,0s 135' de la Independencia y 115' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si­
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gloria 
María Vitini, dominicana, mayor de edad, s:o1tera, de ofi­
cios domésticos, cédula No. 30048, serie Ira., residente en 
la calle Es:perilla No. 46 de esta Capital, contra la senten­
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Santo Do'­
lningo ei 20 de diciembre de 1974, cuyo dispositivo se copia 
lhás adelante; 

' 

Oído al Alguaci:l de. turno en la lectura del rol; 

Oído el di:ctamen del Magistrado Procurador General 
dE' la República; 
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Vista el acta del recurso de cas1ación levantada en la 
Secretaría de 1a Corte a-qua el 13 de E;nero de 1975, a re­
querimiento del Dr. Rafael L. Márquez, abogado con estu­
dio en la ca'Sa No. 45 de la calle E;speriUa, en nombr2 y re· 
presentación de Gloria María Vittini, en la1 cual no se ex­
ponen medios determinados de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos 1os1 artículüs 49, 52 y 6í de fa Ley 241 de 
1967 sobre Tránsito de Vehículos, el artículo 1 de la Ley 
4117 de 19'55 s.obre Seguro Obligatorio c,ontra daños ocasio­
nados con un vehículo de motor, 1382 y 1383 de!l Código Ci­
vil 'Y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, q ue1 en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, cons1ta: a) Que con moti 
vo de un accidente de tránsito ocurrido en esta Capital el 
15 de agosto de 1973 en la esquina formada por las call 
lmbert y Emilio Prud'Homme, en el cual resultó con 1esi<r 
nes cvrporales una pers,ona y con desperfectos dos vehicu­
!os, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins­
tnincia del Distrito Nacional, dictó el 21 de diciembre d 
1973 una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante 
b) que s.obre los recursos interpues1:os la Corte de Apela­
ción de Santo Domingo, pronunció en sus: atribuciones e� 
rrecc.ionale;s la sentencia ahora impugnada �n casación, co 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite co· 
mo regular y válid,os en cuanto a, la forma l.os recursos 
de apelación interpuestos a) por el Dr. Máximo Henríquez 
Saladín, Magistrado· Pre.curador Fiscal del Distrito Naci0• 
nal, ,a nombre y representación de,1 Dr. Federico A. Rea 
Medina; Magistrado Procurador General de la Corte d 
Apelación de Santo Domlngo, h) por el Dr. Rafael L. Máfi 

quez, a nombre y representación de Gloria María Vif 
contra sentencia dictada: en sus atribuciones correccional 
pcr la Segunda Cámara: de lo Penal del Juzgado de Prirne 
ra Instancia del Distrito Nacional, de· fecha 21 de dicie 
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hre de 1973, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: De­
dara a Gloria. María Vittini culpable de violación a. la ley 
4117, sobre seguro obligatorio de vehículo de motor, a.sí 
como a los arí:ículos 49, 65, 74 y 76 de la ley 241, en perjui­
cio de Migu2l A. Artiles Jerez, y aplicando no cúmulo de 
pena se condena al pago de una multa' de Cincuenta. Pesos 
Oro (RD$50.00) acogiendo cir<::unstancias, atenuanteSi en su 
favor; Seguindo: Declara. al coprevenido Miguel Artiles Je­
rez, no culpable de l.os hechos puestos a su cargo en conse­
cuencia sé descarga por no ha.her violado, ninguna de las 
disposiciones de la ley 241, Tercero: Condena a la copreve­
nicta Gloria María: Vittini, al pagc de las costas y en cuanto 
a Miguel A. Artiles Jerez,.las mismas se d,eclaran de ofi­
cjo; Cuarto: Declara buena y válida en cuanto a la forma 
la constitución hecha por Miguel Artiles Jerez, a través de 
su abogado los Dres. Sandino A. Bonilla Reyes y Simón 
Omar Valenzuela, contra la nombrada Gloria María Vitti­
ni, en su doble calidad de prevenida y persona civilmente 
nsponsable por haber sido hecha conforme a! la ley; Quin­
to: E:n cuanto. al fondo condena a Gloria María Vittini al 
pago de una indemnización de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) 
en favor de Migue,l Artiles, como reparación de los daños 
y perjuicios sufridos por él a consecuencia de los defectos 
sufridos por su vehículo en el a·ccidente de que se trata; 
Sexto: Condena,� Gloria María Vittini al pago de los inte.­
reses lega,les y al pago de las costas civiles con distracción 
d(> las mismas en favor de los Dres,. Sandino A. Bonilla Re­
yes y Simón Ornar Valenzuela, tuienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; Octavo: Declara buena y válida 
en. cuanto a la  forma la constitución en parte civil hecha 
en audiencia: p.or Gloria María Vittini, a través de su abo­
gado Dr. José María Acosta Tcrres y Rafael L. Márquez, 
en contra del señor Miguel Artiles Jerez, en s:u doble cali­
dad de prevenida y persona civilmente responsable, por 
haber sido hecho de acuerdo a la ley; Noveno: Eiri cuanto 
al fondo de la referida constitución en parte civil se recha-
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zan las conclusiones formuladas por la señora Gloria María 
Vittini, a través de los Dr,es. José María Acosta Torres y 
Rafael L. Márquez, por ser improcedentes y mal fundadas ; 
Por haber sido hecho de acuerdo a las formalidades lega­
les' ; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de Gloria María 
Vittini, por improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Mo­
difica: la sentencia recurrida en cuanto a la pena impuesrta 
y la Corte por propia autoridad, condena a Gloria María 
Vittini ' al pago de una multa de Veinte Pesos Orn (RD$20.-
00) acogiendo en su favor circunstancias atenuantes a su 
Íél'vor; CUARTO: Con.firma la sentencia recurrida en sus 
demás aspectos1 ; QUINTO: Condena a Gloria María Vittini 
;il pago de las costas penales y civiles con distracción de 
las civiles en provech de los Dres. Simón Ornar Valenzue­
la Santos y Sandino A. Bonilla Reyes, quienes afirman ha­
berlas avanzado en su mayor parte" ; 

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponde­
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente 
apo,rtados en fa instrucción de la causai, dio por estableci­
dos los hechos siguientes : a) Que el 15 de agosto de 1973, 
mientras la camioneta pfaca No. 507-831, modelo 1967, sin 
seguro de ley, conducida por su propiefar.ia Gloria María 
Vittini, marca Datsun, transitaba de Oeste a Este por la ca­
lle Imbert, de esta Capital, al llegar a la esquina formada 
por esta vía con la calle Emilio Prud'Homme, se originó un 
choque con el automóvil placa' privada No. 12.1-880, marca 
Mazda, asegurado con la Cía. de Seguros San Rafael, C. por 
A., conducido por su propietario Miguel A. Artiles Jerez, 
que en el choque resultó Gloria María Vittini con lesiones 
curables después de 10 días y antes de 20, según certifica­
ción médico-legal y el automóvi1 Mazda con serios desper· 
fectos, con destrucción total de la parte delantera; b) que 
la prevenida Gloria María Vittini fue imprudente y negli­

gente y temeraria en la conducción de su vehículo sin to­
mar las medidas de precaución necesarias para evitar el 
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accidente, siendo sus fa:ltas las causas exclusivas del acci­
drnte; 

Considerando, que los hechos así establee.idos caracte­
rizan � cargo de la prevenida Gloria María Vittini consh­
tuyen 1a conducción de un vehículo de motor de manera 
descuidada y at.O'londrada sin el debido, cuidado y circuns­
pección poniendo en peligro las vidas o propiedades de 
otras personas hechos, previstos por el artículo 65 de la 
�ey 241 y castigado por ese mismo texto legal con multa- n.o 
menor de RD$50.00 pesos ni mayor de RD$200.00 pesos; 
que la Corte a-qua, al condenar a dicha prevenida a una 
mnlta de RD$20.00 pesos,, acogiendo en su favor circunstan­
cias atenuantes, le aplicó una sanción inferior al mínimum 
establecido por la ley; que no proceden en este caso, pero 
que la pena impuesta .no puede ser agravada ant el solo re­
curso de la prvenida; 

Consideran.d , qu� asimismo la Corte a-qua dio por es­
tr.blecido que el hecho cometido por la prevenidR Gloria 
M&ría Vittini, había ocasionado daños materiales a Miguel 
Artiles Jerez, constituido en parte civil, y al condenar a la 
prevenida al pago de una indemnización de RD$1,000.00 
pesos a favor de Miguel Artílez Jerez como reparación de 
los daños y perjuicios sufridos como consecuencia de los 
desperfectos de su vehículo en este accidente, hizo una co­
rrecta, aplicación de los artículos 1382 y 1383 del Código 
CivH ; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa­
rión interpuesto por Gloria Marí_a Vittini, contra la senten­
lia de la Oorte de Apelación de Santo Domingo del 20 de 
diciembre de 1974, cuy.o dispositivo se ha copiado anterior­
lnente, y la condena al pago de las costas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.- Fernando E,. Rave­
:.o de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio 
Beras1.- Joaquín M. Alva.rez Perelló.- Jüan Bautista Ro-
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jas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Os­
valdo Perdomo Báez.- Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge­
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
s€ñores Jueces que figur;an en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. ) E:rnesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Veiga, de fecha 

16 de junio del 1977. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Rafael.a Adelaida Milena Jáquez de Saldaña. 

Ahogados: Dres. Rafael González Tirado y M. A. Báez Brito. 

Recurrido: José del Cannein Saldaña. 

Abogado: Lic. Julián Suardy. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República•, la 'Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tír.. Ayhar, Presidente; Fernando E:. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pitta1uga, Felipe Osvaldo Pe,rdomo 
Báez y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secreta­
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias,, en la 
ciudad de Santo Dcmingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
:hoy día ,7 del mes de Abrtl del año 1978, a'ños 135' de la 
Independencia y 115' de la Restauración, dicta en audien­
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

S.obre el recurso de casación interpuesto por Rafaela 
Adelaid� Milena J áquez de Saldaña, dominicana, mayor de 
edad, casada, de quehaceres domésticos, cédula. No. 68, se­
l'ie 87, domiciliada en la casa No. 5 de la calle El Recodo, 
E:nsanche Bella. Vista, de esta capital,, contra• la sentencia 
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dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atri­
buciones civ.ile:s, el 16 de junio de 1967, cuyo dispositivo se 
copia más1 adelante; 

Oído al Alguacil de turno, en 1,a lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus: conclusiones, al Dr. Rafael 
González Timdo, cédula No. 559179, serie lra., por sí y en 
representación del Dr. M. A. Báez. Brito, cédufa No. 31853, 
serie 26, abogados de la recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusfones, al Lic. J ulián 
Suardy, cédula No. 5330, serie lra., abogado del recurrido, 
Jc,sé del Carmen Saldaña, dominicano, mayor de edad, ca­
sado, hacendado, cédula No. 13508, serie 47, domid1iado en 
esta capital; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen2ral 
Lle la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre­
taría de esta Corte el 16 de julio de 1976, en el cual se pro­
ponen los medios que· se indican más. adelante; 

Visito el memorial de defensa del 24 de ,agosto de 19'76, 
suscrito por el abogado del recurrido,; 

Vistos los memoriales de ampliación ·suscritos por los 
respectivos abogados de la recurrente y del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado y vistos los textos legales invocados por la recu­
rre1.te en su memorial, que se mencionan más adelante "J 
lor, artículos 8 y 10 de la Conditución de la República Y l, 
20 y 60 de la Ley sobre Procedimiento de Casiación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
gue con motivo de una demanda en divorcio el Juzgado d,

e 

Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Rarni· 

rez dictó una sentencia el 20 de febrero de 1967, con el si· 
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guiente dispositivo: "FALLA: Pr:imero: Rechaza las con­
dusiones: de la parte deniandada, por improcedentes y mal 
fundadas; Segundo: Fija la a.udienci.¡t del día diez (10) del 
mes de Abril del año 19'67, a la,s nueve (9) horas e la maña­
na, para conocer del fondo de la demanda en divorcie por 
la caus1a determinada e incompatibilida:d de caracteres, in­
tentada por ,la señora Rafaella Milena Jáquez de Saldaña, 
contra su legítimo esposo señor José del Carmen Saldaña; 
Tercero: Compensa pura y simplemente las cosfas por tra­
tarse de litis entre esposos"; b l que sobre el recurso de ape­
lación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispo:s,itivo es como sigue: "FALLA: Acoge en parte 

· ias conclusiones presentadas por el seño·r José del Carmen 
Saldaña 'Y rechaza en todas sus partes las presenta·das por 
la parte demandante señora Rafaela Milena Jáquez Salda­
ña, por improcedente y mal fundada, y en consecuencia: 
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por el señor José del 
Carmen Saldaña contra sentencia No. 6 de fecha 20 de Fe­
brero del 1967, del Juzgado de Pr.imera Instancia: del Dis­
trito Judicial de Sánchez Ramírez, en sus atribuciones civi­
ks por haber sido interpuesto de conformidad ai la Ley de 
la materia; SEGUNDO: Revoca la sentencia recurrida y 
obrando por propia autoridad y contrario imperio, declara 
inadmisible la demanda en divorcio por la causa determi­
nada de Incompatibilidad de Caracteres: interpuesta por la 
señera Rafaela Milena Jáquez de Saldaña, contra su esposo 
el señor José del Carmen Saldaña, por haber éstos contraí­
da matrimonio bajo el régimen del Concordato, de la Santa 
Sede con el Estado Dominihno, celebrado en el año 1954, 
y por tanto improcedente y mal fundada de conformidad 
a las leyes Nos. 1306-bis, y 659 reformada por la 3931; 
TERCERO: Rechaza ·el pedimento provisional del señor 
José del Carmen Saldaña, en el sientido de que se le conce­
da 1a guarda, de sus hijos menores procreados en el matri;.. 
inonio y de que fije l.a, casa residencia de la señora Rafae-
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la Milena Jáquez de Saldaña como el lugar donde el señor 
José del Carmen Saldaña debe cumplir con su obligación 
de: sostenimiento económico de la misma, por las razones 
expuestas en el ordinal anterior; ·CUARTO: Compensa pu­
ra y simplemente h.:s costas por tratarse de litis entre e3-
,posos" ; 

Considerando, que la recurrente propone en su memo­
rial los siguientes medios de casación :- Primer Medio: 
Violación de los articules 4, 46 y 63 de la Constitución de 
la República. Inconstitucionalidad; Segundo Medio:- Des­
conocimiento de la InconstitucionaJidad del artículo 55, in­
ciso 5 de a Ley sobre Actos del Estao Civil, modificado por 
la Ley No. 3931, G. O. No. 7749 del 25 de septiembre de 
1954; del art. 3, inciso 3, letra a) (párrafo único) de dicha 
ley;  y del párrafo 1 del art. 1 de la ley 1306-Bis, de Divor­
cio, modificado por el art. único de la ley 3932, de 1954, 
y, como resultante, violación a las reglas generales de la 
competencia; 

Considerando, que la recurrente alega., en síntes.is en 
apoyo de sus dos medios de casación, reunidos, lo siguiente: 
que si bien es cierto que por el Con.cordato celebrado el 16 
de junio de 1954 entre la Santa. Sede y el Estado Domini­
cano se crea una situación especial mediante la cual las 
llersonas que contraen matrimonio canónico renuncian a la 
facultad de pedir el divorci.o civil, no es menos cierto que 
en el momento en que se suscribió ese convenio estaba en 
vigor la Constitución de la, República del 1947, en la cual 
existían regulaciones específicas acerca del matrimonio Y 
de los derechos de los ciudadanos en general, que, por tan­
tu, dicha:s regulaci.ones fueron violadas por ese instrumen­
to; que al reconocerse en el Concordato los mismos efecto, 
jurídicos, tanto al matrimonio civil como al religioso, suje­
tando el matrimonio civil a las normas del derecho canó­
nico, se sustrae de los procedimientos propios de nuestras 
leyes una institución de derecho correspondiente al estatu-
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. te personal y se desplaza de nuestros tribunales ; que, por 
otra parte, agrega la recurrente, el artículo 2 de 1a ConstiL.. 
tución del rn,47 "no permitía la delegación de los poderes 
del Estado, contenida en el artículo 4 de la Constitución 
vigente ( 1966) y que es la repetición de principios de nues­
tro derecho púb1ico que con�orman la esencia! misma de la 
r..acionalidad" ; por lo que en la sentencia :impugnada no só­
lo ;se violaron las dispos,iciones constitucionales señaladas 
sino la Ley No. 3931 del 1954; 

. Considerando, que, la Constitución de la República, e.n 
su s:rtículo 8 ,  consagra y "reconoce como finalidad princi­
pal del Estado la protección efectiva de los derechos de la 
persona humana y el mantenimiento de los medios que le 
pPrmitan perfeccionarse progresivamente dentro de un  or­
e.len de .Libertad individual y de jusrticia social, compa,tible 
con el orden púb'lico, el bienestar general y los derechos 
de todos" y fija en el mismo texto, "para garantizar la rea­
lización de esos fines" ,  una serie de normas, cuya enumera­
ción, según acla;ra el artículo 10  de la misma, no es limitoL.. 
tiva, y, por consiguiente, no excluye otros derechos de 
igual naturaleza ; 

Considerando, que entre esos derechos de igual natu­
raleza que los enumerados expresamente por la Constitu­
ción de la República, y no excluidos por ésta, es preciso re­
conocer, junto a otros, el de contraer matrimonio y el disol­
verlo por el divorcio, consagrados y reglamentado� ambos 
por la Ley, por ser compatibles: ccn el .orden público y el 
hi€neEtar gene.ral ; 

Considerando, que, consecuentemente, la mcdificación 
introducida por la Ley No. 39!32, a la: Ley No. 1306-bis, de 
1937 ,  sobre Divorcio, mediante la cual se establece una 
Presunción de renunciª de los cónyuges a la facultad civil 
de p2dir el divorcio, p9r el propio hech� de c,e�ebrar ma­
trünonio católico, y se prohibe, por ende, aplicarlo por los 
'l'ribunales Civiles, resultan disposriciones incompatibles 
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con un derecho indudablemente reconocido, protegido y 
.§;arantizado por la Constitución de la República, y, por tan­
tc , preceptos 1egales, cuya nulidad, de pleno derecho, por 
tal motivo, proclama la propia Constitución de la Repúbli­
ca, en su axtículo 46 ; 

Considerando, que, por consiguiente, Los Tribunal� 
iu:..cionales están facultados a admitir el divorcio, cuando 
así proceda, siendo indiferente al respecto, el tipo de matri­
monio que se haya contraído ; que al rechazar la Corte 
a-qua la demanda, de divorcio por la causa determinada de 
incompatibilidad de caracteres interpuesta por Rafaelá Mi­
lena Adelaida Jáquez de Saldaña contra su,esposo José del 
Carmen Saldaña por haber éstos contraído, matrimonio ba­
jo el régimen del Concordato, violó fas disposiciones conc,­
ti tucionales antes mencionadas, 'Y, por tanto, la sentencia 
impugnada debe ser casada ; 

Considerando, que las costas puedep ser compensadas 
en 1as litis entre esposos ;  

Por trues motives, Primero: Casa la sentencia dictada 
!I)Or la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones 
civiles, el 16 de junio del 1967, cuyo dispositivo se ha co­
piado en parte anterior del presente fallo, y envía el asun· 
to por ante la Corte de Apelación de San Fr•ancisco de Ma· 
corís; Segundo,: Compensa las costas entre las: partes, 

Fdos. : Néstor Contín Aybar.- Fernando E. Ravelo de 
l?. Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco E1pidi.o Be· 
ras.- Joaquín M. Alvarez Per-elló.- Juan Bautista Rojas 
Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Joaquín Hernández Espaillat.- Ernesto 
Cu.riel hijo, Secretario GeneraJ. 

La presente sentencia ha s-ido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firn.ada, !eída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. Fdo. E.mesto Curie! hijo. 



BOLETIN JUDICIAL 745 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE ABRIL DEL 1978 . 

.:entencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Distrito· Nacio­

nal, de fecha 25 de Octubre de 1976. 

Materia: Correccional. 

R,ecunentes: José Domínguez Soto y la Unión de Seguros, C. pnr A. 

Interviniente: Ma:--iuel Ramón Beato Muñoz. 

I 
Abogados: Dr. Luis E1rnesto Florentino L., y Lic. Félix N. Jáquez 

Liriano. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín 1-,.ybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
22r, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
l>áez y Joaquín L. Hernández Espaillat, as,istidos del Secre­
tli.rio General, en la Sala donde c,elebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Doming.o de Guzmán, Distrito Nado­
llal, hoy día 7 dé AhrH del 19·78, años 135' de la Indepen­
dencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia públi­
ca, cerno Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

SDhre los recursos de casación interpuestos por José 
l>o1nínguez Soto, d.omi:nicano, mayor de edad, casado, Far­

céuti-co, cédula No. 15048, ;serie Ira., residente en la ca:­
Seyho, de esta Capital, y la Unión de Seguros C. por 

• con domicilio social en la Avenida 27 de Febrero No. 
, contra la sentencia correccional del 25 de Octubre de 

76 rlictada por la, Séptima Cámara Penal del Juzgado de 
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Primera, Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
ccpia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído a los abogados del interviniente Dr. Luis Ernesto 
Florentino L., cédula No. 76633, serie lra., y Lic. Félix N. 
Jáquez LJriano, en In lectura de sus conclusiones, intervi­
niente que es Manuel Ramón Beato Muñoz, dominicano, 
mayor de edad, cédula No. 33946, serie 54, residente en la 
Avenida Correa y Cidrón del Ensanche La Paz, de esta 
ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado, Procurador General 
de la Repúhlica; 

V.ista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara Penal a·qua, el lro. de noviem­
bre de 1976, a requerimiento del Dr. Bienvenido Figuereo 
Méndez, en nombre y representación de los recurrentes, 
er. la cual no se exponen medios determina.dos de casación; 

Vistos los escritos de Los abogados del interviniente 
fo.chados: el 10 de enero de 1977; 

La Suprema Corte de Justicia, c1:!�pttés de haber deli· 
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 sobre 
Tránsito de Vehículos, 1382 y 1383 del Código Civil, y l, 
37, 62 y 65 de 1a Ley sob�e· Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente de tránsito ocurrido en esta capital el 26 
de Abril de 1976, en el cual resultó con lesiones ci0rporale5 
una pexsona y con desperfectos dos vehículos de motor,.e

l 
Juzgado de Paz de la Quinta! Circunscripción del Distrit; 
NacionaJ, apoderado del caso, dictó el 21 de jlJ'nio de 197 

t · d' 't' · ' d 1 te· bl una sen encra cuyo 1.SIJJOS1 1vo se copia mas a e an , 
que sobre los recursos interpuestos, la Séptima Cámara 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na· 
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cional pronunció 1a sentencia ahora impugnada en casación 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se de­
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
.Apelación interpuesto por el prevenido José Domínguez 
Soto, de fecha 21 de junio de 1976, contra sentencia del 
Jvz.gado de Paz de 5ta. Ckc., cuyo dispositivo dice así: 
'Primero:- Se declara, al nombrado José Domínguez Soto 
culpable de violar los arts. 49 'Y 67 acápite b) en su párrafo 
2, de la Ley 241 y en consecuencia se le condena al pago de 
una multa de Diez Pesos Oro Dominicé::ncs (RD$10.00), aco­
giendo en su fa.v,or amplias circunstancias atenuantes; Se­
gunco: Se descarga al nombrado Manuel R. Beato Muñoz 
por no haber violado ninguna de las disposiciones de la ley 
No. 241; Tercero: Se declara buena y válida la constitución 
tm parte civil intentada por Manuel R. Beato Muñoz en 
contra de José Domínguez Soto y la Compañía de Seguros 
Unión de Seguros, C. por A., aseguradora de la responsabi­
lidad civil de aquel, por haber.1a hecho de acuerdo a los 
preceptos legales; Ouarto: Se condena a José Domínguez 
Soto en su doble calidad de conductor y propietario del ve� 
híctllo que ocasionó el accidente al pago de la suma de 
Dos Mil Cuatrocientos Ochenta Pesos Oro Dominicanos; 
con Cincuenta y Ocho Cantavos (RD$2,488.58) por concepto 
de los daños sufridos por el automóvil propiedad de Ma­
n-t .. El R. Beato Muñoz, en la referida colisión; Quinto: Se 
condena a José Domínguez Soto al pago de las costa'S, civi­
les con distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis 
Ernesto Florentino Lorenzo y el Lic. Félix N. Jáquez Li­
ri2no, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
Sexto: Condena a José Dornínguez Soto a:l pago de los in­
tereses legales a partir de la fecha de la demanda y hasta 
la total eJe-cución de la sentencia; Séptimo: Se declara la 
Presente sentencia, en su asipecto civil, común 'Y oponible 
a L Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser ésta la 
as2guradora del vehículo que ocasionó el accidente; y SE­
GDNDO:- Se modifica en el aspecto civµ. la sentencia 
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apelada en el sentido de reducir la indemnización acordada 
al señor Manuel R. Beato Muñoz, de Ochocientos, Pesos 
Oro (RD$800.00) a Cuatrocientos Pesos Oro (RD$400.QO ¡ 
por .las lesiones recibidas en la referida colisión y de Dos 
Mil Cuatrocientos Ochenta y Ocho pesos Oro y Cincuenta 
y Ocho centavcs (RD$2,488.58) a Dos Mil Doscientos, Pesos 
Oro (RD$2,200.00) por los daños sufrí-dos por. el automóvil 
de su propiedad, incluyendo lucro cesante y depreciación 
del vehículo ; y TERCERO: Se confirma en los demás as­
pectos dicha sentencia" ;  

Considerando, que en cuanto al recurso de la, Unión 
de Seguros, C. por A., compañía aseguradora puesta en 
causa, procede dedarar la nul1idad de éste, en vista de que 
la compañía recurrente, ni al interponerlo ni posterior­
mente ha: expuesto los medios en que lo fundamenta, como 
lo exige a pena de nulidad el artícu'Lo 37 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por lo que sólo será examina­
do el recurso del prevenido ; 

Considerando, que la. Cámara a-qua dio por establecí· 
dos los hechcs siguientes : a) Que el 26 de abril de 1976, 
mientras la camioneta marca Honda placa No. 509•-709, mo· 
delo 1971, asegurada con la Unión de Seguros C. por A., 
según póliza No. 2-3166-70, al día al momento· del acciden· 
te. y conducida por sru propitario José Domínguez Soto. 
transitaba de Norte a Sur por la avenida Dua,rte, al llegar 
· al kilómetros 91h chocó al automóvil placa 117·284 marca 
Datsun, modelo 19'75, conducido por su propietario Manuel 
R.. Beato Muñoz, asegurado con la, San Rafael, C. por A, 
die:ho automóvil transitaba en dirección opuesta por esa 
misma vía, que con el impacto resultó Manuel R. Beato 
Muñoz con traumas y hematomas y laceraciones en arnba5 
rodillas curab1es antes de 10 días según certificado médico 
l�gal ; b )  que el accidente se produjo por la torpeza e iIJl� 
prudencia en el manejo de su vehículo por parte de Jose 

Domínguez Sot.o, quien no tomó ninguna precaució.n a1 re
r 
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basar el vehículo que le precedía sin antes cerciorarse de 
q1..!e por la vía contraria venía otro vehículo ; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu,. 
rs..n a cargo del prevenido José Dolores Domínguez el deli­
to de golpes involuntarios ocasionados con el manejo de un 
vehículo de motor hecho previsto por el atI'tículo 49 de la 
Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos y sancionado por la le­
tn;_ a) del referido artículo 49 con penas de 6 días a 6 meses 
de prisión y multa de 6 a 180 pesos , si del accidente resul­
tare al lesiona.do una enfermedad o imposibilidad de dedi­
carse a su trabajo por un tiempo menor de 10 días, com.o en 
e::.te caso ;  que at condenar al prevenido José Dolores Do ... 
mínguez a una multa de 10 pesos, después de declararlo 
cu.lpable y acogiendo en ru favor circuns.tanciasi atenuan­
tes la Cámara Penal a-qua le aplicó una sanciól'l. dentro de 
la ley; 

Considerando, que la referida Cámara Penal apreció 
que el hecho cometido involuntariamente por el prevenido 
José Dolores Domínguez Soto había ocasionado daños y 
perjuicios morales y materiales a Manuel Ramón Beato 
Muñoz, constituido en parte civil y que al condenar al pre­
venido a pagar a: éste las sumas de RD$2,200.00 pesos por 
los daños ocasionados al vehículo de Beato Muñoz y la su­
ma de RD$400:00 pesos por las lesiones recibidas, hizo una 
correcta aplicación de los artículos 1382 y 1383 de,l Código 
Civil ; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien­
te a Manuel Ramón Beato Muñoz en los rE:cursos de casa­
ción interpuestos por José D. Domínguez Soto y la Unión 
de Seguros, C. por A. , contra la sentencia dict,ada por la 
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional el 25 de Octuhre de 1976 cuyo dispo­
sitivo ha sido copiado anteriormente en este fallo ; Segun­
do: Declara nulo el recurso de casación interpuesto por la 
Unión de Segurbs, C. po,r A .. , contra la misma sentencia; 
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Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
José D. Domínguez Soto y lo condena al pago de las costas, 
distra,yendo las civiles a favor del Dr. Luis Ernesto Flo­
rentino L. ,  y el Lic. Félix N. Jáquez Liriano, abogados del 
intervi<niente quienes afirman estarlas avanzando en su to­
talidad, y las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por 
A., dentro de los términos de la póliza. 

Firmados : Nfator Contín Aybar.- Fernando E. Rave­
lo de la Fuente.- Francisco Elpidio Berns.- Joaquín M. 
Alvarez Perelló.- Juan Bautista Rojas Almánzar.- Máxi,.. 
mo Lovatón Pittaluga..- Felipe Osvaldo, Perdomo Báez.­
Joaquín L. Herná:ndez EspailJat.- Emesto Curie,l hijo, Se­
cretario General. 

La presente sentencia ha sido da.da 'Y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firrrlada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifioc. (Fdo.) : Ernesto C::uriel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE ABRIL DEL 1978. 

Se··tencia impugnada: Corte de .AJpelación die San Cristóbal, de fe­

cha 4 de ,noviembre de 1976. 

!Uateria: Correccional. 

Recurrentes: Gilbe¡rto Calvo Fuente y la Unión de SegurotS, 

C. por A. 

Intervinientes: Ovidio Doñé de León, Yolanda González de Dañé, 

Kilson Báez Peralta, Blanco Báez Mejía y Elena Bueno 

de Báez. 

Abogados: Dres. Gil Olivero Doñé, Irlanda Ma. Olivero de Cornie­

lle y Rafael C. Cornielle Segura. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República1, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravefo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco EJ.pidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Per,elló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre­
tario General, en la. Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudé:d de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 7 del mes de abril del año 1978, años 135' de la In­
dependencia y 115' e la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta:­
:mente por Gilberto Calvo Fuénte, dominicano, mayor de 
edad, soltero, chofer, domiciliado en la Sección "La E;sca­
lereta", del Municipio de Puerto Plata, cédula No: 10816, 
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serie 38, y la Unión de Seguros, C. por A., con su domici­
li,o princ�pal en la casa No. 263 de la Avenida: 27 de Febre­
ro de esta capital; contra la sentencia dictada en sus atri­
bi.;ci.ones correcciona·les por la Corte de Apelación de San 
Cris,tóbal el 4 de· noviembre de 1976, cuyo dispositivo se co­
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oída a la Dra. Yolanda María Olivero de Cornielle, en 
representación del Dr. Gil Olivero Doñé, abogado de los 
intervinientes que son: Ovidio Dnñé de León, Yolanda Gon­
zá1ez de Doñé, dominicanos, mayores de edad, casados, do­
miciliados en la calle Duarte No. 109 del Municipio de Vi­
lJa Altagracia, cédulas Nos. 1612 y 53994, series 64 y lra., 
rE-spectivamente; 

Oída a la DTa'. Yolanda María Olivero de Cornielle en 
la lectura de su:; conclusiones, abogada del interviniente 
Kils'On Báez Peralta, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliada. en la casa No. 94 de la ca1le Duarte del Muni­
cipio de VHla: Altagracia, cédula No. 9669, serie 18; 

Oída en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Rolan­
cla María Olivero de Cornielle, en representación del Dr. 
Rafael C. Cornielle Segura, abogado de los intervinientes 
Blanco Báez Mejía y Elena Bueno de Báez, dominicanos, 
mayores de edad, casa.dos, domiciliados en la cas:a No. 26 
de la calle 30 de marzo del Municipio de ViHa Altagracia, 
céulas Nos. 4849· y 507, series 53 y 48, respectivamente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casa'Ción levantada en- la 
Secretaría de 1a Corte a-qua el 10 de noviembre de 1976, 
a requer1miento del Dr. Bolívar Soto Montás, cédula No. 

22718, serie 2, en representación de los: r€currentes, acta 

en la cual no se propone contra la sentencia impugnada 

ningún medio determinado de ca.sadón; 
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Visto el escrito de los intervinientes Ovidio Doñé de 
León y Yolanda González de Doñé, del 27 de mayo de 1977, 
si.u,crito por su abogado; 

Visto el escrito de los intervinientes B1anco Báez Me­
jía y Eilena Bueno de Báez, del 27 de mayo de 1977, suscri­
to por su abogado; 

Visto el escrito del 27 de mayo de 1977, del intervi­
nitnte Kilson Báez Peralta, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado y vis.tos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 
1967, s,obre Tránsito de Vehículc;s; 1383 del Código Civil, 
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca;­
sación; 

Consid€rando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella, se refiere consta Lo siguiente: a) que, 
c.on motivo de un accidente de tránsito ocurrido en el kiló­
metro 34 de la Autopista Duarte el 2 de septiembre de 
1974, en el cual dos personas resultaron muertas y otras 
con lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal dictó el 16 de di­
ciembre de 1975, una sentencia cuyo disposi:tivo se copia 
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que, 
sobre las apelaciones interpuestas intervino el 4 de no­
viembre de 1976, el fallo ahora impugnado en casación, cu­
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re­
gulares y válidos les recursos de apelación interpuestos por 
el doctor Bolívar Soto Montás por sí y por el Dr. José Do­
lores Alcántara Bautista, a nombre y repre.,.entación del 
prevenido Gilbe.rto Calvo Fuentes, persona civilmente res­
p0nsable puesta en causa y Unión de Seguros, C. por A., 
contra .La sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins­

tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 16 
de diciembre de 1975, cuyo dispositivo dice así: "F'alla: Pri­
mero: Se declara buena y válida la cons:titución en parte 
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civil hecha por el señor Blanco Báez Mejía- y Elena Bueno 
de Bá :z, por la muerte de su hijo Julio César Báez Bueno 
a través de su abogado Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Se­
i;ura,, la de Kilscn Báez Peralta, que tiene como abogado 
constituido a la Dra. Irh,nda María Do,ñé de León y Yolan­
da Olivero Mel.o de Cornielle y de Ovidio Doñé de León y 
Yolanda González de Dañé, a nombre de so. hijo fenecido 
Ramón Dañé González ; SEGUNDO: Se declara al nombra­
do Gilberto Oalvo Fuente culpable de violación a la Ley 
241, en su artículo 49, párrafo lr.o., en perjuicio de Julio 
César Bueno, Ramón Doñé González (fallecidos J y Kirson 
Peralta, con golpes y heridas con el manejo de su vehículo 
c:e motor y en consecuencia se le condena a Cien Pes.os Oro 
(RD$100.00) de multa, acogiendo a su favor circunstancia5 
atenuantes; TERCERO: Se condena a Gilberto Calvo Fuen­
te, a pagar una indemnización en la forma siguiente : a la 
p&rte civil constituida a nombre 'Y representación de:1: falle­
cido Julio César Báez Bueno, de Tres Mil Pes.os1 Oro (RD$ 
3,000.00) y los que le hicieron a nombre de Ramón Dañé 
González de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) , y de Mil 
Quinientos Pesos, Oro (RD$1,500.00) , a Kirson Peralta, por 
los g:olpes y heridas recibidos por éste como co,nsecuencia 

• del accidente; ·CUARTO: Se condena a Gilberto Calvo 
Fuente al pago de las costas civiles, con distracción de las 
mismas a favor del Dr. Gil Av€1ino Doñé, Dra. Irlanda Ma­
ría Olivero de Cornielle y Dr. Rafael Cristóbal Oornielle Se­
gura, quienes afirman haber1as avanzado en su totalidad; 
QUINTO: Se declara: la oponibilidad en todas sus consecuen· 
cias a la Compañía de, Seguros Unión de Seguros, C. por A., 

por �er ta entidad aseguradorn del vehículo caus1ante del ac­
ci.cí.ente'; por haberlo intentado ·en tiempo hábil y de a.cuerdo 

con las formalidades legales; SEGUNDO: Declara que el 

prevenic.!.::> Gilberto Calvo Fuente es culpable del delito de 

I homicidio involuntario, en perjuicio de Julio C. Báez Bu 

no y Ramón Doñé, en consecuencia, se condena a pag 
una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00 J ,  acogiend 
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en su favor circunstancias atenuantes. Admitiendo la con­
currencia de faltas a cargo de los cond;ictores dé los ve­
hículos que originaron el 3!ccidente; TERCERO: Declara· 
regular y válida la constitución en parte civil de los seño-
1 es Blianco Báez Mejía y Elena Bueno de Báez, en sus, cali­
d�des de padres de Julio César Eáez Buen.o así como la 
constitución en parte civil hecha por Ovidio Dañé de León 
y Y clanda González, de Doñé, en sus calidades de padres 
del finado Ramón E:milio Dañé G�nzález, y la constitución 
en parte civil del seño-r Kilscn Báez Peralta, en consecuen­
cia, condena a Gilherto Calvo Fuente a pagar las cantida­
óes siguientes Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1 ,500.00), 
en favor de Blanco Báez Mejía; Un Mil Quinientos. Pesos 
(HD$ 1,500.00) en favor de Elena Bueno de Báez; Un Mil 
Quinientos Pesos (RD$1,500.00) en favor de Ovidio Doñé 
de León; Un Mil Quinientas Pesos Oro (RD$1 ,500.00 ) ,  en 
favor de Yolanda González de Doñé y Un Mil Quinientos 
Peses Oro (RD$1 ,'500.00) ·en favor de Kirsi0n Báez Peralta, 
todos por concepto de daños y p�rjuicios morales- y mate­
riales, que les fueron ocasionados con motivo del accidente ;  
CUARTO: Condena a J,  prevenido Gilberto Calvo Fuente 
al pagó de las costas penales; QUINTO: Condena a Gilber­
to Calvo Fuente y Compañía de Seguros Unión de Segu­
ros Unión de Seguros., C. por A., al pago de las costas civi­
les, con distracción de dichas costas en provecho de los 
Dres. Rafael Cristóbal CornieHe Segura, Irlanda María 
01ivero de Cornielle y Gil Avelino Doñé, por afirmar ha­
be-rlas avanzado en su totalidad, SEXTO: Declara la pre­
s•:mte sentencia oponible a la Compañía de Seguros Unión 
de Seguros:, C. por A."; 

Considerando, en cuanto al recurso de la- Compañía 
' 'Unión de Seguros, C. por A." ;  que procede declarar la nu­
lidad del :mismo, en razón de que dicha recurrente no ha 
expuesto los medios en que lo funda, conforme 1o exige, 
a pena de nulidad, el artículo 37 de, la Ley sobre Procedí-
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miento de Casación; que, por tanto, sólo procede examina'r 
el recurso del prevenido ; 

Considera:ndo, que, pa,ra declarar culpable del acci­
dente de que se trata al prevenido recurrente Gilberto Cal­
vo Fuente, la Corte a-qua, medi,ante la ponderadón de los 
elementos de juicio que fueron re5ularmente administra­
dos en la instrucción de la causa, dio por establecidos los 
hechos sigu:·entes :  a) que el 2 de septiembre de 1974, en 
horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito entre el 
camión placa No. 521-728 conducido de Norte a Sur por la 
autopista Duarte, por su propietario Gilberto Calvo Fuen­
te, asegurado con la, Unión de Seguros, C. por A., mediante 
póliza No. S-D-26213, vigente al momento del accidente, en 
el cual dicho vehículo chocó con el carro placa privada No. 
128-9,16 conducido, de Sur a Norte, por su propietario Julio 
César Báez Bueno, el cual a su vez fue chocado por la Gua­
gua pla:ca No. 128-684, conducida por Ramón Emilio Doñé 
González, detrás del carro que conducía Báez Bueno; b) 
que a consecuencia de los, golpes y heridas recibidos en el 
accidente, resultaron muertos Julio César Báez Bueno y 
Ramón Emilio Doñé González, conducto,res del carro y la 
guagua respectivamente, y Kilson Báez Peralta, Hermi­
nic Rodríguez, Ecrcilio Tejada y gzequiel Sos:a, con golpes 
y heri·das curables, el prime,ro, después de 90 y antes de 
iOS 120 días, y 1os tres últfo:nos antes de los 10 días; c) que 
el accidente se debió a la falta por igual cometida por Gil­
certo Calvo Fuente, conductor del camión, al conducir su 
vehículo a exceso de veloc.idad y ocupairle la derecha al ca­
rro que conducía Julio César Báez Bueno, y este último 
conducir el carro a exceso de velocidad y haciendo zig-zag; 

Corn,iderando, que los hechos así establecidos a cargo 
dél prevenido recurrente, configuran el delito previsto en 
el artículo 49 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos No. 
?.41 , de 1967, de causar golpes y heridas por imprudencias 
que ocasionaron la muerte con el manejo de vehículos de 
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motor, sancionado, en su más alta expresión, en el párrafo 
1 <:> de dicho texto legal con las penas. de 2 a 5 afi.os de pri­
sión y multa de RD$500.00 a RD$2,500.00; que al condenar 
al prevenido a una multa de RD$50.00, acogiendo circuns­
tancias atenuantes y reteniendo falta de Ia víctima, Ia Cor­
te a-qua le aplicó unai pena ajustada a la Ley; 

Cons.idera.ndo, que asimismo, la Corte a-qua apredó 
que el hecho del prevenido Gilberto Calvo Fuente había 
causado a Blanco Báez Mejía, E,Iena Bueno de Báez, Ovidio 
Doñé de León, Yolanda González de Doñé y KHson Báez 
Peralta, constituidos en partes civiles, daños y perjuicios, 
materiales y morales, que evaluó soberanamente en la SU'­
ma de RD$1,500.00 para cada una de las personas c.onstiui­
das en parte civil ;  que al condenar al prevenido recurrente 
Gilberto Calvo Fuente en su doble condición de conductor 
y propietario del vehículo a1 pago de esas sumas, la Corte 
a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del 
Código Civil ; 

Considerando, que exaxminada la sentencia impugna­
d2, en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido 
recurrido, no presenta vicio alguno que justifique su ca­
sación; 

Po,r tales motivos, Primero: Admite como intervi,nien­
te a Ovidii Doñé de León, Yolanda González de León, Blan­
co Báez Mejía, E,lena Bueno de Báez y a Kilson Báez Peral� 
ta en los recursos de casación interpuestos por Gilberto 
Calvo Fuente y la Unión de Seguros, C. por A., contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristó­
bal, en sus atrfüuciones correccionales el 4 de noviembre 
de 19176, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la 
Unión de Seguros, C. por A. ; Tercero: Rechaza el recurso 
de Gilberto Calvo Fuente contra la mencionada sentencia ; 
Cuarto: Condena a Gilberto Calvo Fuente al pago de'. las 
costas penales y civiles, y distrae las últimas en p:!.'ovecho 
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de los Dres. Gil Avelino Doñé, Rafael Cristóbal Cornielle 
Segura e Irlanda María Olivero de Cornielle, ahogados de 
lns intervinientes, quienes afirman estarlas a,vanzando en 
sir totalidad, y las hace oponibles a la Unión de Seguros, 
C. por A., dentro de los tér�inos de la Póliza. 

FlRMADOS.- Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo 
de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio 
Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Ro­
jas A1mánzar.- Máximo Lovatón P.ittaluga.- Felipe Os­
valdo Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espaillat.­
Ernesto Curiel hijo, Secretarii General. 

La presente se.ntencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su ·encaba·zamiento, en la au­
diencia pública del dfa, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y p4blicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macods de fecha 18 de juil.io de 1975. 

Materia.: Correccional. 

Recur1-ente: Aida Antonia Camilo Vda. Peña. 

Abogado: Dr. Luts Felipe Nicasio Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regluarmente constituida por los Jueces Néstor Co.n­
t:ín Aybar, Presidente; Fernando E:. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón P.ittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se­
e;retaiio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na­
donal, hoy día 7 de abril del 1978, años 135' de la Indepen­
dencia 'Y 115' de la Restauración, dicta en audiencia públi­
ca. como Corte de Casación, la siguienb sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aida An­
tonia Camilo Vda. Peña, dominicana, ma,1or de edad, solte­
ra, de oficios del hoga:r, domiciliada en la Sección de Ja,ya­
bo Adentro del Municipio de Salcedo, cédula 5856 serie 55, 
contra sentencia dictada el 18 de julio de 19<75 en sus atri­
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
f:'rai.cisco de Macorís, cuyo dispo.,itivo se copia más ade­
laute ' 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría, de la Corte a-qua el 5 de agosto de 1975, a re­
querimiento del Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez, cédula 
2151 serie 67, en representac.ión de la re{!urrente, Acta en 
la cual no se propone c.ontra la sentencia impugnada nin­
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de la recurrente, del 10 de diciem­
bre de 1976, suscrito por su abogado, Dr. Luis Felipe Nica,. 
sio Rodríguez, cédula 2151 serie 67, en el cual se propone 
contra la sentencia irmpugnada, en su aspecto civil, el me· 
cfo de casación que se indica más adelante; 

La Sup:r:ema Corte de Justicia, después de haber deli· 
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 1 y si­
guientes de la• Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obliga­
torio de Vehículos de Motor; y 1, 20. 34, 35 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de C�sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al 
que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 3 
de julio de 1970 en la ciudad de Salcedo en el que una per­
sona resultó con lesiones corpora,les, el Juzgado de Prime­
ro. Instancia del Distrito Judicial de Salcedo dictó el 21 de 

junio del 17912 una sentencia cuyo dispositivo figura más 
adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que so­
bre recurso de la actual recurrente, C'onstituida en parte 
civil en esa causa, intervino la sentencia ahora impugnada 

en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME· 
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación inte 

puesto por el Dr. Luis. Felipe Nicasio Rodríguez, a nombre 

y representación de la señora Aida Antonia Camilo ViU 

Peña, parte civil constituida, por ajustarse a las no:� 
Procesrues, contra sentencia dictada en fecha 21 de JU 
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df 1972 por el Juzgado de P:dmera Instancia del Distrito 
Judicial de Sak.edo, cuyo dispositiv.o dice así: 'Falla: Pri­
n,ero: Se declara regulares y válidos en la for,ma y en el 
fondo los recurs·os de oposición interpuestos por el preve­
nido Nicolás Tejada PauHno y la Compañía de Seguros Pe­
pín S. A.; entidad afianzadora del prevenido Tejada Pau­
Eno, contra sentencia No. 380 de fechai 30 de septiem­
bre de 1970 dictada por este Tribunal; cuyo clisp.ositi­
vo es el siguiente: Primero: Se pronuncia, el defecto con­
tra el prevenido Nicolás Tejada Paulino por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante haber s.id.o legal­
mente citado; Segundo: Se declara culpable a. Nicolás 
Tejada Paulino de no violar la Ley 241 en perjuicio de Héc­
tor Ramón Peña Camilo y en consecuencia se condena a 
seis (6) meses de prisión correcciona'l y al pago de las cos­
tas; Tercero: Se declara regular y válida la consttiución en 
parte civil interpuesta. por el nombrado Héctor Ramón Pe­
ña Camilo contra el prevenido, por ser procedentes y bien 
fundadas; Cuarto: Se c"Ondena al prevenido al pago de una 
indemnización de mil seiscientos pesos oro (RD$1,600.00) 
a favor de la parte civil constituida como justa reparación 
a los daños, y perjuicios sufridos por ella a causa del acci­
dente; Se condena además al pago de las costas civiles, dis­
trayendo las mismas a favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Quin­
to: Se declara vencida la fianza que ampara la libertad pro­
visional del prevenido y en consecuencia se ordena la dis­
tribución del monto de la misma, conforme a lo que dispo­
ne la ley que rige la materia; Segundo: Que se revoca la 
sentencia recurrida y se declara a Nicolás Tejada Paulino 
culpable de violar circunstancias atenuantes y principio de 
no cúmulo de penas se condena a RD$20.00 (V e.inte Pesos 
Ore) de multa y al pago de las costas penales; Te·rc,ero: Se 
dedara al ca-prevenido Héctor Ramón Peña, Camilo culpa -
ble, de violar el art. 47 de la ley 241 y acogiendo en su fa­
vor circunstancias atenuantes se condena a RD$5.00 (Cinco 
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Pesos Oro ) de multa y se condena al pago de las costc:ts pe­
nales; Cuarto: Se declara regular y válida en la. forma y 
en el fondo la c.onstitución en parte civil hecha por el Dr. 
Luis Felipe, Nicas.io R., a nombre de la madre del entonces 
menor Hécfor Ramón Peña Camilo en contra del preveni� 
do en su doble calidad de prevenido y dueño del vehíc-ulo 
accidenta.do po,r ser procedentes y bien fundadas; Quinto: 
S.e condena al prevenido en su doble calidad a pagar a la 
purte civil constituida la suma de RD$1,300.00 (Un Mil 
Trescientos Pesos Oro) como justa reparación por los da­
ños morales y materia1e3. sufridos p.or dicha parte civil a 
cünsecuencia del accidente; Sexto: Se condena al prevenido 
e.n sw doble calidad al pago de los .intereses legales de dicha 
suma a título de indemnización suplementaTia a partir de 
la demanda en ju3ticia ;  Séptimo: Se condena al prevenido 
Nicolás Tejada Paulino en su doble calidad al pago de las 
costas civiles· ordenando la distraicción de, las mismas a fa­
vor del Dr. Luis Felipe Nicolás R., abc.gado que afirma ha· 
berlas avanzado en sc1 mayor parte; Octavo: Se rechaza el 
pedimento de la parte civil constituida de declaTar opani­
ble la sentencia en su aspecto civil a la compañía de segu­
ros San Rafael, C. por A., por esta,r el prevenido y propieta­
rio del vehículo accidentado en el momento de ocurrir di­
cho accidente capacitado legalmente para conducir vehícu· 
lo de motor; que constituida una, exclusión o seguros enton· 
ces en v.igencia; Noveno: Se condena a la, parte civil al pa­
go de las costas en lo que res.pecta al ordinal octavo de la 
presente sentencia, ordenando la distracción de las mismas 
a favor del DT. Fausto E. Ro6ario C., abogado que afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte';- SEGUNDO: P:o· 
nm.cia el defecto contra Nicolás �ejada Paulino, prevemd_o 
y persona civilmente responsable por no haber compareci-­
dr., .no obstante estar legalmente citado;- TERCERO: enn­

firma la sentencia! apelada en el aspecto civil, único de que 

está apoderada esta Corte;- CUARTO: Condena a la par­

te civil constituida al pago de las costas civiles del presen· 
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te recurso y ordena su distracción en favor del Dr. Fausto 
Efraín del Rosario Castillo, abogado, quien afirma haber· 
1-a'· avanzado en su totalidad" ; 

Considerando, que la recurrente limita su recurso al 
aspect9 civil, y en apoyo de su medio expone y alega, en 
síntesis, lo que ;s,i,gue : que, en el caso ocurrente, ella pidió 
ante los jueces del fonc..o que la condenación civil que se 
impusiera al coprevenido Nicolás Tejada Paulino se hicie­
ra oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A . ;  que el ya nombrado prevenido fue condenndo a una re­
pc:, ració.!1 a favor de la parte civil ascendente a, RD$1,300.00 ; 
que ,  a pesar de eso, en Pr.imera Instancia como en Apela­
ción, su pedimento de oponibilidad contra esa Compañía 
fue de;sestimado, sobre el motivo de que la Póliza de Segu­
r,cs contenía una cláusula de exclusión de las personas que 
n0 estaban legalmente capacitados para manejar vehículos 
de motor; que la prueba de la existencia de esa, cláusula de 
exclusión en ninguna fase de la causa fue aportada por la 
aseguradora de la responsabilidad de Nicolás Tejada, Pauli-' 
no ; que al proceder como lo ha hecho, la Corte a·,qua, co­
mo el J azgado de Primera Instancia, han. violado el a.r­
ticdo 1315 del Código Civil, de acuerdo con el cual los que 
timen una obligación ya establecida y pretenden quedar 
liberados de ella, deben aportar la prueba de su liberación; 

Considerando, que, tal como lo sostie.ne la recurrente,  
cuando Ee estab1ece la existencia de unai póliza de seguro 
Obiigatorio regido por la Ley No. 4117 de 1955, y el asegu­
radc es condenado a una reparación por haber él, o una per­
s:;na por la cual deba re;sponder, ocasiona!do lesiones o da­
ños a otras personas, esas condenaciones lo mismo que las 
cestc; s son oponibles a fa aseguradora de que se trate, den­
tro de los términos de la póliza, siempre que la asegurado- , 
ra s2a puesta en causa, por el demandante o por el a:segu­
radu ;  que la aseguradora únicamente puede sustraerse a esa 
0Ponibilidad cuando la. póliza correspondiente contenga 
l.!11.a cláusula de exclusión permitida por la ley, y siempre 
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que la aseguradora puesta en causa aporte la prueba de 
que existe la clásula de exclusión que la1 favm·ezca, sin que 
baste respecto a ese punto una simple afirmación aunque 
ello se haga en conclusiones formales; que este criterio re­
sulta obviamente del texto de la segunda parte del artículo 
1315 del Código Civil ; qué, por lo expuesto, procede acoger 
el medio de casación propuesto por la recurrente y la ca­
sación de la sentencia impugnada, en el punto determinado 
objeto de su recurso ; 

Considerando, que no procede condenar en costas a los 
recurridos en este caso, Nic.olás Tejada P::ulino y la Com­
p2ñía Nado,nal de Seguros San Rafael, C. por A.,  en vista 
de que la recurrente no ha depositado ningún documento 
demostrativo de haber notificado su recurso de casación a 
la persona y a la entidad ya nombrada, cromo lo prescriben 
los artículos 34 y 35 de la Ley sobre Procedimiento de Ca­
sación, ni los recurridos han intervenido voluntariamente 
en el recurso de casación; 

Por tales motivos, Unico: Casa la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís el 18 
de julio de 1975 en sus atrfüuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa· 
llo, exclusivamente en el ordinal octavo del mismo, y en· 
vía el asunto así deliberado por ante la Corte de Apela-­
ción de La Vega. 

(Firmados).- Néstor Contín Aybar.- Fernando E. Ra­
velo de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Fra:ncisco Elpi· 
aio Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista 
Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe 

Osvaldo Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espai­

llat.- Eirnesto Curie! hijo, Secretario Generat 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezramiento, en la au· 
diencia pública del día, mes: y año en él expresados y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DJE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1978. 

�ntencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 15 

de marzo de 1976. 

Materia: Tierra. 

Recw·rente: Francia R. Montes de Oca. 

Abogado: Lic. J. Humberto Te:r¡rero. 

Recurrido: Suos. de Alejandro MOIIltes de Oca. 

Abogado: Dr. Francisco Herrera Mejía. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con· 
tín Aybar, Presidente; Fernando E'. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvn.rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zur, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Eispaillat, asistidos del Se­
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na­
cional, hoy día 10 de abril del 1978, años 135' de la Inde­
pendencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pú­
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francia 
Rafaela Montes de Oca Mateo, dominicana, mayor de edad, 
soltera, domiciliada en la Sección de Jínova del Municipio 
de San Juan de la Ma,guana, cédula No. 21285 serie 12, 
contra la sentencia dictada el 15 de marzo del 1976, por el 
'l'ribunal Superior de Tierras,, en relación a las Parcelas 
Nos. 11 y 214-B, del Distrito Catastral No. 2, del Municipio 
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de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se copi-a más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Pablo A. Machado, en representación del 
Lle. J. Humberto Terrre·ro, abogado de la recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Francis ... 
e-o Herrera Mejía, cédula 19640 serie lra., abogado de los 
recurridos Est2la Montes de Oca de Rodríguez, dominica­
na. mayor de edad, de quehaceres domésticos, casada, do­
miciliada· y residente en esta ciudad, cédula No. 5 serie 
12; Rosa Alba Montes de Oca C. de Marra, dominicana, ma­
yor de edad, de quehaceres domésticos, casada., domicilia­
da y residente en esta. ciudad, cédula No. 711 sede 12; 
Jt�an Alejandro Montes d,e Oca C., dominicano, mayor de 
edad, casado, emple•ado particular, cédula No. 8939 serie 
12, domiciliado y residente en la. casa No. 48 de la calle 
Trinitaria de la ciudad de San Juan de lér Magua.na; José 
Ramón Montes de Oca C., dominicano, may.or de edad, ca­
sado, empre:3ario mecánico, cédub No. 13391 serie 12, do­
miciliado y residente en la casa No. 26 de la ca'1le Ramón 
Santa.na de es:ta ciudad; Teresa Aleyda Montes de Oca C. 
de Garrido, dominicana, mayor de edad, casada:, de oficios 
dorr,.ésticos, cédula No. 1843 serie 12, domiciliada. y resi­
dente en la casa No. 25 de la calle Arístides Fia1lo Cabral 
de es:ta ciudad; y Grecia María Montes de Oca de Cervan­
tes, dominicana, mayor de edad, casada, de oficios domés­
ticos, cédula No. 1147 serie 12, domiciliada y residente en 
el Reparto Oquet de la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros; 

Oído ·el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la recurrente, depositado el 14 
de mayo de 1976, suscrito por su abogado, en el cual se pro-
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ponen contra la sentencia impugnada, los medios que se in­
dican más adelante; 

· Visto el memorial de defensa de los recurridos, del 22 
de junio de 1976, suscrito por su a·bogado; 

La· Suprema Corte d;e, Justici,a, después de haber deli­
berado, 'Y vistos los textos legales invocados por la recu­
rrente, que se mencionan más adelante, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
el Tribunal Superior de Tierras. de Jurisdicción Orig.inal, 
apoderado para conocer como litis sobre terrenos registra­
dos de lai instancia de fecha 16 de marzo de 1973, dirigida 
al Trihunal Superior de Tierras por el Lic. J. Humberto 
Terr,ero, a nombre de Francisca Rafaela Móntes de Oca Ma­
teo, dictó el 12 de junio de 1974, su decisión No. 1, median­
te la cual rechazó las conclusiones presentadas por el Dr. 
Francisco Herrera Mejía, a nombre y representación de 
los Sucesores de Alejandro Montes de Oca,, y acogió las 
conclusiones del Lic. J. Humberto Terrero "en eJ sentido 
de· restablecer la indivisión entre todos los Sucesores de 
Alejandro Montes de Oca, ordenando u.na nueva determina­
ción y reservándole a, Francisca Rafaela Monte de Oca Ma­
teo el de,recho de recurrir por ante quien fuere de lugar 
por habérsele priva:do del goce en su parte de los bienes 
dejados por el de�ciujus; b) que sobre la apelación inter­
puesta por el Dr. Francis,co· Herrera Mejía, a nombre de los 
Sucesores legítimos del finado Aleja:ndro Monte de Oca, 
E�tela Mentes de Oca de Rodríguez y compartes;, el Tribu­
nal Superior de Tierras dictó su Decisión No. 5 del 15 de 
marzo de 1976, ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
''FALLA: PRIMERO: Se revoca la Decisión No. 1 dictada 
por el Tribcnal de Tierras de Jurisdicción Original en fe­
cha 12 de junio de,l 1974, en relación con las Parce,las Nos. 
11 y 214-B del Distrito Catastral No. 2 del Municipio de 
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San Juan de la Ma·guana;- SEGUNDO: Se rechaza, JX)r 
falta de fcndamento, las pretensiones contenidas en la ins­
tancia de fecha 16 de marzo del 19'73, dirigida, al Tribunal 
Superior de Tierras por el Lic. J. Humberto Teirrero a nom­
bre de la señorita Francia Rafael Montes de Oca Mateo, en 
relación con las Parcelas Nos. 1 y 214-B de,l Distrito Catas­
tral No. 2 del Municipio de San Juan de la Maguana" ; 

Considerando, que contra la sentencia impugnada:, la 
recurrente propone loo siguientes medios de casación: ,  Pri­
mer Medio: Violación del artículo 1 109 del Código Civil al 
admitir procedimiento por medio del dolo; Segundo Medio: 
Vio1ación del artículo 141 del _Código de Procedimiento Ci­
vil, en su primer aspecto ; Tercer Medio: Violación del ar­
tículo 1351 del Código Civil, al atribuirle la, autoridad de 
la cosa juzgada a las deliberaciones del Consejo de faimi� 
li2., que no son sentencias; Cuarto Medio: Violación del ar­
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por mala 
aplicación del derecho, y Quinto Medio: Violación del ar· 
tículo 2044 del Código Civil, al considerar como acto de 
transacción, el No. 40, instrumentado por el notario y abo­
gado de los recurrentes ; 

Considerando, que en apoyo de su primer medio la re­
currente alega, en ;síntesis y en definitiva, lo siguiente: 
"que el Juez del Trib�nal de Tierras de Jurisdicción Origi· 
né:l, consideró que todo cuanto se había hecho estaba ro­
deado de nulidad, por cuanto no había sino el resultado de 
una serie de maniobras dolosas para privar a una menor de 
edad de los bienes que le corresponden como hija natura:1 
recxmocida en la sucesión de su difunto padre; que al Tri­
bunal Superior de Tierras le fue planteado la forma de que 
se valieron los herederos legítimos para, valiéndose de la 
ignorancia de la madre de la menor heredera, dejar satis· 
fecho su interés en esa sucesión con dos mil pesos ; que esa 
suma le fue otorgada "como parte de la herencia que le co· 
rresponde en la sucesión de su padre Alejandro Montes de 
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Oca", por lo que consideramos que la sentencia recurrida 
se viola en el artículo 1 109 del Código Civil y procede su 
casación" ; pero, 

Considerando, que, fa sentencia impugnada da constan­
cia de que: "el 14 de octubre de 1966 ante Santiago de 
León López, primer suplente del Juzgado de P:az del Mu­
nicipio de San Juan de la Maguana, se reunió el Consejo 
de Familia de la menor Francia Rafaela Montes de Oca Ma­
teo, a solicitud de la tutora de ésta, seño,ra Ana María Ma\., 
teo, quien expuso que el m:otivo de la convocatoria era dru-­
les a conocer su deseo de que se llegara a una transacción 
amigable con r,especto a la parte que pudiera corresponder­
le a dicha menor en la, sucesión de su fallecido padre Ale­
j �ndro Montes de Oca y además, la proposición formulada 
p,0r la Sucesión Montes de Oca de reconoceT la suma de 
RD$2,000.00 a la menor Francia Rafaela, · Montes de Oca 
l\!fateo la parte que le corresponde de los bienes relictos de 
su finado padr·e; que el referido Consejo de Familia reso1-
v.ió a unanimidad aceptar la proposición de la Sucesión 
Montes de Oca y autorizó a la tutora menciionada a recibir 
h suma ofrecida ; que previamente, en fecha 10 de octubre 
del 1966, los abogados Dres:. Juan Bartolo Zorrilla, César 
Augusto Garrido C. y Máximo H. Piña PueUo, designados 
por el Pr"Ocurador Fiscal del Distrito Judicial de San Juan, 
dictaminaron que era conveniente para los intereses de di­
cha menor aceptar la suma de RD$2,000.00 ofrecida como 
la parte que le corresponde en la indicada sucesión; que 
en fecha 14 de octubre de 1966, el Juzgado, de Primera 
Instanc.ia del Distrito Judicial de San Juan homollogó la de­
liberación del Consejo de Familia de la mer..or Francia Ra­
faela Montes de Oca Mateo, de fecha 14 de octubre de 
1966, precedentemente mencionada ; y comisionó al Nota­
rio José A. Puello Rodríguez pa:ra las actuaciones corres­
pondientes ; que el 4 de noviembre de 1966, fue instrumen­
tado por dicho Notario, su Acto No. 40, mediante el cual 
los señores Estela Montes de Oca de Rodríguez, Rosa Alba: 
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Montes de Oca de ::\.larra, Juan Alejandro Montes de Oca, 
Grecia Montes de Oca de Cervantes, Teresa Aleyda Montes 
de Oca de Garrido, José Ramón Montes de Oca, en sus ca­

lidades de hijos legítimos del finado Alejandro Montes de 
Oca, reconoce a su hermana la menor Francia Rafacla Mon­

te<; de Oca Mateo la cantidad de RD$2,000.00 como parte de 
herencia que le corresponde en los bienes relictos de su fina­
<lo padre, por lo cual pagaron dicha suma .a la ieñora Ana 
María Mateo tutora de la mencionada menor, con la cual 
qt!edó ésta completamente desinteresada, reconociendo la 
tutora que con la entrega de la mencionada suma ha recibido 
e;omipleta la herencia que le corresponle a su hija en la alu· 
elida Sucesión, no teniendo en el presente ni en el futuro 
�f.ras r.:?clamaciones que hacer, ni acciones que intentar a 
nombre de su hija menor Francia Ra!aela Monte de Oca 
Mateo"; que, por todo lo expuesto, se comprueba que en la 
sentencia impugnada no se violó el artículo 1109 del Códi­
go Civil, y que, en la transacción celebrada pa-ra desintere­
sar a la menor Francia Rafaela Montes de Oca Mateo de 
l� bienes relictos por su finado padre Alejandro Montes 
de Oca, se cumplieron todo:; los preceptos, legales relativos 
a e;sa materia; por lo que, el primer medio de la recurrente 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en apoyo de su segt..ndo medio la re· 
c-urrente expone y alega, en síntesis, lo que sigue: "que la 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras no está motiva­
da en lo relativo a los hechos de la causa, habida cuenta 
que silencia por completo la relación de hechos que le fue­
ron presentados para que los hermanos Montes de Oca 
Caamaño llegaron al dolo que trataron de realizar con la 
madre de la e,cponente, utilizando los servicios dol Dr. Jo­
�é A. Puello, unas veces como Notario Público y otras co­

mo abogado, d. ndo por liquidada una sucesión, violando 
de esa manera dispcxsiciones de orden público, por lo cual 
en la sentencia recurrida se hizo unn falsa- aplicación del 
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artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y en ese 
aspecto procede su casación"; pero, 

Considerando, que, contrariamente a lo alegado por la 
recurrente, en la sentencia impugnada se ha hecho una 
ccmpleta relación de los hechos de la causa, cerno ha que­
dado demostrado al ..ser conk."titado el primer medio de la 
recurrente y por lo que se dirá más -adelante, por todo lo 
cual, el segundo meaio también carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando, que en su tercer medio la recurrente 
alega lo siguiente: "que en el sistema del derecho moderno 
una homologación de una deliberación del Consejo de Fa­
milia no es una sentencia, sino un acto de jurisdicción gra· 
ciosa que no adquier{? la autoridad de la cosa juzgada; que 
el Tribunal Superior de Tierras, para favorecer los intere­
ses de los hermanos Montes de Oca Caamaño, rompió la nu­
hdad pronunciada por el Juez de Jurisdicción Original, 
que consideró !?Se expediente viciado de nulidad, por vio­
ación a disposiciones legales, llegando a darle un alcance 
que no le dio el Consejo de Fami11a de la menor en cues­
tión, que fue pura y simplemente que su madre recibiera 
$2,000.00 como parte de la herencia en la sucesión de su 
padre Alejandro Montes de Oca; que el Tribunal Superior 
de Tierras expresa que eso fue "su parte", lo que está en 
contradicción con lo resuelto por el Consejo de Familia; 
que al atribuir el Tribunal Superior de Tierras como cosa 
juzg&da una s..::ntcncia de jurisdicción graciosa, contradi ... 
�ha por una herencia, viola las disposiciones del artículo 
1351 del Código Civil, en razon de que esa sentencia no tie­
ne la autoridad de cosa definitivamente Juzgada, y en ese 
aspecto debe ser casada"; pero, 

Considerando, que, en la sentencia impugnada no se le 
atribuye autoridad de cosa juzgada a la centencia del Juz· 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan, que homologó la deliberación del Consejo de Fami· 
lia de la menor Francia Rafaela Montes de Oca Mateo, li-
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mitándose, en la relación de hechos., a hacer alusión a ella 
sin calificarla; y que, cuando en la sentencia impugnada se 
dice que: "a juicio de este Tribunal Superior y tal como 
ale,gan los apelantes, el Consejo de Familia de la menor 
Francia Rafaela Montes de Oca J_\fateo reun�do en fecha 14 
de octubre de 1966 autorizó a su mac}re y tutora lega!l Ana 
María Mateo a recibir la suma de RD$2,000.00 de los suce­
sores legítim·os de Alejandro Montes de Oca, como su  parte 
en los bienes relictos de su finado padre y, en' crnnsecuen­
cia, al recibir la mencionala suma, según consta en el ac­
to No. 40 de fecha 4 de noviembre de 1966, instrumentado 

. ,por el Notario Sr. José A. Fuello Rodríguez, dicha menor 
quedó completamente desinteresada de sus derechos en la 
aludida sucesión", no hace más que darle su verdadero sen­
tido v alcance a los documentos  depositados ; por lo cual, en 
la sentencia impugnada nó se ha violado el citado artículo, 
por consiguiente, procede deses.timar el tercer medio de la 
recurrente, por falta de fundamento; 

Considerando, que en la exposición y alegatos de su 
cuarto medio la recurrente, no hace otra cosa más sino re· 
petir, con diferentes términos, los alegatos contenidos en 

, su tercer medio del recurso, por lo cual, procede desesti,. 
marlo por las razone,s antes expuestas ; 

Considerando, que en su quinto 'Y último medio, la re­
currente alega, en síntesis, lo que sigue: "que mal podría 
en el pr·esente caso hablarse de transiacción p uesto que el 
Consejo de Familia de la menor Francia Rafael Montes de 
Oca, no dio por transada la herencia de su  padre, porque 
no había surgido ningún pleito civ.il, ni había surgido con· 
testación alguna; que lo que hubo fue una rendición de 
cuenta, que la madre de dicha menor recibió la suma 
de dos mil pesos como parte en la herencia de su padre 
Alejandro Montes de Oca; que mal podría el Tribunal Su­
rc-rior de Ti,erra:s decir que se hizo una transacción donde 
no la subo, ni se reunieron las condiciones para llegar a 
('llo frente a una menor" ; pero, 
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Considerando, que, a los términos del artículo 2044 
del Código Civil, para que pueda realizarse una transiac­
ción, no es necesario que se haya iniciado un pleito o litis, 
que basta para realizarla, que con ella se evite uno que 
p�eda suscitarse ; que al rea1izaTse la transacción entre los 
herederos del finado Alejandro Montes de Oca, no se hizo 
más que ev.itar u.na posible litis entre sus herederos legí­
timos y su hija natural reconocida Francia Rafaela Montes 
de Oca Mateo; y que, en la misma, como ya se ha expre­
sado en parte anterior de e.ste fall.o, se cumplieron todos 
los requisitos legales relativos: a la transacción en la cual 
están en juego los bienes de un menor de edad ; que, por lo 
antes expuesto, el quinto y último medio también carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primoerio: Rechaza el recurso de ca,­
sación interpuesto por Francia Rafaela Montes de Oca Ma­
teo, contra la sentencia dictada el 15 de marzo de 1976, por 
el Tribunal Superior de Tierras·, en relación con las Parce­
las Nos. 11 y 214-B, del Distrito Catastral No. 2, del Muni­
cipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se ha co­
piado en parte anterior del ,presente fallo; y Segundo: Con­
dena a la recurrente al pago de las costas, y las distrae en 
provecho del Dr. Fra:ncisco Herrera Mejía, abogado de los 
recurridos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados).- 1Néstor Contín Aybar.- Fernando K 
Ravelo de la Fuente.- Manuel A. A:miama.- Francisco E1-
pidio Beras.- Joaquín M. Alvarez PereUó.- Juan Bautis­
ta Rofas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espai­
llat.- E,rnesto Ccriel hijo, Secretario General. 

La presiente ;sentencia ha sido dada y firmada! por los 
señoires Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial de La Vega, de 

fed1a 25 de agosto de 1975. 

Materia: Laboral. 

Recurrente: F1alcombridg1e Domi1nicana, c. 1por A. 

Abogados: Dres. Lupo Hernálndez Rueda, Adolfo Pumarol Pepén 

y Lic. Juan Biaggi Lama. 

Recur1·fdo: Ca,rlos M. Febles Olivares. 

Abt)gados: Dres. Juan Luperón Vásquez y Roberto Rosario. 

Dios, Paitria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de ·la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida: por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, President"; Fernando E:. Ravelo de la Fuente, 
primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Susit.ituto de Presidente; Francisco E:lp:i:dio Beras, 
Joaquín M. Alvairez Perelló, Jnan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga1, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández E:spaillat, asistidos del Se­
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la dudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na­
c:i.onal, hory día 10 de abril de 1978, año1s 135' de la Inde· 
pendencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pú­
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre fo.si recursos de casación interpuestos por la Fal· 
combridge Dominicana, C. por A., con domicilio y asiento 
sacia1l en la loma La Peguera, Paraje Los: Barrancones, de 
la dudad de Bonao, contra las sentencias: dictadas por la 
Ccmara de lo Ci:vH, Comercial y de Trabajo del Juzgado 



BOLETIN J.UDICIAL 775 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
sus atribuciones labora.les, el 7 de febrero y 25 de agosto 
de 1975, cuyos dispositivos se C'opian más adelante; 

Oíd.o al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en lo concerniente al recurso sobre la: sentencia 
incidental, al Lic. Luis Vílchez González, ·en representa­
ción de los Dres. Lupo Hernández Rueda y Adolfo Pumarol 
y Lic. Juan Biaggi Lama, abogados de la recm,rente, en la 
lectura de sus éonclusiones1; 

Oído al Dr. Rafael Sosa Maduro, en representación de 
los Dres. Juan Lupe,rón Vásquez y Roberto A. Rosario, abo­
gados del recurrido, en la lectura de sus condusiones; re,. 
currido que es Carlos Miguel Febles Olivares, dominica.no, 
:rr.ayor de edad, casado, operador de locomotora, cédula No. 
19329, serie 48, domiciliado en la c.iudad de Bona.o; 

Oído el dictamen de11 Magistrado Procurador General 
de la República; 

Oído en lo concerniente al recurso sobre el fondo, al 
Dr. Pedro Jósé Mairte M., en representación de los Dres. 
Lupo Hernández Rueda y Adolfo Pumarol Pepén 'Y Lic. 
Juan Bi;;.,ggi Lama, a.bogados de la recurrente, en la lectu­
ra de sus conclusriones; 

Oído al Dr. Rafael Sosa Maduro, en representación de 
los Dres. Juan Luperón Vásquez y Roberto Rosario, aboga­
dos del r,ecurrido,, en la lectura de sus conclusiones1; recw­
rrido que lo es Carlos Miguel Febles Olivares, cuyas ·gene-­
rales constan; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente del 14 
de febrero de 1975, firmado por e1 Dr. Lupa Hernández 
Rueda,··por sí y por los Dres1. Adolfo Pumarol Pepén y Juan 
Biaggi Lama; 
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Visto el memorial de defensa del recurrido, del 20 de 
septiembre de 1976, firmado por los Dres. Juan Luperón 
Vásquez y Roberto Artemio Rosario; 

Visto e,l memorial de casación y el escrito de amplia,. 
ción, del 20 .de septiembre y 24 de noviembre de 1975, fir­
m.1ados por los Di:es. Lupo Hernández Rueda, Adolfo Puma· 
rol Pepén y Juan A. Biaggi Lama; 

Vi:s,to el memorial de defensa 'Y el escrito de amplia­
ción del 28 de abril, 7 de septiembre y 14 de .diciembre de 
1976, firmados por los Dres. Juan Luperón Vásquez y Ro­
berto Artemio Rosario Peña; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado y vistos los textos legales invocados pnr la recu­
rrente, que se mencionan más, adelante; y los artículos 1, 
20 y 65 .de la Ley sobre Pr.ocedimiento de Casación; 

Considerando, que al tratarse de dos recursos entre 
las mismas pa1rtes, uno incidente y otro al fondo, sobre, el 
mismo asunto, y para evitar una posible contradicción de 
falfos,, se ha estimado necesario fusionar dichos dos recur­
�:os para ser decid:idos por una so1a y misma sentencia.; 

Considerando, que 'las sentencias impugnadas ponen de 
rr.anifiesto, a) que en ocasión de uná. reclamación laboral 
que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz del Muni·ci· 
pio de Monseñor Nouel dictó el 12 de marzo de 1974, una 
sentencia c-o.n el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME­
RO: Se declara rescindido el contrato de Traba1jo que exis"' 
tía entre el seño,r Carlos Miguel Feb1es Oliva.res y Ja com· 
pañía Falconbridge Dominicana, C. por A., por causa de 
despido injustificado, ejercido por el patrono demandado 
contra el demandante; SEGUNDO: Se 0:rdena al patrono 
Fdcombridge Dominicana·, C. por A., expedir al trabajador 
C&"rlos Miguel Febles Olivares, el Certificado a que s,e re· 
fiere el artículo 63 del Códi-go de Trabajo; TERCERO: Se 
condena a la compañia F•alcombridge Dominicana, C. por A., 
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a pagarle al trabajador demandante señor Carlos Miguel 
febles Oliv•ares las siguientes prestaciones: 24 días de pre'" 
avis·o, a razón de RD$14.56, ascendente a un tota,l .de RD$ 
349.44; 15 días de cesantía, a razón de RD$14.56, ascenden­
te a un total de RD$349.44, la proporción de la Regalía Pas­
cu,al Obligatoria; la proporción de las vacaciones legales; 
CUARTO: Se condena a la Falcombridge Dominicana, C. 
por A., a pagarle al trabajador demandante Carlos Febles 
Olivares, una suma igual a los salarios, que éste habría de­
vengado desde el día de su deman<:ta y hasta que interven­
. ¡¡a sentencia definitiva, con límite de tres meses, a razón de 
RD$14.56 diarios, conforme lo dispone el párrafo terceTp 
del art. 84 de,l Códigi ele Trabajo; QUINTO: Se condena a 
léi Fabombridge DominiC'ana, C. por A., al pago al deman'­
dante de cualquier otra suma que pueda adeudarle por los 
ccnc2ptos expresados; SEXTO: Se condena a la compañía 
Falcombridge Dominicana, C. por A., al pGigo de las costas 
del procedimiento con distracción de las miGmas en prove­
cho de los doctores Roberto A. Rosario Peña, Fermín R. 
Mercedes Margarín y Juan Luperó:n Vásiquez, abogados 
que afirman haberlas avanz�do en su totalidad"; b) que 
sobre la apelación interpuesta intervino primeramente, la 
senü,ncia incidenta1l del 7 de febrero de 1975, en casación, 
luego impugnada, cuyo dispositivo die� así :  Declara la ta­
cha del testigo señor Federico William Lithgow, solicitada 
P,u la parte intimada. Se condena a la paTte intimante al 
Pago de las costas del presente incidEnte,"; e l  que por últi­
tno intervino sentencia al fondo el 25 de agosto de 1975, 
también impugnada en casación, cuyo dispositivo ·  es como 
Si¡;ue :  "FALLA: PRIMERO: Acoge la;s. concíusi,ones presen­
bdas en audiencia por la parte intimada, por conducto de 
'Uf abcgados constituid.os, por ser justa y reposar en prueba 
11!.é,al, y en consecuencia· : DEiBE: D2clara bueno y válido en 
cuanto a la forma: e,l recurso de apelación, intentado por la 
F'aJcombridge Dominicana, C. por A., contra el señor Miguel 
F'ebles Olivares ; SEGUNDO: En cuanto al fond.o, modifica 
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la sentencia recurrida en lo relativo a su ordinal tercero 
en cuanto acordó al redamante Regalía Pascual y vacacio­
res legales, no ha.ciéndolo en cuanto, a los beneficios' de la 
ley 288 por estar no reclamados :por el trabajador ni acor­
d.)do por la dicha sentencia, y consecuentemente Rechaza 
las reclamaciones por regalía pascual y vacaciones legales, 
Confirmando en todos sus demás aspectos la referida sen­
tE ncia; TERCERO: Condena a la Falconbridge Dominicana, 
C por A., al pago de, las costas del procedimiento, con dis­
tracción de las mismas en prnvecho de los abogados Rober­
to Artemio Rosario Peña, Fermín R. Mercedes, M:argarín 
y Juan Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avan­
zado en su mayor parte" ; 

Considerando, que l,a compañía recurrente propone 
contra fa sentencia impugnada del 7 de febrero de 1975, los 
siguientes medios de casación: Primer Medio: Aplicación 
errónea del art. 283 del Código .de Procedimiento Civil. 
Violación del art. 1350, ordinal 3, del Código Civil.- Des· 
conocimiento de 1a autoridad de la cosa juzgada.- Viola­
ción por falta de aplicación de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación.- Violación de los artículos 57, 59 y 60 de la 
LE:,y 637, sobre Contratos, de Trabajo, del 1 6  de junio de 
1944 ; Segundo Medio: Vi,olación del art. 141 del Código de 
Procedimiento Civil . .- Falta de Base Legal.- Falta de mo­
tivos; Tercer Medio: Vio,lación de los artículos 270, 262, 
261, 282, 283 (otro aspecto-, 289, 408 y 413 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Considerando, que, la misma Compañía recurrente pro· 
pone contra la sentencia al fondo del 25 de agosto de 1975, 
lor siguientes medios de casación: Primer M.edio: Falta de 
B�e Legal.- Violación del art. 141 del Código de Proce­
dimiento Civi:1..- Falta de motivos ; Segundo Medio: l)eS­
nnturalización de los hechos y documentos de la caus,a; 

Considerando, que la compañía. recurrente en el des· 
arrollo de su primer medio de casación, en relación con la 
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sentencia incidentaíl del 7 de febrero de 1975, alega en sín­
tesis, que la Cámara a-qua, luego del expediente de la cau­
sa, estar .en estado de ser fallado, al no consriderarse edifi­
cada sobre un punto sustancial de la litis, que había sido 
objeto de discusión entre las partes, desde el mismo mo­
mento de fa conciliación, que lo era la fecha del despido, 
ya que e.:l trabajador s.ostenía que habiéndose, producido és­
te el 14 de abril de 1973, y no habiéndose cimunicado al 
D2partamento de Trabajo sino el 17 de los mismos a las 3 
de: la tarde, dicho despido era 1leg::dmente injustificado; y 
por el contrario la E;mpresa sostenía que ,e,l despido cuando 
se efectuó fue el mismo 17 de ahril, y qu� por tanto el avi· 
so fue hecho dentro de Ios términos de la ley; ordenó de 
oficio; para poder formar su convicción sobre ese punto de­
ci¡;ivo de l,a litis, la audición de los señoresi "Lithgow" y 
!'Corrigan", uno de los cuales: sostenía el trabajador de­
mandante, que había sido quien lo había despedido; que en 
tales circunstancias, dicho trabajador no podía válidamente 
oponerse a la ejecución de la sentencia que ordenaba la au­
dición de dichas personas, por vía de tachas a las mismas, 
sin:> interponiendo si lo creía de lugar, los recursos que 
ptocedie,ran contra dicha ;sentencia, por lo que habiéndose 
acogido la:s tachas propuestas, alega la recurrente, que se 
ha hecho una errónea aplicación del artículo 283 del Códi· 
go de, Procedimiento Civil, y se ha desconocido la autori­
dad de la cosa juzgada violándose e,l artículo 1350 deI Có­
digo Civil; que además, sigue alegando la recurrente, el 
principio de la cosa juzgada en una sentencia interlocuto· 
ra, tiene por objeto obligar al Juez que la dictó a esperar 
que la prueba haya sido suministrada y discutida, a menos 
que no sea de imposible ejecución o que las, partes hayan 
renunciado a ella, lo que no ha srucedi do en la especie, por 
consiguiente concluye la recurrente, se ha hecho, repito, 
Una aplicación errónea .del artículo 283 del Código de Pro� 
cedimiento Civil, y se ha desconocido la autoridad de lo 
juzgado por el mismo tribunal; que asimismo por los moti-
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V<'..S y raz,ones procedentemente expuestos, se demuestra: 
que los artículos 57, 59 y 60 de la Ley 637 sobre Contratos 
de Trabajo han sido igualmente violados, al desconocer lo:, 
efectos de su propia sentencia, del 29 de noviembre de 1974 

, 

que descansa, precisamente, en estos , textos legales y tiene 
carácter contradictorio; 

Considerando, que para la mejor comprensión d€l pre,. 
sente asunto, se impone señalar lo siguiente: a,) que efecti­
v.:mente, las sentencias impugnadas ponen de manifiesto 
que el trabajador demandante y hoy recurrido, en todo 
curso de la litis, ha sostenido que fa Empresa demandada, 
y hoy recurrente, lo despidió, en forma injustificada el 14 
de abril de 1973 y que dicho despido no fue participado 
por ésta, al Depa:rtamento local de Trabajo sino el 17 de 
2bril de 1973 a las 4 de la tarde ; b) que por e,l contrnrio la 

E:mpres:a demandada, y hoy recurrente, ha aÍegado en todo 
momento, que el despido no tuvo lugar ,,ino el 17 de abril 
de 19'73, y que fue avisado ese mismo día al Departamento 
de Trabajo; c) que en vista de que un testigo del trabajador 
demandante había declarado que . quien despidió a éste el 
14 de abr-il de 1973 l·Ó fue e1 Sr. "Lithgow", por ar.den de la 
Empresa, la Cámara, a-q'll'a, al no sentirse bien edificada 
sc.hre es2 punto, esencial de la litis ordenó, aún frente a la 

oposición del trabajador, por sentencia iooidental del 29 

de noviernbr2 de 1974, la audición de "Federico Wllliam 
Lithgow" y "Jaime Corrigan"; d )  que luego d e  iniciado el 

interroga·torio de "Lithgow" en ejecución de la sentencia 
supra-enunciada, el abogado representante del trabajador 
propuso una tacha cl,ntra dicho declarante, alegando que 

éste había emitid.o opiniones en refac,ión con e,l despido del 

trabajador "Carlos Olivares" "muy €Specialmente que fu.e 
"Federico W. Lithgow" la persona que botó a "Carlos Ob­
vares", por el supuesto hecho de haber volcado una, loco:rno· 
tora, etc." ;  que a su vez la Empresa demandada, hoy recu­
rrente, se opuso formalmente a que fuese acogida dicha ta 
cha, por conclusiones motivas, y ello nó obstante, dicha opa-
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sición fue desestimada, sin que conste en la sentencia im­
pugnada, que se dieran ninguna clase de motivos para su 
rechazamiento ; 

Con5,iderando, que los artículos 57  y 59 de la Ley 637, 
sobre Contratos de Trabajo dicen como sigue : "Art. 57.­
Todos los medios de prueba serán admisible:s en Los liiigios 
que se originen con motivo de un contrato de trabajo, y los 
jueces gozarán de un poder sob€·rano de apreciación en el 
conocimiento de los mismos" ; "Art. 591

.- Los T'ribunales 
de Trabajo podrán dictar sentencia preparatoria y ordenar 
ct�antas medidas de instrucción consideren necesarias para 
el esclarecimiento de los litig.ios; se.metidos a su fallo" ; 

Considerando, que tal como lo alega la recurrente, una 
vez dictada la sentencia incidenta,l .ordenando la audición 
·ae las personas indicadas en la misma, si el trabajador, ho,y 
r<:>-currido, no estaba conforme co.n dicho fallo, debía haber­
lo impugnado, interponiendo las vías de recursos que lo au­
torizaba la ley, pero no podía como lo hizo, oponerse a la 
audición de personas que ya el mismo T'ribunal había con­
siderado indispensable que fueran oídas, para edificarse 
sobre un punto sustancial de la litis, como lo era en el caso 
la fecha del despido ; que en consecuencia, la Cámara a-qua, 
al acoger la, tacha pro,pue�ta, sin dar ninguna clase de moi­

tivo como se ha dicho, y en una' materia, donde se adnüte 
todo género de pruebsa, para la edificación de los jueces, in­
currió en la sentencia impugnada, en los vicios y violacio­
nes denunciiados, po,r lo que procede la casación sin que sea 

necesario ponderar los demás alegatos de la r,ecurrente; 

Cons.iderando, que la casación de la sentencia inciden­
tal ya mencionada, conlleva necesariamente la casación de 
la sentencia al fondo, dictada sobre el mismo asunto, el 25 

de agosto de 1975, pues el mantenimiento de la misma im­
plica.ría en tales circunstancias un atentado al derecho de 
defensa, por lo que dicha sentencia debe, ser casada, s;in 
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que haya la necesidad de ponderar los medios de casación 
propuestos por la recurrente•; 

Considerando, que cuando se casa una sentencia por 
falta de motivos y violación del derecho de defensa las cos­
tes podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero,: Casa las sentencias dicta­
das por la Cámara de lo Civil, Comercial 'Y de Trabajo del 
Distrito Judicial de La Vega, en sus atribuoiones1 laborales, 
el 7 de febrero y 25 de agosto de 1975, cuyos dispositivos 
se- copian en parte anterior del presiente fallo, y envía dicho 
asunto por ante la Cámacr:a Civil, Comercial y de Trabajo 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins.­
tancia del Distrito Judicia;l de Santiago; Segundo: Com­
pensa las costas. 

Flirmados: Néstor Contín Aybar.- F. E:. Ravelo de la 
Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio Beras.-· 
Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Rojas Almán­
zar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osva·ldo Perdo­
mo Báez.- Joaquín L. Hernández Espaillat.- Ernesto Cu­
rlel hijo, Secretario General. 

La presente ,s,entencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída v publicada por mí, Secretario GeneraJ, que 
certifico.- (Firmado) : &nesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FE:CHA 10 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Samto Domiillgo, de 

reoha 19 de noviembre de 1975. 

l\Iateria: Correccional. 

Recurrentes: Juan Fra,nciso N•úñez S,uriel, José Cristino o Juan 

Francisco [Rodríguez S'u¡ri.el y la Compañía de Seguros 

Pepín, S. A. 

!\bogado: Dr. César R. Pina Toribio. 

Dios., Paitria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces NéstoT Coru­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco El.pidio Beras, 
,foaquín M. Ailvarez PeTelló, Juan Bautista Rojas: Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos! del Secre­
tario General, en la Sala donde celebra sus audrencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de• Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 10 del mes de abril de 19'78, años 135' de la Inde-

. p�ndencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pú­
blica, como Corte de Casación, la s1iguiente sentencia: 

Sobre los re•cursos de casación interpuestos por Juan 
Francisco Núñez Suriel, dominicano, mayor de edad, casa· 
do, cho:f:er, cédula No. 13417, serie 55; José Cristino, o Juan 
Francisco Rodríguez Suriel, dominicano, mayor de edad, 
casa.de •, .dom.idliados y residentes, ambos, en Baitoa, muni­
cipio de Santiago; y la Seguros Pepín, S. A., con domicilio 
SCcial en esta ciudad, en la casa No. 470-altos, de la calle 
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Mercedes, contra la sentencia dictada en atribuciones co­
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
el 19 1 de noviembre de 1975, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oídro e,l dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta.­
ría de la Corte a-qua, el 27 de noviembre de 1975, a reque­
rimiento del Dr. Germo K López. Quiñonez, a nombre y 
representación de los recurrentes; acta en la cua,l no se 
propone ningún medio de,terminado de casación; 

Visto el memorial del 20 de diciembre de 1976, firma­
do por el Dr. César R. Pina Toribio, cé:iufa. No. 118435, se­
rie lra., a nombre de los recurrente,s, en el que se propo­
nen los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos, los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de 
1967, sobre Tránsito de Vehículos,; 1383 y 1384 del Código 
Civ>il; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 19'55, sobre Seguro 
Obligatorio de Ve�fou1os de Motor; y 1, 43 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Conside:rando, que en: la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente de, tránsito ocurrido en eista 
ciudad, el 7 de marzo de 1974, del cual resultó lesionado 
un me,nor de edad, la: Segunda Cámara de lo Penal del Juz· 
,gado de Primera Instancia de,1 Distrito N adonal dictó el 
24 de enero de 19 175, una sentencia: cuyo dispositivo figura 
en el de la ahora impugnada; y b) que sobre las, apelacio· 

nes interpuestas, la Corte de, Apelación de Santo Dom±.n­
go dictó eil 19 de noviembre de 1975, el fallo ahora impug· 
nado en casación, del que es el siguiente dispositivo: "FA· 
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LLA: PRIMERO: Admite pm: regulares1 y válidas en cuan­
to a la forma los: recursos de a.pefación interpuestos: por el 
Dr. Germo A .López. Quiñones, en fecha 14 de febrero de 
1975, y el 27 de agost•o de 1975, a nombre y representación 
de la! Cía. de Seguros Pepín, S. A., y del prevenido Juan 
Francisco Núñez Surie,l respectivamente,; contra :sentencia 
de fecha 7 de febrero de 1975, dictada por la Segunda Cá­
mara de lo Penal del Juzgado de Pr,imera Instancia del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice as,í: 'Fal1ria: Prime­
ro: S2 pronuncia el defecto contra Juan Francisco Núñez 
Suriel, por no haber comparecido a la audienc:ia para la 
cual fue legalmente citado; Seguindoi: Declara al nombrado 
Juan Feo. Núñez Suriel, culpable de violar los artículos 49, 
61 y 65 de la Ley 241, en perjuicio del menor Felipe Villa 
Heredia, y aplicando el princ1ip.io del no cúmulo de penas 
así como a:c.ogiendo circunstancias atenuantes en su favor, 
se condena a sufrir la pena de, Seis (6) meses: de prisión co­
rreccional, y al pago de una multa de cien pesos oro (RD$ 
100.00); Tercero: Se ordena la suspensión de la Licencia pa­
ra manejo de vehículo de motor que ampara ail nombrado 
Juan Feo. Surie,l Núñez, por el término de seis (6) meses 
a partir de la presente sentencia; Cua:rtoi: Se condena al 
nombra:do Juan Feo. Núñez Surie,1 al pago de las costas pe­
nales; Quinto: Se declara buena y válida en cuanto a la 
forma la constitución en parte civil hecha por '1a :señora 
Juana María Heredia, en su catlidad de madre del menor 

Felipe Villa, Heredia, a través de los Dres. Pedro Antonio 
Rodríguez Acosta y Julio EJ.igio Rodríguez, en contra de 
José Cristino Rodríguez y/o Juan Francisco Núñez Suriel, 
por ajustarse a '1a Ley; Sexto: Se declara el defecto contra 
el nombrado José Cristino Rodríguez y/ o J ua.n Feo. N úñez 
S., en su calidad de persona civilmente respon:s,able por 

falta de comparecer; Sép,timo: E:n cuanto al fondo de la re'­
ferida constitución en parte civil se conde.na al nombrado 

José Cristino Rodríguez y/o Juan Francisco Núñez al pago 
de una indemnización de Tres Mil Pesos O�o (RD$3,000.00) 
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en favor de los señores Juan María Heredia y Florentino 
Villa, en su calidad de padres del menor Felipe Villa Here­
dia, en el accidente; Octavo: Se condena al :señor José Cris­
ti.no Rodríguez y/o Juan Feo. Núñez S. , al pago de las cos­
tas civiles, con distracción de las mismas en favor de los 
Dres. Pedr.o Antonio Rodríguez. Acosta y Julio Eligio Ro� 
dríguez Z., quienes afü:,man haberlas, avanza.do en su tota:-
1 idad; Noveno: Se pronuncia el .defecto en contra de la Cía. 
de Seguros Pepín, S. A., por falta de comparecer a la au,. 
diencia para. la cual fue legaJmente emplazada ; Déci­
mo: Se declara la presente :sentencia común y oponible 
a la Cía. de Seiguros P�pín, S. A. ,  en virtud de la Ley 
No. 411 7, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de 'Motor' ; 
por haber si.do hecho de conformidad a la Ley; SEGUNDO: 
En cuanto al fondo de dichos recursos, modifica el ordinal 
primero de la. sentencia apelada. en cuanto a la pena im­
pc.esta al prevenido, en el sentido de condenarlo al pago de 
una multa .de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00) solamen-. 
te, acogiendo en su favor cfocunstancia� atenuantes; TER­
CERO: Modifica. igualmente el ordinal Séptimo de la mis­
ma sentencia, en cuanto al monto de la indemnización 
acordada por el Tribunal a-quo, en favor de los padres del 
menor lesionado, constituido en parte c.ivi,l, y la Corte 
obrando por contrario imperio fija. dicha indemnización en 
la suma de Un Mil Trescientos Pesos1 Oro (1 ,300.00 l retei­
niendo falta de parte de los padre,s del menor; CUARTO: 
Confür!Jila en sus demás aspectos la sentencia recurrida; 
QUINTO: Condena al prevenido J,uan Feo. Núñez Suriel, al 
pago de las costas penales d� la alzada y a, José Cristino 
Rodrí.guez y/o Juan Francisco Núñez Suriel, al pago de las 
costas civiles de esta instancia, con distracción de las mis­
mais a favor die los Dres. J u1io EJigio Rodríguez 'Y Pedro 
Antonio Rodríguez A:co,sta, quienes afirman haberlas avan· 
zado en su totalidad";  

Considerando, que los: recurrentes proponen en su me­
modal, los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
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Violac ión al artículo 11 de la Ley 985 .- V iolación al prin­
cipio de que el perjuicio debe a efectuar un derecho ad­
qairido .- Segundo Me,dio: Falta de mot ivos.- Violación 
ciel artículo 141 del Código de Proc,edimiento Civil y al ar­
t iculo de la Ley sobre Procedimiento de Casa.ción;- Ter­
ter Medio: Falta de ba:sié legal, por deficiente des1cdpdón 
de los hechos de la causa.- Cuarto Medio : Falta de base le­
gal, por desnaturalización de los hechos.-; 

Considerando, que José Cristino, o Juan Francisco Ro­
drígue·z Suriel, persona puesta en causa como c ivilm.ente 
responsable, no ha expue,s,to los medios de su recurso , como 
lo e xige a pena de nulidad el a rtículo 37 de la Ley sobre 
Proced imiento de Casación, para todos los recurrentes que 
no sean los condenados penahnente ; que, en consecuencia, 
sólo se procederá al examen de los recursos del p re venido 
Núñez Suriel, y el die la Seguro,s; Pepín, S. A.; 

Considerando, que en el primer medio de su memorial , 
letra e) ,  e igualmente en el segundo, los recurrentes Nú­
ñez Suriel y la Seguros Pepín, S. A., exponen y alegan, e:n 
síntesis, que .impugnaron por ante la Corte a--.qua, median­
te conclusiones formales , la calidad ·  de Flo,rentino V illa: 
pera constituirse en parte ci\"iJ y reda.mar reparaciones en 
ocasión de las, lesiones sufridas por el menor Félix Villa 
Heredia, ya que aquel no h izo en ningún momento la p rue ­
ba de que fuera pad re y tutor legal del citado menor, pues 
eUo no resultó de la declaración de nacimiento de d icho 
menor, en la que solamente se hace consta r  que Villa fue 
quien hizo la declaración del dicho nacimiento, sin especi­
ficarse que lo, reconocía como hijo suyo,; 1,o que tampoco 
-resulta de ninguno de los, otros elementos de juicio aporta­
dos e n  lat instrucción de la caus:a ; que no obstante ello, la 
Corte a-qua concedió a Florent ino Villa una indemnización 
de RD$650.00 por supuestos daños y perjuicios, sin que 
diera motivo alg uno justificat ivo de lo por e lla. decid ido ;  
que por tanto la sentencia impugnada. debe ser casada, en 



788 BOLETIN JUDICIAL 

este aspecto, por haberse incurrido, al se,r dictada, en las 
violaciones propuestas, de falta de motivos y de base legal ; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po­
ne de manifiesto que tal como ha sido alegado, los recurren­
te� impugnaron por ante la Corte a-qua la calidad invocada 
por Florentino ViJ.la para constituirse en parte civil y re­
clamar s,e,r indemnizado en razón de las lesiones sufridas 
por el menor Felipe Heredia ; que la Corte a-qua, sin de­
terminar que entre Villa y el menor agraviado existiera el 
vínculo jurídico invocado como base de su reclamación, ni 
ningún otro justificante de la decisión, acordó a Villa una 
ir..demnización de RD$650.00, a título de daños y perjuicios; 
que al proceder así la Corte a-qua incurrió, en las violacio­
nes invocadas, falta de base, legal y falta de motivos; por lo 
que la srentencia debe ser casada en el punto objeto del pre­
sente examen; 

Considerando, que en la letra b) del s;egundo medio de 
su memorial, los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, 
que la Corte a-qua, para reducir la indemniza,.ción acordada 
por el Tribunal de Ptrimer Grado, a tan sólo RD$650.00, 
para cada reclamante, lo hizo reteniendo faltas atribuidas 

a los mismos,; faltas que no constan hayan sido expuestas 
'Y descritas en la sentencia impugna.da, lo que, p.or tanto, 
carece de motivos en este punto ; pero,  

Considerando, que si en la sentencia impugnada se ha 
omitido descdbir las faltas imputadas a Félix Villa, su · 
pues.to padre del menor agraviado, y a, su madre, Juana 
María Heredia, constituidos en pa,rte civil, tal omisión no 
puede dar lugar a la casación de la sentencia impugna.da, 
toda vez que la reducción d.:) la indemnización, operada' en 
base a las supuestas faltas, no ha perjudicado sino favoreci· 
do a los recurrentes; que por tanto el presente medio se 
de,sestima por falta de interés de sus proponentes ; 

Considerando, que en el segundo medio de su memo­
,, rial, la letra a), y en los medios te,rcero y cuarto del mismo, 
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a cuyo examen se procederá conjuntam ente por la estrecha 
relación existente entre los mismos, los r ecurrentes alegan 
y exponen, en síntesis:, que la Corte, a-qua ha omitido des­
cribir suficientemente los hechos de l a  causa, en cuanto 
ellos hayan podido caracterizar alguna falta imputable al 
pn;;venido, susceptible de comprometer alguna falta impu­
table a,l prevenido, susceptible de comprometer su respon­
S:!'bilidad ; que en el fallo impugnado se consigna que el 
hecho se debió a la imprudencia, negligencia e inobservan­
cia del prevenido Núñez Suriel, sin que se consigne en qué 
consistieron, de parte del citado prevenido, los actos que 
merecieron a l a  Corte a-qua. tales calificativos, y otros 
más ; así como l a  influencia que ellos tuvieron en el acci­
dente ; todo lo que envuelve, además, una desnaturaliza­
ción de los hechos de l a  causa, traducible en una falta de 
base legal, cuando como en l a  especie la! Ley se aplica irre­
gula11mente a situaciones que no les corresponden ; que por 
lo tanto fa sentencia impugnada debe ser casada ; p ero, 

Considerando, que si l a  Corte a-qua consideró que el 
prevenido Núñez Suriel conducía! el vehículo con el que 
atropelló al menor Felipe Hered}a, de manera imprudente, 
negligente y descuidada, y en violación de, los reglamentos;, 
se  basó, como se consigna en el faJLo impugnado,, en que el 
prevenido se atolondró, y no efectuó maniobra alguna que 
pudiier a  haber evit ado el accident e, ocurrido cuando dos 
menores, uno de los cuales e ra el victimado Heredia., cruza­
ron de un lado a otro l a  c alle por donde el prevenido trarr­
si taba, como se expre:sará más adefante ; que de lo así dicho 
resulta que en el f allo impugnado n.o se ha incurrido en 
ninguna de las violaciones y vicios invocados, por lo que los 
medios y alegatos examinados, se desestiman por carecer de 
fundamento ;  

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que la Corte, a-qua mediante la p onde-
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ración de los elementos d,e juiciq que fueron administrados 

en la instrucción de la causa, dio por establee.idos los si­
guientes hechos: a) que el 7 de marzo de 1974, el prevenido 
Juan Feo. Núñez Suriel, transitaba de Norte a Sur, por la 
Avenida Máximo Gómez, manejando el automóvil placa 
privada No. 210-805, propiedad de José Celestino Suriel, 0 
Juan Francisco Núñez Suriel, asegurado con la Compafüa 
de Seguros1 Pepín, S. A., mediante póliza vigente No. A-
15635 ; b l  que al legar al cruce de la mencionada vía con la 
Nicolás de Ovando, atropelló al menor Felipe Villa Here­
dia, hijo de Juana Mit.ría Heredfa, ocasionándo1e golpes y 
heridas que curaron después de 90 cías y antes de 120; y 
e) que el hecho se debió a que el prevenido, en el momento 
del accidente, no obstante haber visto a los menores que 
oruzaban por la intersección de la calle Nicolás de Ovando, 
no tomó ninguna medida de precaución, ni realizó ma­

niobra alguna que le hubiera permitido evitar el accidente; 

Considerando, que los, hechos así establecidos configw­
nm a cargo del prevenido, el delito de golpes y heridas in­
voluntarios ocasionados con el manejo o conducción de un 
vehículo de motor, hecho previsto poi' el artículo 49 de la 
Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito d,e Vehículos, y san­
c1onado por ese mismo texto legal en su letra e) con las pe­
nas de 6 me,ses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 
a RD$500.00, si la, enfer.medod para el trabajo durare 20 
días o más, como ocurrió en la especie; que al condenarlo 
la Corte a-,qiua a una multa de RD$25.00, después de deda· 
rarlo culpable, y acogiendo en su favor circunstancias ate­
nuantes., le aplicó una pena ajustada a la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a·qua d.io por es­
tablecido que el hecho del prevenido Núñez Suriel, había 
ocai.s.ionado a Juana María Heredia., madre del menor agra­
viado, constituida en parte civil, daños materiales y mora­
les que apreció soberanamente en la suma. de RD$650.00 ; 
que al condenar a JOISé Cristino Rodríguez y/o Juan Fran· 
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cisco Núñez Suriel, al pago de la' ya citada suma, a t ít ulo 
de indemnización a favor de la parte civi:1 c.onstituida, Jua­
na María Heredia, haciéndofa oponible a la Compañía de 
Seguros, Pepín, S .  A., hizo en fa especie u na correcta apli­
cación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 ,  de 1955, 
scbre Seguro Obligatorio de Vehículos1 de Motor, y 1383 y 
1384 del Código Civil ;  

. Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
. en sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés del 
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca­
sa ción ; 

Consi:deran:do, q ue no ha: lugar a estatuir sobre las cos ... 
tns civiles, por no haber intervenido en la presente instan­
cia parte a lguna que las haya reclamado ; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa el  ordinal tercero 
de la sentencia dictada el 19 de novien'ibre de 19 75, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones1 
correccionales, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte 
anterior del presente fallo, en cuanto acordó una indemni­
za.ció:p en favor de Florentino Villa, persona constituida en 
parte civil; y E;,nvia el  asu nto así delimitado, por ante la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en iguales atribucio­
nes; SEGUNDO: Rechaza, en sus demás ospecto:s, el recur­
so interpuesto contra la misma sentencia, por fa Seguros 
Pepín, S .  A. ; TERCER10: Rechaza el  recurso interpuesto por 
el  prevenido Juan Francisco N úñez Suriel, y lo condena al 
pago de las costas penales,; y CUARTO: Declara nulo el re­
curso de José Cristino, o Juan Francisco Núñez Suriel. 

FIRMADOS.- Nésfor Contín Aybar.- F'. E:. Ra:velo 
de la Fuente .- Manuel A. Amiama .- Francisco Elpidio 
Beras.- Joaquín M. Alvarez P.erelló .- Juan Bautista Ro­
jas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga .- Felipe Os,­
valdo Perdomo, Báez.- Joaquín L .  Hernández Espa:illat .­
Ernes:to Curie! hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces· que figuran en su encabezamiento, e:n la au­
diencia pública del día, mes y afio en él e xpresados , y fue 
firmada, leída 'Y publicada por mí, Secretario Genernl, que 
certifico .- Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ABRIL. DEL 1978. 

' 

tencia impugnada: Cámara de Trabajo d€l Distrito Nacional: 
de fechas 6 y 9 de febrero de 1976. 

,currente: Laborato¡rios Rivas, G. Rivas, C. por A. 
togado: Dr. José del C. Mora Te¡rrero. 

Keeu,i'ido: Juana M. Frías. 
,;ad::i: Dr. Rafael Moya. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

E;n Nombre de la República, la Supr,ema Corte de Jus­
ia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­

-� Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
:mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­

. ndo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
oaquín M. Alvarez PereUó, Juan Bautista Rojas Almán­
r, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 

B.iez, asistidos del Secreta'fio, General, en la Sala don.de ce­
lebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 

uzmán, Distrito 'Nacional, hoy día 12 de abril del 1978, 
años 135' de la Independencia y 115' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si­
ruiente s,entenc.ia: 

Se bre el recurso de casación interpuesto por Gilberto 
lUvas, "Laboratorio Rivas", dominicano·, mayor de edad, 
tt,sado, comerciante, domiciliado en la casa No. 72 de la 
cane Isabel la Católica. de esta ciudad, cédula No. 169 serie 
lra., contra las sentencia dictadas por la Cámara de Traba-
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jo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nac1onaJ 
de fechas 6 y 9· de febrero de 1976, cuyo1S1 dispositivos se e; 
pian más adelante; 

Oído al Alguacil de tur.no en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Moya, cédula No. 89146 serie lra., 

abogado de las recurridas Juana Matilde Frías y Altagra­
cia Henríquez, d,om:i:nic.anas, mayores de edad, obreras, do­
miciliadas en esta ciudad, cédulas Nos. 36120 'Y 79055, se· 
ries 31 y lra., respectivamente, en la · lectura de s.us con­
clusiones;.· 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
ck: la República; 

Visto el memorial de casación del 12 de marzo de 1976, 
suscrito por el Dr. José del Carmen Mora Terrero, cédula 
No. 114749 serie lra., abogado del recurrente, en el que se 
proponen contra las sentencias impugnadas los, medios de 
casación que lue,go se indican; 

Visto el escrito de defensa d.e las recurridas del 20 de 
abril de 19'76, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después, de haber delii­
l>E>rado y vistos Los textos legales invocados por el recurren­
te, que se señalan más adelante, y los artículos 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, a) que con motivo de sendas reclamacio· 
nes laborales, que no pudieron ser conciliadas., el Juzgado 
de Paz de Trahajo del Distrito Nacional, dictó en fechas 30 
y 31 de· octubre de 19'74, dos sentencias con los dispositivos 
siguientes: "FALLA: Primero: Se recha� por improceden· 
te y mal fundada la demando laboral intentada. por Juana 
l\fatilde F'ríal:l:, contra Laboratorios Rivas, y/o G. Riva5 
C. ,por A.; Segundo: S.e condena a, .la demandante a·l pago 

de las costas"; y "FALLA: Primero: Se rechaza por impro· 
cedente 'Y mal fundada la demanda laboral intentada por 
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Altagracia Henríquez contra Laboratorios Rivas, y/o G. 
}Uvas C. por A.; Segundo: Se condena a la demandante al 
pago de las e-astas"; respectivamente; b) que sobre los re­
cursos interpuestos por Juana Matilde Frías y Alta,gracia 
l{enríquez, intervinieron las sentencias ahora impugnadas 
en casación, cuyos dispositivos son los siguientes,: "FALLA: 
PRIMERO: Rechaza el pedimento de reapertura de debates 
hecho por la empresa, según los motivos expuestos;- SE· 
GUND-0: Declaar regular y válido tanto en la forma como 
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por A1u.� 

I gra'Cia Henríquez contra sentencia del Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional de fecha 31 de octubre de 
J974, dictada, en favor de Laboratorios Rivas, G. Rivas, 
C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante­
rior de esta :misma sentencia y como conSiecuenc:ia revoca 
en todas sus partes, dicha sentencia impugnada.- TERCE· 
f.'.0: Declara injusto el despido y resuelto el contrato por 
la voluntad del pa<trono y con responsabilidad para el mi� 
mo;- CUARTO: Condena al patrono Laboratorios Rivas, 
G. Rivas, C. por A., a pagarle a la reclamante Altagracia 
Henríquez, los vafoJ:"es siguientes: 24 días de salarios por 
concepto de prevaiso; 120 días de salario por concepto de 
auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; la proporción de 
Regalía Pascual de 1974, la bonificación de 1973, a,sí como 
a una1 suma igual a lo.s salarios que habría. devengado des .. 
de el día de la demanda, y hasta la sentencia definitiva, sin 
que excedan de tres meses, todo calculado a base de RD$ 
3.00 diario;- QUINTO: Condena a la parte que sucumbe 
Laboratori:os1 Rivas, G. Rivas, C. por A., al pago de las cos·· 
tas del procedimiento de ambas instancias de conformidad 
con los articulo¡s 5 y 16 de· la ley No. 302 del 18 de junio 
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando SIU distrae· 
ción en provecho del Dr. Rafael Moya, que afirma. haberlas 
avanzado en su totalidad"; y "FALLA: PRIMERO: Recha,­
za el pedimento de reapertura de debates hecho, por la em­
presa L .. boratorio& Rivas, G. Rivas, C. por A., según los 
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motivos expuestos ;- SEGUNDO: Declar,a regular y váli­
do tanto en la forma como en el fondo el recurso de apela­
ción interpue:sto por la señora Juana Matilde Frías contra 
sentencia del Juzgado de Paz de Trahajo del Distrito Na­
cional de fecha 30 de octubre de 1974, dictada en favcr de 
Laboratorios Rivas, G. Rivas, C. por A., cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior de esfa miEma sentencia y 
como consecuencia: revoca en todas sus partes dicha senten· 
da impugnada;- TERCERO: Declara injusto el despido y 
resuelto el contrato por la voluntad del patrono y con res· 
pons:abilidad para el mismo;- CUARTO: Condena al pa­
trono Laboratorios Rivas, G. Riva:s, C. por A., a pagarle a 
la reclamante Juana Matilde Frías:, los valores, siguientes: 
24 días de salario por concepto de preaviso; 120 días de sa­
lario por concepto de auxilio de cesantía ;  14 días de vaca­
ciones; la proporción de regalía pascual de 1974, la bonifi­
cación de 1973, así como a una suma igual a los salarios 
que habría devengado desde el día de 1a demanda y hasta 
la s,entencia definitiva, sin que excedan de tres meses, todo 
calculado a base de RD$3.00 diario;- QUINTO: Condena 
a la parte que sucumbe Laboratorios Riv•as, G. Rivas, C. 
por A., a:l pago de las costas de·l procedimiento de ambas 
instancias de conformidad con los artículos 5 'Y 16 de la ley 
No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Traba­
jo, ordenando su distracción  en provecho del Dr. Rafael 
Moya, que afirma haberlas avanzado en "u totahdaci" ;  

Considerando, que el  recurrente propone en su  memo· 
rial, los siguientes medios de casac10n: Primer Medio: 
Errónea ponderación de los elementos .de la causa; viola· 
ción del derecho de defensa; Segwndo Medio: Failta de base 
legal; violación de las reglas de las pruebas en materia la .. 
boral y falta de estatuir; violación del artículo 141 del Có· 
digo de Procedimiento Civil; 

Considerando, que e,I r1ecurre,nte, en el desarrollo de su 
primer medio alega, en síntesis y definitiva, lo siguient.e: 
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"que en el informativo celebrado por la Cámara a-qua el 
21 de agosto de· 1975, depuso como testigo a Marcos Rodrí­
guez y Gilberto Rivas, a nombre de la empres:a ; que el Juez 
al ponderar las decla,ra'Cio,nes de Marcos Rodríguez dice en 
su sentencia que ellas "les merecen entero crédito por sier 
claras y precis:as", pero que, ellas no merecen el crédito 
que le otorgara el juez, porque este testigo incurre en con­
tradicciones palmarias1; que, :sin embargo, sobre las deda­
raiciones del Presidente-Administrador de la empresa, el 
juez no las pondera y sólo se limita a decir que éste fue oiÍi­
do ; que, no es cierto que se le hayan dado varias oportuni­
dades para hacer uso del contra-informativo ; que se omite 
decir por qué no ;se realizaba y se podía la: prórroga; que 
11c se realizaba porque la lista de los testigos cGn srus direc­
cü,nes había sido sustraída del expediente; que al aparecer 
nuevamente la lista de los testigoSi integrada por trabajado­
r1es móviles de la empresa y sclicitarse u.na reapertcra de 
df.0bates, amparado en dicho documento y el  derecho de de­
fensa, el juez a-quo la rechaza porque "esos dooument0is es­
taban en el expediente v había sido p.onderados", cosa que 
no es cierta ; que por todas esas razones la sentencia im­
pugnada debe ser ca:sada por desnaturalización y errónea 
ponderación de los elementos de la causa; así como tam­
bién violación al derecho de defensa" ; pero, 

Considerando, que, en la esvecie, lo que el recurrente 
califica como una desnaturalización del testimonio de Mar­
cos R:odríguez, no es, como lo ha comprobado la Suprema 
Corte de Justicia mediante el examen de las sentencias im­
pugnada:s y de las actas de la información testimonial, sino 
un resultado·, no sujeto a ceI11S:ura en ca•sación, del poder 
que tienen los jueces del fondo de dar mayor crédito a de· 
terminados testimonios con preferencia a otros, según la 
sinceridad y verosimilitud que advierta en cada uno ; que, 
las sentencias impugnadas dfrn constancia de que: "luei­
gc de dáris,ele varias opoi'tunidades para hacer uso de su 
contra.informativo, se le dio una última oportunidad para 
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el día 12 de noviembre fecha en que volvió a solicitar pró­
rroga, siendo negada por esta Cámara mediante sentencia 
de esa fecha, y que la sentencia del 7 de octubre de 1975 
había dispuesto que se prorrogaba por última vez la- medi­
da para el 12 de .noviembre" ;  que además, en las senten­
cias impugnádas consta que: "la empres1a ha solicitado por 
instancia•, la reapertura de los debates para hacer contra­
dictorios, una serie . de listas de trabajadores móvHes, em­
pleados por ella desde 19'67;  pero que, en primer término 
esos no son documentos nuevos y a.demás ya la mayoría de 
esas nómü)as, habían sido depcsi tadas en. el expediente co­
mo se. ha dicho precedentemente y asimismo habfa deposi1-
fa.do ya. la certificaiión del Departamento de Trabajo de 
referencia donde se hace constar que fueron enviados es.os 
informes desde 1967, lo que por otra parte y,a ha sido pon­
derado, por lo que evidentemente no procede, la reapertu:­
ra para conocer de documentos ya depositados,, o sea que 
refieren a lo mismo," ; que, de lo tJ-anscrito, se eviden.cia 
que ante la Cámara a-qua no se violó el derecho de defen­
sa de la hoy recurente, ya que ésta tuvo vaifias üportunida­
des para aporta•r las pruebas que considerara pertinentes, 
y no hizo uso de ella, 'Y porque, la reapertura de loi, deba­
tes sólo procede cuando aparecen documentms o hechos nue­
vos que las partes no pudieron someter al debate oportuna­
mente y que, puedan influir por su importancia en la suer­
te del litig:c, lo que no ocurre en este caso; en consecuen­
c:ia, y por todas Jas razones expuestas1, procede desestimar 
los aJ.egatos contenidos en el primer medio por falta de 
fundamento; 

Considerando, que en su segundo y último medio, el 
recurrrente alega le que sigue: "que el Juez a-quo dice qu.e 
se ha· depositado, una certificación No. 2678 del Departa­
mento de Trabajo del día 17 de diciembre de 1974 donde se 
hace constar que la empresa enviaba la lista del personal 
móvil u ocasicnal qu_e usaba desde 1967 .1 1974, pero omite 
decir que dicha certificación dice también que en esa lista 
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figuran los días trabaja.dos y los va.lores: cobra.dos por las 
otreras móviles Altagracia Henríquez y Matilde Frías,; que 
lo más grave del caso es cuando el Juez afirma que "esos 
cioru.mentos no pueden tener ninguna trascendencia para el 
proceso, pues: s10n documentos confeccionados por el propio 
patrono" ; que en la sentencia impugnada también se incu· 
rre en violación al artículo 141 del Código de Procedimien� 
to Civil, al dejarse estatuir sobre las conclusiones de que 
en la especie había, identidad de partes, de causa y objeto, 
por lo que se piidió al foez a-quo que se fusionaran ambos1 
expedientes, de Juana Matilde Frías y Altagrac.iai He.nrí­
quez, por tratarse de una misma demanda,; que no obstan­
te esta conclusión el Juez no dice nada en su fallo, ni da 
motivos para la  negativa, lo que constituye una violación 
a la leiy, por lo que la, sentencia impugnada debe ser casa­
da por falta de base legol y por violación a las reglas de las 
pruebas en macteria labora, y por falta de estatuir en viola;­
ción al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil" ;  
pe.,ro, 

Considerando, qu:e la Cámara a-qua, al declarar que el 
contrato de trabaj.o que ligaba a la hoy recu¡rente con las 
recurridas Juana MatiLde Frías y Altagracia Henríquez, era 
un contrato por tiempo indefinido, por ser las recurridas 
trabajadoras fijas o permanentes, basándose en las declara­
ci-ones del te,s,tigo Marcos Rodríguez y desestimar los docu­
mentos deposit�dos por la empresa recurrente, bajo el fun­
d«mento de que: "son documentos ,confecciona.id.os por el 
propio patrono y nadie puede crearse un título o documen­
to, para derivar luego, consecuencias en su. favor", lejos: de 
violar la ley, ha hecho una coree.ta aplicación de la  misma, 
por existir en materia, laboral la libertad de la prueba, y 
por hacer uso de s:u poder soberano de apr,edación de las 
mismas; que en lo relativo a la fa.Ita de estatuir alegada 
por la recurrente, en relación a la fusión solicitada, cabe 
señalar que en el acta levantada el 30 de octubre de 1975, 
en la que consta el informativo celebrado por la Cámara 
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a-qua ,existe un faUo con el dispositivo siguiente: "Se re-
chaza el pedimento de fusión de los recursos de apelación 
interpue,sto por las señoras Juana Matilde Frías. 'Y Altagra­
cia Henríquez, ya que los mismos han sido llevados en far .. 
ma separada y nadie está obligado a litigar conjuntamente 
con una misma persona; Reserva las costas," ; que, final­
mente el recurrente señala en este medio, que la sentencia 
adolece del vicio de falta de ba!S,e legal, pero contrariamen­
te a lo alegado, en la;s sentencias i·mpugnadas se hace una 
completa relación de los hechos que han permitido a la Su­
prema Corte de Justicia determinar que fa ley ha sido bien 

· aplicada; por consiguiente y por todo lo expuesto, los ale­
gatos contenidos en el medio examinado, carecen de, funda­
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca­
sación interpuesto por Gilberto Rivas "Laboratorio Rivas" 
c·ontra las sentencios dictadas por la Cámara de Trabajo 
del Juzgado de Primera, Instancia del Distrito Nacional, el 
6 y 9 de febrer..J del 1976, cuyos dispositivos se han copiado 
en parte anterior del presente, fallo; y Segundo: Condena 
a GHberto Rivas "Laboratorio Rivas" al pago de las costas 
y las distrae en provecho del Dr. Rafael Moya, abogado de 
fas recurridas, quien afirma haberlas avanzado en su to­
talidad. 

(Firmados ) .- Néstor Contín Aybar.- Fernando E. 
R.avelo de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco El­
pidio Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautis­
ta Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez .. - Joaquín L. Hernández Espai­
Uat.- E:rnesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firma.da por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados: y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (F'.do. ) E:r.nesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Tribunal SU1perio1r de Tierras de fecha 25 

de noviembre de 1974. 

Materia: Tierras. 

Rerurrente: Gabri0la Abréu de Jesús. 

Abogado: Dr. A. U1ises Cabrera. 

Recu:rido: Defecto. 

Dios, Pc1Jtria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presiidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Jcaquín M. Alvarez Pere­
lló, Juan Bautista Rojas, Almánzar, Máximo Lovatón Pitta� 
luga, F'elipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán­
ciez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do­
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de Abril 
del 1978, años 135' de la Independencia 'Y 115' de la Re,.s­
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca­
sadón, la, siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casac.ión interpuesto por Gabriela 
Abréu de Jesús, dominicana, mayor de edad, solte,ra, de 
quehaceres domésticos, cédulai No. 26108, ;serie Ira., domi­
ciliada en la casa No. 86 de,la calle 'B' del Ensanche Oza­
n'a, .de esta ciudad, contra la sentencia del Tribunal Sw­
perior d e  Tierras del 25 noviembre del 1974 dictada 
en relación con la Parcela No. 201-E:, del Distrito Catastral 
No. 3 del Distrito Nacional, cuyo dispos,itivo se copia más 
adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del ml; 
Oído, el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la 'República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre� 
taría de esta Corte el 17 de febrero del 1975 y suscrito por 
el Dr. Ulise,s Cabrera L., cédula No. 12215, serie 48, abpga­
do de la recurrente; 

Vista la Resolución de la Suprema Cor:te de Justicia 
oel 14 de Octubre de 1976, por la cual se declara el defecto 

. del recurrido Emilio Pontiflet Jimé.nez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
bc>rado, y vistos los textos legales .invocados por la reca­
rrente en su memorial, que se mencionan más adelante, y 
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca­
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos: a que eHa se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una .instancia dirigida por 1a actual re .. 
currente al Tribunal Superior de Tierras con el fin de que 
se le dedarara única propietaria de un inmueble registra­
do, el Tribunal de Tierras de jurisdicción Original dictó el 
15 de mayo de 1973 una sentencia cuyo dispositivo aparece 
inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre el recur­
::;,) interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 

Se acoge e.n la forma y se rechaza en e,1 fondo, el recurso 
de apelación interpuesto por el Dr. A. Ulises Cabrera L., a 
nombre de la señora Gabr:iela Abréu de Jesús, contra la 
Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de juris­
dicción original en fecha 15 de Mayo del 1973., en relación 
con la Parcela i'{o. 201-E del Distrito Catastral No. 3 del 
Distrito Nacional.- SEGUNDO: Se confirma la Decisión 

I recurrida, cuyo dispositivo dice así: 'Parcela Número 201-E. 
-Area 00 Has., 10 As., 91 Cas.- lo.- Declara, que esta 
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Parcela pertenece, en partes igua,les, a los :señores E:milio 
Pontiflet Jiménez y Gabriela Abréu de Jesús, por haber 
correspcndido a la, disuelta comunidad legal de bienes que 
existió entre dichos señol'es. 2o.- Ordena a la Registrado­
ra de Títulos del Distrito Nacional la cancelación del Cen­
tificado de Título No. 66-1166, correspondiente a esta Par­
cela y la expedición de un nuevo Certificado de Título, en 
la siguiente forma y proporción: 545.50 Ms2., y sus mejo� 
ras, en favor del señor E:milio Pontiflet Jiménez, domini­
cano, mayor de edad, soltero, sastre, domiciliado y residen­
te en esta ciudad en la calle "Sumrner Welles'' No. 95, cé­
dula No. 1387, serie 37. 545.50 Ms2., y su:s mejoras, en fa .. 
vor de la señora Gabrie1la Abréu de Jesús, dominicana, 
mayor de edad, soltera, empleada privada, domiciliada y 
residente, en esta ci,udad, en la calle "B", No. 86, E:nsanche 
Ozama, cédula No. 26108, Serie 1"; 

Considerando, que la recurrente propone en su memo­
rial Jos siguientes medios de casación: Primer Me,dio: Des­
naturalización de los hechos y circunstancia,� de la causa.­
Fálta de base legal. Segundo Medi,o: Violación del artículo 
1315 del Código Civil. Falta de base legal. Tercer Medio: 
Violación y falsa interpretación del artículo 815 del Códi­
go Civil; 

Conside,rando, que la recurrente expone y alega, en 
síntesis, en los tres medios de s:u memorial, reunidos, lo si­
guiente: a) que el demt..ndado declaró en audiencia que él 
tenía la posesión del terreno en discusión y que su decla­
ración no fue contradicha por la actual :recurente, a pesar 
de que en la misma decisión impugnada s1e expresa que 
ella alegó que después de la disolución de su matrimonio 
continuaba en po:sesión de dicha P1arceila; incurriéndose así 
en dicha sentencia en la desnatuTalización de los hechos 
de la causa; bl que ella, la recurrente, depositó las pruebas 
de la existencia de la comunidad con su esposo,, as� como de 
la disolución de dicha comunidad por efecto del divorcio, 
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y también dep.ositó el certificado de título correspondiente 
a dicho inmueble el cual figura registrado en su nombre ; 
que entre la fecha de la publicación del divorcio y el apo­
deramiento del Tribunal de Tierras habían transcurrido 
más de tres años, y el artículo 815 del Código Civil estabfo .. 
ce un plazo de dos años1 para, �nterpone·r las acciones en 
partición 'Y liquidadón de la comunidad, por lo que en el 
caso dicha acción estaba prescrita; que el recurrido no 
aportó la prueba de que a pesar de que el certificado de tí­
tulo haibía sido expedido en favor de la recurrente él tenía 
la posesión del inmueble, por lo que al ordenarse el regis­
tro de éste, en comunidad, entre ambos1, se violó en la sen­
tencia impugnada el artícúlo 1315 de dicho Código; e) que 
el artículo 815 mencionado expresa que cada cónyuge con­
servará los inmuebles que tenga en su pos·esión si dentro 
de los dos años que sigan ai la publicación del divorcio la ac­
ción en partición de la comunidad no ha sido intentada ; 
que esa posesión no puede referirse a los terrenos r�,gistra -
dos sino a los que no están registrado;s; por Lo que 1a posie­
sión alegada por su contraparte no puede afectar los dere­
chos que han sido registrados en su favor; pero, 

Considerand.o, que si bien es cierto que en la sentencia 
impugnada se establece que el inmueble objeto de la litis 
lo poseía el esposo divorciado en el momento en que ha­
bían transcurrido los dos años que prescribe el artículo 815 
del Código Civil, apoyándose solamente en la  declaración 
del pro,pio esposo divorciado, y que también para reafirmar 
este asunto se fund·aron los Jueces en la circunstancia de 
que la esposa residía, en ese momento en los Estados Uni­
dos, sin que, en la sentencia se indicara en qué prueba se 
apoyaron dichos jueces¡ para hacer esta última afirmación , 
de todos modos, el Tribuna] a.-quo no ordenó el registro en 
favor del maTi.do sino en favor de ambos:; que, como la ac­
tual recurrente inició esta litis por medio de una instancia 
al Tribunal Superior de Tierras, en la que solicitaba que "ie 

/ancetara el Certificado de Título expedido sobre la men-
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donada Parcela y se expidiera uno nuevo en su favor ex:.. 
elusivo con el nombre de soltera, era a ella en su calidad 
de demandante a quien correspondía hacer la - prueba de 
que, después de vencido el plazo de dos años a que se refie­
re el artículo 815, mencionado se en<:ontraba en posesión de 
dicho inmueble para que así fuera registrado en su favor 
exclusivamente ; que al no hacerlo así los Jueces: del fondo 
pudieron válidamente, como lo hicieron, rechazar su instan­
cia y ordenar el registro en comunidad entre ambos espo­
sos en la· proporción de la mitad para cada uno, acogiendo 
l2s conclusiones del marido demandado ; que, por tanto, en 
fo sentencia impugnada no se ha incurrido en los v1c10s 
alegad.os por la recurrente, y, en consecuencia, los medios 
del recurso deben ser desestimados; 

Por tales motivos : Unico: Rechaza el recurso de casa'­

ción interpuesto por Gabriela Abréu de Jesús, contra la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 25 
de noviembre de 1974, en relación con la Parcela No. 
201-E, del Distrito Ca.tastra•l No. 3 de'l Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se ha qopiado en parte anterior del presen­
te fallo. 

Firmados : Néstor Contín Aybar.- Fernando E. Rave,-
10 de la Fuente.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bau­
tista Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Fe­
lipe Osvaldo Perdomo Báez.- Joaquín L. Her.nández Es­
paillat.- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presiente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Juec2s que figuran en su encabezamiento, en lao au­
diencia pública del día, mes y año en é'l expresados y fue 
fi:r�mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.)  : Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Quinta Cámara Penal del Distlrito N aciana!, 

de fecha 17 de agosto de 1976; 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Ramón A. Ortiz, Máximo Ramón Rodríguez, Unión 

de Seguros C. por A. 

Interviniente: Agapito Fortuna Abiréu. 

Abogado: Dr. Antonio de Jesús Leonardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domhiicana. 

Ein Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus; 
tj:eia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con· 
tín Aybar, Priesidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
g1mdo Sustituto de Presidente; Francisco E[pidio Beras, 
,Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista ·Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón P:ittaluga y Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez, asistidos del Secretario General, en la Salla donde ce· 
lebra sus audiencias:, en la dudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de Abril del 
2f,o 1978, años 135' de la. Independencia y 115' de la Res­
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa· 
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
A. Ortiz Ortiz, dominicano, mayor de edad, chofer, c�sado, 
cédula No. 8946, serie 13; residente en la casa No. 139' de 
la calle Activo 20-30 del Ensanche Alma Ros.a, de esfa Ca· 
p.ital; Máximo Ramón Rodríguez. A., residente e:n la casa 
'No. 9 de la cal1e 27-A. del Ensanche Es.paHlat, 'Y '1a Campa· 
ñía Unión de Seguros C. por A., con domicilio social en la 
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AYenida 27 de Febrero No. 263, contra la sentencia correc­
cional dictada por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito N a'cional el 1 7 de Agosto de 
1976 cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la, 'lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magis,trado Procurador General, 
de la República; 

Vista el acta, de los recurso de casación 'levantada en 
la Secretaría de la Cámara Penal a-qua el rn de agosto de 
1976 a requerimiento del Dr. Bienvenido Figuereo Méndez, 
en nombre y representación de los recurrentes, en la cual 
se exponen medies determinados de casación; 

Visto el escrito del interviniente, de fecha 17 de Enero 
de 19,77, firmado por su abogado Dr. Antonio de Jesús: Leo� 
nardo, interviniente qu� es Agapito Fortuna Abréu, domi­
nicano, mayor de edad, chofer, cédula No. 7836 serie 45, 
wltero, residente en la calle Juana Saltito,pa No. 190, de 
esta Capital; 

La! Suprema Cort� de Justicia, después de haber deli· 
berado y vistos Lns1 artículos 65 y 74 de la.Ley 241 sobre 
Tránsito de Vehículos., y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-· 
cedimi,ento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada 'Y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente de tránsito ocurrido en esta Capital el 11 
dE- julio de 1974, en la' esquina formada por las calles Al-
1:Ht Thomas y Barney Morgan, en el cual resultó con des­
perfectos: un vehículo, el Juzgado de Paz de la Tercera· 
Circunscripción del Distrito Nacional, apoderado del caso, 
dictó el 16 de julio de 1975, una sentencia cuyo dispositivo 
se copia más adelante, b) que sobre los recursos de apela-­
ci.ón interpuestos la Quinta Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional pronunció la sen-
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tencia ahora impugna'9.a con el siguiente dispositivo: "FA­
LLA: Primeil."o: Pronuncia el defecto contra los nombrado,s 
Agapito Fortuna Ahréu y Ramón A. Ortiz Ortiz, dominica­
nois mayores de edad, soltero y casad.o, choferes, cédulas 
pe�sona1es de identidad Nos. 7836 y 8946, series 45 y 13, 
residentes en las calles Juana Sa1titopa y Activo 20-30 ca­
sas Nos. 190 'Y 139 del Ensanche Alma Rosa de esta ciudad, 
por no haber comparecido a la audiencia para la cua:l fue­
ron legalmente citados; Segundo: Declara buenos y válidos 
en cuanto a la forma los: recursos de apelación interpues .. 
tos: al en fecha 17 del mes de Julio de 19'75, por el nom­
brado Agapito Fortuna Abréu, por intermedio de su abo­
gado Dr. Antonio de Jesús Leonardo; y b) por el nombrado 
Ramón A. Ortiz Ortiz, por intermedio de su abogado Dr. 
Bienvenido Figuereo Méndez, contrn sentencia dictada eri' 
fecha 16 del mes de julio del año 1975, por el Juzgado de 
Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, 
cuyo dispoisitivo dice· así: 'FALLA: Se declara a los nom­
brados Ramón A. Ortiz y Ortiz y Agapito Fortuna Abréu 
culpables de violar el Art. 74 inciso B y 65 de la Ley 241, 
y en consecuencia• se condenan a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro 
de Multa calda uno); Segundo: Se condena a ambos al pago 
de las costas cada uno; Tercero: Sededara regular y váli­
da la constitución en parte civil en cuanto a la forma, 'Y en 
cuanto al fondo se rechaza por improcedente y mal funda­
da' Por haber sido hechos en tiempois hábiles; TERCERO: 
Modifica el ordinal Primero y Revoca el Ordinal Tercero 
de la. sentencia recurrida y en consecuencia', la Quinta Cá· 
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, obrando p-0r propio imperio y en sentido 
contrario; Declara a los nombrados Agapito Fortuna: Abréu 
y Ramón A. Ortiz Ortiz, de genera:les que constan, culpa· 
bles del delito de· violación a los artículos 74, letra b) y 65 
de la Ley No. 241, s.obre Tránsito de Vehícrulois, y en con· 
secuencia se condenan al pago de una: multa de Cinco Pesos 
Oro (RD$5.00), y al pago de las éostas penales causadas en 
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la presente instancia; Cuarto: Declara buena 'Y válida· en 
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha en 
audiencia por el señor Agapito Fortuna Abréu en contra 
de Máximo Ramón Rodríguez, en su calidad de persona ci­
vilmente responsable y la puesita en . causa de la Compañía 
de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de 
entidad aseguradora del vehículo productor del accidente, 
por haber sido hecha de acuerdo a la• ley; QUINTO: En 
cuanto al fondo de dicha constitución en parte civ.il, conde­
na a Máximo Ramón Rodríguez. Almánzar, en su calidad de 
p('rsona civHmente responsable, al pago: a l  una! indem­
nización de Trescientos Pesos Oro (RD$300.00), a favor y 
provecho del señor Agapito Fortuna Abréu, como justa, re­
paración por los daños material,es por éste sufridos a con­
secuencia de los desperfectos mecánicos recibidos por el 
vehículo de su propiedad a consecuencia del accidente de 
que se trata; b) de 1os interesies legales de la suma acorda­
da, compu!ados a partir de la fecha de la demanda. y hasta 
la total ejecución de la presente sentencia a título de in­
demnización complementaria ; y c) de las costas civiles con 
rustr¡cción de las mismas en provecho del Dr. Antonio de 
Je8ÚS Leonardo, abogado de la parte civil constituida, quien 
afirma haberlas avanzad.o en su totalidad; SEXTO: Decla., 
ra la presente sentencia Oponible en el aspecto· civil a la 
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por se,r 
ésta le entidad aseguradora del vehículo placa! No. 501-061, 
mediante póliza No. SD-20069, con vencimiento al día 4 
de Septiembre de 1974, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 10, modificado de la Ley No. 4117,  sobre 
Seguro Obligatorio de Vehículo,s de Motor"; 

Cons,íderando, que en cuanto a los recursos de casao­
ción interpuestos por Máximo Rodríuez Almánzar, persona 
civilmente responsable puesta en causa y la Unión de Se­
guros C. por A., aseguradora también en causa, procede de­
rlurar la: nulidad de éstos porque ni al n,omento de inter­
ponerlos ni posteriormente han expuesto los medios, en los 
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cuales los fundamentan como· lo exige a pena de nulidad el 
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de casación pa­
ra todos los recurrentes que no sean los penalmente conde­
nados, por tanto· sófo s:e examina el recurs:o de1l prevenido ; 

Considerando, que la Cámara Penal a-qua dio por es­
tablecidos los hechos siguientes: a) que el 11 de julio de 
1974, mientras el automóvil marca. Fiat, modelo 1964, pla­
ca No. 83-882, conducido pcr su propietario Agapito Fortu· 
na Abréu, asegurado con la Cía. de Seguros Pepín, póHza 
No. A-16492, transitaba de sur a norte por la calle Alhert 
Tomas, al cruzar la calle Bairney Morgan, se originó un 
choque con la camioneta placa No. 501-061, marca Datsun, 
modelo 19'68, conducida por Ramón A. Ortiz Ortiz, asegu­
rada con la Unión de Seguros, póliz� No. SD-20069, propie­
dad de Máximo Ramón Rodríguez A., resultando del im· 
pacto el autombvil placa No. 83-882 marcq. F'iat con des­
perfectos y roturas de apreciable consideración; b l  que el 
accidente se debió a que ambos choferes condujeron sus 
respectivos vehículos: de manera des,cuidada y atolondrada, 
poniendo en peligro la seguridad de otras personas violan­
do las· di.Eposictones legales sobre el derecho de. paso, prin­
cipalmente el chofer prevenido Ramón A. Ortiz Ortiz, que 
transitaba a exceso de velocidad en una zona urbana sin 
r€'ducir és.ta o detenerse para evitar el accidente ;  

Considerando, que el hecho del prevenido Ramón A. 
Orti-z Ortiz constituye una violación a los: artículos 65 y 74 
de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehkulos ; que al conde­
r.ar a Ramón A. Ortiz al pago de una multa, de 5 pesos des.: 
pués de declararlo culpable la Cámara Penal a-qua, le apli-
có una sanción dentrn de la ley; 

·• 

Por tailes motivos : Primero: Admite como intervinien­
te a Agapito Fortuna Abréu en el r,ecurso de casación in­
terpuesfo por Ramón A. ÜTtiz OTtiz, Máximo Ramón Ro­
dríguez Almánzar y la Unión de Seguros C. por A., contra 
la sentencia pmnunciada, por la Q,uinta Cámara Penal del 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 17 
de agosto de 1976 cuyo dispositivo ha sido copiado ante­
riormente; Segundo: Declara nulos los recursos de casación 
interpuestos pc 'r Máximo Ramón Rodríguez Almánzar y la 
Unión de Seguros C. po,r A., contra la misma sentencia; 
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Ramón A. Ortiz Ortiz y lo condena al pago de las costas 
penales; Cuarto: Condena a Máximo Ramón Rodríguez Al­
mánzar al pago de las C'ostas civiles y las distrae en prove­
cho del Dr. Antonio de Jesús Leonardo, abogado del ínter" 
viniente, quien afirma haberlas avanzado en su totaHdad 
y las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., den­
tro de los términos de la Póliza. 

Fdos. : Néstor Contín Aybar.- Fernando E;, Ravelo de 
la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco EJpidio Be­

' rm:'.- Joaquín M. A:lvarez Per,elló.- Juan Bautista Rojas 
Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La. presente sentencia ha sido dada y firmada por los: 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRll, DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de A¡pelación de L.'l Vega de fecha 22 
de Julio de 1976. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Ramón J oa y Ramón Fungiong J oa León, y la Com­
pañía de Se1guros Pt:pín, S. A. 

Abogados: Dres. Noel Graciano Corcino y Rafael Rodríguez Lara. 

Intervinientes: Sergio de la Cruz Mojica y Marino Vargas. 
Ab�gados: Dres. Julio César Brache y Altag¡racia Norma Bau­

tista P. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

' 

En Nombre de· la R,epública, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Pres1idente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Mani:el A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Ellpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez PereHó, Juan -Bautista Rojas1 Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittafoga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez v Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se­
cretario General, en la Sala donde ce•lebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na­
cional, hoy dfa 14 de ab-ri'l de rn78, años 135' de la Inde­
pendencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pú­
•blica, tomo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta­
mente por R,amón Joa y Ramón Fungiong Jo<l! Leión, chi­
nos, mayores de edad, comerciantes, domiciliados en la ca· 
s:u No. 29' de la. calle Desid.e,rio Valverde, de esta ciudad, cé· 
du:la el primexo No. 32943, serie la., y la Compañía de se-
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guros Pepín, S. A., con domicilio social en la segunda plan­
ta del edificio ubicado en la esquina formada por las calles 
Palo Hincado y Las Mercedes de esta ciudad, contra la sen­
tencia dictada en sus atribuciones correcciona'les por la 
Cede de Apelación de La Vega, el 22 de julio de 1975, cUr 
yo disipos:itivo ;se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído e:1 dictamen del Magistraoo Procurado� General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos, de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, e l  25 de julio de 19>75, a re.· 
querimiento de l Dr. Rafael Rodríguez Lara y Lic. Noel 
Graciano Corcino, a nombre de los recurrentes en la que 
ne se propone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes depositado e l  14 
de enero de 1977, firmado por sus1 abogados, en el que se 
proponen los medios de casación que luego se indican; 

Visto el es,cr.ito de los intervinientes y su ampliación, 
suscritos por sus abogados, el Dr. Julio César Brache Cáce­
re� y Dra. Altagracia Norma Bautista Pujols, del 14 y 17 
de enero de 1977; intervinientes que son: Sergio de la Cruz 
Mojica y Marino Vargas, dominicanos, mayores de edad, 
domiciliados en las calles, Fray Bartofomé y Número· 33, 
Ensanche Los Minas y Cristo Rey, de esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de hab& deli­
berado y vistos los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; 
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; 141 del Código de Procedi­
miento Civil; y 1, 62 y 6·5 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; \ 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que erla se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente de Tránsito ocurrido el 18 de junio de 1971, 
en el kilómetro 54 de la Autopista Duarte, en el que resul-
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taron algunas personas con lesiones corporales, el Juzgado 
de Primera Instancia de!l Distrito Judicial de San Cristóbal 
dictó el 18 de octubre de 19'71, una sentencia, cuyo disposi­
tivo, se encuentra inserto en el de la- ahora impugnada; b) 
que sobre los recurso¡,; de apelación interpuestos por el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Cris­
tóbal, por Marino Vargas, Sergi-o de la Cruz y Ramón Ger­
n.án, intervino el 5 de septiembre de 1972, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: ''FALLA: PRIMERO: Declara 
regulru- y válido en lél! forma, el recurs:c de apelación inter­
puesto, por el doctor Francisco del Carpio Durán, por sí y 
en representación del doctor Julio César Brache C'áceres, a 
nombre y representación de Ramón Germán, Marino, Var­
gas y Sergio de la Cruz, partes civiles constituidas, contra 
la sentencia dictada- por el Juzgado de la. Instancia de San 
Cristóbal en fecha 18 de octubre, del año 1971, cuyo ·dispo­
sitivo dic,e así: (Figura copiado en el de la sentencia ahora 
impugnada); SEGUNDO: Declara que no existe responsabi­
lidaid contra Ramón Joa, por haber ocurrido. el accidente 
por una causa i:mprevisibie y caEo fortuito, en consecueru­
cia descarga de responsabilidad civi'l a las personas puestas 
en causa como civilmente responsable; TERCERO: Declara 
regulaT en cuanto a la forma, la constitución en parte civil 
hecha por Ramón Germán, Sergio de la Cruz y Marino V ar­
gas y en cuanto al fondo, rechaza las pretensiones de dichas 
partes civiles constituidas, po,r improced�mtes y mal funda� 
das; ·CUARTO: Condena a las partes civiles constituidas al 
pago de las costas civiles, por haber sucumbido en sus pre­
tensiones"; el que sobre los recursos: de casación inter­
puestos, intervino una sentencia el 13 de julio del 1973, 
con el siguiente dispcsitivo: "Primero: Declara nulo el re­
curs,o de casación interpuesto por Ramón Germán contra 
fa sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por 
fa. Corte de Apelación del San Cristóbal en fecha 5 de sep­
tiembre de 1972, cuyo dispo.sitivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Casa la referida sen-
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�ncia en lo concerniente al interés de los recurrentes Ser· 
gio de la Cruz y Marino Vargas, 'Y envía el asunto así de­
limitado ante la Corte de Apelación de La Vega ; y Tercero: 
Compensa las costas entre las: partes" ; d) que por ante la 
Corte de .&peladón de Lai Vega intervino la sentencia 
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el sigui�n­
te : "FALLA: PRIMERO: Dedara regulares y válidos, en la 
forma, los recursos de apelación interpuestos por las partes 
civiles constituidas Marino Vargas y Sergio de la Cruz 
contra sentencia correccional Núm. 816 ,  dictada por el Juz­
g;:;dc de Primera Instancia del Distrito. Judicial de San 
Cristóbal, de focha 18 de octubre de 1971,  la oua:l tiene el 
c.isposit.ivo siguiente·: 'Primero: Se declara buena y válida 
la conistitución en parte civil hecha por los nombrados: Ra­
món Germán, Marino Vargas y Sergio de la Cruz, contra el 
nombrado Ramón J oa y Ramón Fungien J oa León y la 
compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por interme­
dio de su abogado cons,titui.do 'Y apoderado especial, Dr. Ju­
'lio César Brach� y el Dr. Francisco del Carpio Durán, por 
ser hecha de acuerdo a la Ley; Segundo: Se declara· a los 
nombrados Sergio de la Cruz y Ramón Joa, no culpables de 
violación a la Ley 241, el prime't"O por no haber cometido el 
hecho puesto a su cargo, y el segundo por haber interveni· 
do una fuerza .irresistible (va'Ciamiento de una goma en el 
momento en que rebazaba el vehículo manejado por Sergio 
de la Cruz, en consecuencia se descarga ambos, prevenidos:; 
Tercero: Se rechaza la  constitución e:n parte civil hecha 
por los nombrados arriba anotados, por improcedente y mal 
fundada ; 'Cuarte: L3s costas penales se declaran de oficio 
para ambos prevenidos' ; por ha:ber sido hehchos, de confor­
midad a la Ley; SEGUNDO: Confirima el ordina:l Primero 
de la decisión r,ecurrida en todo lo relativo a la constitu­
ción en parte civil hecha por Marino Vargas y Sergio de la 
Cruz, por s1er lo que limitativamente está apoderada esta 
Corte al haberse dec:larado nulc el recurso de casación in­
terpueis.to por Ramón Germán y haber enviado el asunto 
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La Honorable Suprema Corte de Justicia, por ante esta 
Corte de Apelación, as:í delimitado, mediante su sentencia 
o.e fecha 13 de julio de 1973 ; TERCERO: Revoca el  ordi­
naJ. Tercero del fallo ape'1ado, todo cuanto se refiere � les 
partes civiles Marino Vargas 'Y Sergio de la Cruz, y obran­
do potr propia autoridad y contrario .imperio decide : a) 
Retiene una fa1ta cometida por Ramón Joa, en la conduc­
ción del vehículo propiedad de Ramón Fungiong Joa León, 
en forma descuidada, en perjuicio de M arino V ar gas y Ser · 
brío de la Cruz y compartes y en consecuencia se condena a 
Ramón Joa como autor de la falta y' a Ramón Fungiong 

· Joa León como pensona civilmente responsable ,  al pago de 
una indemnización de RD$500.00 (Qumientos Pe,sos, Oro) 
en  favor de cada una de las partes civiles constituidas Ma­
rino Vagas y Sergio de la: Cruz, suma que esta Corte estima 
lu ajustada para reparar Los daños morales y materiales 
sufridos por dichas partes civiles, de conformidad a las cer· 
tifica'Ciones médicas que obran en el expediente; b )  Conde­
na al prevenido Ramon Joa, y a la persona c ivilmente res-­
ponsable Ramón Fungiong Joa León, al pago de las costas 
civiles, cc,n distracción de las mismas en favor de los Doc­
tores Julio César Bra:che Cace1·es: y Ramó1� Pina Acevedo 

.� Martínez, quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yvr parte; el Declara la pl'esente sentencia oponible a la 
compañía de· Seguros Pepm, S. A. ; d)  Rechaza, por impro· 
cedente y mal fundada, las conclusiones de Ramón Joa 
y Ramón Fungiong Joa León al través de sus abogados el 
Lic. Noel Graciano y Dr. Rafael Rodríguez Lara"; 

Considerando, que los· recurrentes proponen en su me­
morial de casación los siguientes medios: Primer Medio: 
F�lta de motivos y de b ase legal al omitir contestar el or· 
dina! primeTo de las conclusiones de los recurrentes ten· 
dientes a la desesitimaición del testimonio del Sr. Augusto 
Sandino Bautista. Consecuentemente, violación al derecho 
de defensa; S;egundo Medio: Motivación ilógica e infu�a­
da �obre la causa del accidente; 

J 
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Coinsiiderando, que los recurrentes en el desarrollo de 
sus dos medios de casadón, que po¡r su relación se reúnen 
para su examen, alegan en síntesis, que la Corte a-qua no 
obstante ellos haber soHcitado en sus conclusiones que el 
testimonio de Augusto Sandino Bautista fuese desestima-­
do poir haber incunido en evidentes contradicciones, dicha 
Corte hizo ca:so omiso de dicho pedimento, y se concretó 
a afirmar en el ;segundo Considerando de su decisión, que 
dicho testigo había declarado en forma imparcial, idónea, 
sri-n titubeo,s, no vinculado a las partes en litigio; sin ni si­
quiera analizaT aún someramente la exposición de,l mismo 
en Primera Instancia donde expresó: "Yo venía de Santia­
go hacia la capital y en eso venia el carro de Joa que 'le re­
bas1abai a'l de la Cruz y al rebasarlo perdió el equilibrio 
y le dio al carro de Sergio de 'la Cruz con la parte trasera 
derecha . . .  " 'Y se comprobó que a la goma izquierda se le 
había salido el aire, del carro de Joa: y parece que eso mo­
tivó que le diera al carro de Sergio de la Cruz, eso pasó en 
una recta" ;  agregando: "la goma se vació, 'la goma podía: 
"haber ido vaciándos1e lentamente, la goma que se vació fue 
la izquierda trasera, la goma: era buena, estaba en buenas 
ccndiciones1" ; corroborando así la comprobación hecha por 
la Policía Nacional, a raíz del accidente, etc., etc. ; y luego 
el mismo testigo por ante la Coirte dijo: "Pm-a mí la culpa 
ls tuvo el carro del chino; yo vi bi.,en la goma que se estaba 
vaciando, no estaba explotada, y la-vaciada no füe la causa 
del accidente; la goma no tenía seña[es visihleis: de que hu­
biera sufrido con el choque" ; diciendo más1 adelante: " . . .  a 
mi entende[' la causa del accidente :fue el rebase de,l drino 
al otro carro y cerrarle el paso. Yo ratifico otira vez que la 
salida · del aire de la goma: no fue la causa de,I accidente" ; 
que al omitir la pertinente contestación a sus conclusiones, 
afirman los recurrentes, la Corte a-qua violó su deirecho de 
defensa en un punto esencial del proceso, sin dair los mofo. 
vos necesarios, y la sentencia impugnada debe ser casada ; 
que además, continúan sosteniendo los recurrentes, es oh-
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vio que la sentencia recurrida n.o está fundamentada sobre 
una base legal, pues mientras el testigo Augusto Sandino 
Bautista declaró de una' manera imparcial en Primera Ins­
tancia, se convirtió en un acusador por an�e la Corte y al 
fundar una sentencia en un testimonio tan desprovisto de 
seriedad, como ha sucedido en el caso, .n.o cabe duda de que 
se· ha1 incurrido en la misma, en el vicio señalado ; pero, 

Considerando, que la sentencia impugnada pone, de 
m anifiesto que la Corte a-qua lejos de no haber respondido 
a los pedimentos, de los actuales recurrentes:, dio motivos 
suficientes y pertinentes, sobre cada uno de los mismos, pa­
ra su rechazamiento, y lo que éstos califican como contra­
dicción y desnaturalización de la declaradón del testigo 
Augusto Sandino Bautista no es otra c·osa que el ejercicio 
del poder soberano de apreciación que tenía la mencionada 
Corte para a,tribuir o no sineeridad y verosimilitud a lo tes­
tificado por éste, y su apreciación como cuestión de hecho, 
sin haber incurrido en el vicio alegado, ya que le atribuyó 
a la misma su verdadero sentido y alcance, es:capa a la cem­
sura de la casación, por lo que este primer medio, en el 
punto que se examina, carece de fundamento 'Y debe ser 
dese,sthnado; 

Considerando, que por otra parte, la Corte a-qua, aun­
que apoderada, como lo estuvo exclusivamente del aspecto 
civil del presente asunto, reexaminó el caso, y mediante la 
ponderación de los elementos de foicio que fueron regular­
mente administrados: �n la instrucción de ,la causa dio por 
establecidos los siguientes hechos: a) que en horas de la 
mañana del 18 de junio de 1971, mientras Sergio de la Cruz 
conducía el carro placa pública No. 39415, trans1itan.do de 
Sur a Norte, poi' la A utopista Duarte, al llegar al kilóme­
tro 64, fue chocado por e,l carro placa privadai No. 279-91, 
guiado por Ramón Joa, propiedad de Ramón Fungiong Joa 
León, y asegurado con la Póliza No. A.1929'5, vigente, com­
p&ñía Seguros, Pepín, S. A., que venía detrás y en momento 
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en que intentó rebasar al  primero ;  b) que en el  accidente 
resultar:on con lesiones curables antes y después de 10 días, 
Marino, Vargas, Ramón Germán y Sergio de la Cruz, ocu­
pantes del carro conducido por Sergio de la Cruz ; c) que 
e,I único culpable del accidente lo fue Rampn Joa al guiar 
ocn torpezai y en forma descuidada tratando, de rebasar al . 
carro conducido por Sergio de la Cruz, cerránd,o,le el paso; 

Considerando, que luego de establecidos esos hechos, 
y retener como :.se ha dicho falta a cargo del prevenido � 
món Joa, fue qu� la Cnrte a-qua condenó a éste como autor 
del hecho, y a Ramón Fungiong J oa León, como dueño del 
vehículo, civilmente responsable, al pago solidario de una 
indemnización de RD$500.00 (quinientos pesos oro ) ,  en fa­
vor de cada una de las: personas constituidas en parte civil, 
Mario, Vargas y Sergio de lai Cruz, suma que 1a Corte, den­
tro de su poder soberano de apreciación, estimó las más 
ajustadas para reparar los dañ,os morales y materiales su­
fridos por dichas partes, civiles; sumas además, que declaró 
oponible:.s a la Compañía Aseguradora Pepín, S. A. , pues1Ja 
en causa; 

Considerando, que en consecuencia la sentencia im­
pugnada, lejos de carecer de base legal, como lo a:legan los 
recurrentes, contine una completa articulación de los he­
chos y motivos, suficientes, y congruentes que j ustifican su 
d;t�pos:itivo, por lo q:1e este último medio que se examina, 
también carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Po,r tale,s motivos, Primero: Admite como intervinien,­
tes a Sergio de l a  Cruz Mojica! y Marino Vargas, en los re-­
cursos .interpuestcs: por Ramón Joa, Ramón Fungiong J oa 
León y la Compañía Seguros Pepín, S. A. ,  contra la sen­
t.enieia dictada en stls atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de La Vega el 22 de julio de 1975, cu­
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo ; 
Segundo: Rechaza dichos recursos e:n todos sus: aspectos ; 
Tercero: Conde.na a Ramón Joa, y Ramón Fungiong Joa 
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León, al pago de las costas civiles distrayéndolas en favor 
de los Dres. Julio César Brache Cáceres y Altagracia Nor­
ma Bautista: Pujols de Castillo, abogados de los intervi­
níentes, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte, y las haice oponibles a la Cía.  de Seguros Pepín, S. 
A.. dentro de los términos de la Póliza. 

Firmados:: 'Néstor Contín Aybar.-'- F. E. Ravelo de la 
Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio Be­
ras .. - Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Rojas 
AlmánzaT.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Joaquín L .  Hernández Es,p,aiUat.- Ernes­
to Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dad.a y firmada por los 
se:ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- (Firmado) :  Ernesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

10 de noviembre de 1975. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Delsa KingSil.ey de Kingsley y Máximo Kinigsley Al­

monte. 

Abogado: Dr. Heliópolis Chapuseaux Mejía. 

Recurrido: María O. Sánchez. 

Abogado: Dr. Pedro J. Caí-mares Pichardo. 

Dios, Paitria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por loo, Jueces Néstor Om­
tín Aybar, Pr,esidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am.iama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco E:I.pidio Ber'as, 
Joaquín M. Alvarez Perellló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldó Perd:omo 
Báe·z y Joaquín L. Hernández Es:pa'illat, asistidos del Secre­
Vdrio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hc•y día 14 de abril de 1978, años 135' de la Independencia 
y 115 de la1 Restauración, dicta en audiencia públic'a, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los r,ecursos de casación interpuestos por De�sa 
Kings:ley de Kingsley, casa.da, ocupada en los quehacea-es 
domésticos, cédula No. 4621, serie 61, y Máximo Kingsiley 
Almonte, soltero, agricultor, cédula No. 5888, serie 61, amf. 
bos dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la Sec-
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ción de Sabaneta de Yásíca del Distrito Municipal de So­
súa, Puerto Plata, contra la sentencia de la C'o['te de Ape­
lación de Santiago, dictada el 10 de noviembre de 1975, en 
sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más ade­
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Nelson Buttón Varona, cédula Ne. 23636, 
serie 12, en representación del Dr. Heliópolis. Chapus.eaux 
MeHa, cédula No. 54394, serie lra., abogad.os de los recu­
rrentes, en la lecturo de sus conclusiones; 

Oído a,1 Dr. Pedro J. Caimares P.ichardo, en la lectura 
de sus conclus:iones, abogado, de· la recurrida, María Ofelia 
Kingsley y Sánchez., dominkana, mayor de edad, soltera, 
de ofici.os domésticos, domiciliada en la Sección de Yásica, 
Distrito Municipal de Sosúa, cédula No. 35331, serie 31; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre­
taría de la Suprema Corte de Justida, el 31 de marzo de 

.. 1976, suscrito por el abogado de los recurrentes, e:n el que 
se proponen los medios de casación que se indican máSi ade­
lante; 

Visto el memorial de defensa del 17 de mayo de 1976, 
suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-i 
berado y vistos los textos invocados por los recurrentes que 
SIE.' mencionan más adelante y los artículos 815 del Código 
Civil; 443, 969, 970 y 971 del Código de Procedimiento Ci· 
vil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de, Casación; 

Considerando, que en la s,entencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda civil intentada por la recurrida contra los 

, 
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recurrentes, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata dictó en sus atribuciones civiles una sentencia 
el 10 de julio de 1974, con el siguiente dispositivo: "FA­
LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra los deman­
dados Máximo o Maximino Kingsley Almonte 'Y Delsa 
Kignsley Almonte de Kings,ley, por falta de concluir sobre 
el fondo de la demanda; SEGUNDO: Rechaza, por impro­
cedente, las conclusiones de dichos demandados, tendien­
tes a que se o.rdene un informativo con fines de establecer 
la prueba de la falta de calidad de la demandante; TERCE,• 
RO: 01:'dena la partición y liquidación de los bienes reUc,... 
tos por el finado Jai•me KingsJ.ey, y, en consecuencia, des,ig­
na al Juez de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judicial, 
Juez Comisario; c.omisiona: al Notario Público del Munici­
pio de Puerto Plata, doctor Heriberto de la Cruz Veloz, pa­
ra que realice' las operaciones consiguientes; y nombra Pe­
ritos a los señores Guillermo Núñez y José Burgos 'Y Ser­
gio Sánchez, residentes en la sección Sabaneta de Yásica, 
para que dete:riminen si los bienes inmuebles que forman el 
acervo sucesoral sen o no de naturaleza partible; Peritos 
q1.�e deberán prestar juramento ante el Juez de la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del J1.-:.zgado de Primera I.ns­
tancia de este Disitrito Judicial, a quien se comisiona para 
recibir dicho juramento; CUARTO: Ordena a la señora Ro,. 
sa Almonte Viuda Kings.Ie.y a rendir cuenta de todos los 
frutos que ella ha percibido desde la fecha de la muerte de 
Jaime Kingsley hasta la fecha de la presente sentencia ca­
balmente ejecutada; QUINTO: Ordena que las costas del 
procedimiento sean a cargo de la masa a partir, declarán­
dolas privilegiadas con relación a cualquier otra deuda, por 
cualquier concepto, y distraídas e:n lo que se refiere a esta 
demanda, en prc,vecho del doctor Pedro J. Caimares, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte hasta el mo­
mento"; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte 
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a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casación, con el si­
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno 
y válido, en cuanto a la f.orma., el recurso de apelación iru­
terpuesto por los señores Delsa o Daysy Kingsiley de Kings­
le.y y Maximino o Máximo King,s,ley Al.monte, contra la 
sentencia dictada en fecha diez (10) del mes de julio del 
año mil novecientos setenta y cuatro (19,74 ) ,  por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera Ins· 
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositi­
vo aparece copiado en el cuerpo de esta sentencia; SEGUN­
·no: Confirma en todas sus partes la sentencia: recurrida; 
TERCERO: Ordena que las cos:ta¡s del procedimiento sean 
puestas a cargo de la masa a partir, declarándolas privile­
giadas con relación a cualquier otra deuda, por cualquier 
ccncepto, distrayéndolas en lo que se refiere a esta deman­
da, en provecho del Doctor Pedro J. Caimares Pichardo, 
quien afirmó haberlas avanzad.o en su totaltdad" ; 

Considerando, que los recur11entes proponen en su me-
, moria:l los siguientes mediso: Primer Medio: Falta de base 

legal (Omisión de examinar y ponderar las pruebas aporta­
das) ; Segwndo Medio: Vioilación a la Ley y errónea aplica· 
cíón del derecho (violación al artículo 46 del Código Civil) ; 

Considerando, que los recurentes aiegan, en síntesds1 ,  

en su primer medio, que la sentencia impugnada, de doce 
documentos aportados por ellos, solamente examina como 
prueba de lo alegado, el acta de r 2conocimiento de María 
OfeUa Sánchez (la recurrida) hecho por su padre Eliseo 
Sánchez y examina además las actas aportadas por dicha 
resiurrida; que la interpretación que de esas pruebas lite­
rahs hace, es una: deducción antoj 1adiza ; que el examen de 
sus alegatos se ha hecho de manera tan notoriamente in­
completa que podría afirmarse que dicho examen se ha 
omitido totalmente ; que los documentos aportados por 
ellos demuestran que la recurrida parti::ipó en calidad de 
hija en la sucesión de Eliseo Sánchez, lo. que pone de ma-
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nifiesto que ella era hUa de a.icho finado; que ellos hicieron 
una solicitud de que se admitiera la prueba del divorcio 
deJ de cujus y la madre de la recurrida, aplicando el artícu­
lo 46 del Código Civil y que la- declaración de nacimiento 
de la recurrida María Ofelia Sánohez, aportada por ésta 
como prueba de su filiación legítima, no fue hecha por su 
padre o presunto padre ni por su madre; que por lo expue:;­
to se evidencia que la sentencia impugnada carece de, base 
legal; pero, 

Considerando, que los jueces del fondo no están obli­
gados: para decidir sobre los puntos que se le sometan a su 
cor.:sideración y fallo, de citar y pormenoriz1ar todos los do­
cumentos aportados a la causa:, si la solución da.da al asun­
to demuestra que fueron ponderados y desechados o que 
estimaron más fehacientes aquellos1 citados y analizados en 
particular; que en la especie se trata' de una .demanda en li­
quidación, partición y licitación de los bienes relictos por 
el finado Jaime Kingsley intentada por la recurrida contra 
los recurrentes, en que estcs últimos se oponen sobre el ale­
gato de que la demandante María Ofelia Kingsley Sánchez 
no es hija de-cujus; que la Corte a-qua para rechazar las 
conclusiones de los actuales recurrentes y aco,ger las con­
clusiones de la actual recurrida·, se fundan en los hechos 
<loe.u.mentalmente establecidos de que el 6 de abril de 1929 
el Oficial del Estado Civil del Municipio de Gaspar Her­
nández, Adolfo Villain, celebró el matrimonio de Jaime 
Kingsley de 26 años y Ana Victoria Sánchez de 14 años, 
según consta en acta: de matrimonio que obra en el expe­
diente; que, consta también e n  la sentencia impugnada lo 
siguiente: "En }a ciudad de San Felipe de Puerto Plata, a 
loe veinte y un días del mes de julio del año miil novecien­
toc; treintidó,s, siendo las cinco de la ta:rde. Por ante Noo, 
Francisco Javier Figueroa hijo, üticial del Estado Civil de 
esta Común, compareció el señor Zacarías Vásquez, mayor 
cie edad y nos declaró el nacimiento de María OfeUa:, del 
sexc femenino en La Hicoitea, el 25 de marzo del presente 
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año, hija legítima de Jaime Kingsley 'Y Ana Victoria Sán­
chez., siendo sus padrinos el declarante y Juan Viloria. Te&­
tigosi de la presente declaración los señores Cario& Teiófilo 
Gómez y Jerónimo Noriega, casados, mayores de edad, resi­
dentes en esta ciudad y después de darle lectura lo firma­
ron j unto con Nos. (Firmados) C. T. Gómez, Jerónimo No· 
riega, Feo. Javier Figueroa hijo" ; que según acta de defun­
ción depositada en el exp€diente·, Jaime KingsJ.ey falleció 
el 17 de abril de 1973; que, la Corte a-qua estimó que la fi­
liación de Maria Ofelia Kingsley . Sánchehz quedó demos'­
trada con esu.s documentos y que el hecho no discutido de 
que en fecha 19 de febrero de 19'44, Eliseo Sánchez que a 
la sazón vivía con Ana Victoria Sánchez, reconociera a Ma­
ría Ofelia Kingsley Sánchez, justamente con otros, como 
hija, no destruye la filiación legítima de esta última resul­
tante de una declaración de nacimiento hecha el 20 de ju­
lio de Í932, del nacimiento ocurrido el 25 de maTZo del mis­
mo año; que esa acta y la del reconocimiento, en que sólo 
se indica uno de los nombres de pila de la recurrida y no se 
da informe de la fecha y lugar de su nacimiento, y que el 
reconocimiento y lugar de sru nacimiento ocurre doce años 
después de la fecha en que naciera y se declarara el naci­
miento de la recu:r�rida filiación que no debió ser desconoci­
d.1 del padre legítimo, Jaime Kingsley ya que ese nací .. 
miento tiene lugar apenas (3 ) tres años después de su ma­
trimonio; que, además, los recurrentes no han podido esta­
blecer ni siquiera la fecha en que tuvo efecto el divorcio 
entre Jaime Kingsley y Ana Victoria, ni si éste se realizó 
en efecto; por lo que la Cor,te arqua pudo como lo hizo lle­
gar a la convicción de que María Ofelia Kingsley Sánchez 
tenía calidad para pedir la liquidación y partición de los 
bienes relictos por el de-cujus; que si bien, la Corte no se 
expresa en particular respecto a: los otros documentos del 
expediente, es evidente que, tratando estos documentos de 
demostrar que la recurrida no era hija legítima de Jaime 
Kingsley sino hija natural reconocida de E:liseo Sánchez, 
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1

al dar por establecido que ella era hija legítima del de-cw­
jus, se rechazó implícitamente la pretención contraria ; que, 
respecto a las fiHacion€s de los recurrentes:, éstos no pue­
den quejarse si la Corte nada expresa al respecto, ya que 
esa omisión no le es perjudicial, puesto que es la parte con­
traria la que podría haber tenido algún interés al respecto; 
que en consecuencia, por todo cuanto antecede el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti- . 
mad.o; 

Considerando,, que en el segundo y último medio, los 
recure11;_tes alegan en definitiva que la Corte a-qua ha vio­
lado el artículo 46 del Código Civil al rechazar la prueba 
testimonia·! para establecer que al nacer María Ofelia 
Kir_gsley S.ánchez, ya su madre y el de-cujus se habían di­
vorciado, es dedr, que la recurrida es el fruto de la unión 
de Ana Victoria S.ánchez y Eli3eo Sánchez; que habiéndo­
se incendiado todosi los e�pedientes del Tribunal de Pri­
mera Instancia de Puerto Plata, no es posible obtener la 
copi&! de �a sentencia que admitió el divorcio; pero, 

Considerando, que el divorcio no resulta de la senten­
cia que autoriza a los cónyuges a divo,rciarse, ese fallo es 
.sólo una parte del procedimiento que tiene necesariamente 
que terminar con el pronunciamiento del divorcio, hecho 
po·r el Oficial del E,sta.do Civil comisáona.do; que ha'Sta ese 
momento el vínculo del matrimonio conserva toda su efica­
da; que en la especie, la Corte a-qua expresa que los ac­
tnales recurrentes "no han podid-o establecer" que Jaime 

Kingsley y Ana Victoria Sánchez, madre de la recurrida, 
se divorciaron y que la recurrida no era hija de Jaime 

Kingsley; en efecto, en el expediente hay una certificación 
del Oficial del Estado Civil del Municipio de Puerto Plata 
c'.el 20 de marzo de 1975, en la cua:l se hace constar que 
desde el año de 1929 al 1940 no hay ningún pronunciamien� 
to de div.orcio entre Ana Victoria Sánchez y Jaime Kings­
ley, por lo que es obvio que los actuales recU!rrentes no de-
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mostraron sus afirmaciones; que, existiendo una Oficialía 
del Estado Civil y los actos correspondientes 't las funciones 
de esa oficina, no se puede invocar el artículo 46 del Códi­
go Civil para tratar de establecer por testigos la existeda 
de uri divorcio, que necesariamente tiene que pronunciarse 
por un Oficial del Esitado Civil para que surta efecto; que 
en esas circunstancias la Corte a-qua no pudo incurrir en 
el vicio denunciado, sobre todo cuando en el caso ocurren­
te no ·se ha demostrado que existiera la prueba de que 1os 
registros se hubieran desaparecido o perdidos; que, en ta­
les circunstancias, el medio que se examina carece de fun­
damento y debe ser desestimado ; 

Por tales: motivos, Prhnero: Rechaza el recurso de ca­
sación interpuasu:i por Delsa Kingsley de Kingsley y Máxi­
mo Kingsley Almonte, interpuesto contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago, dictada el 10  de no­
viembre de 1975, en �us atribuciones civiles, cuyo disposi­
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Ordena que las costas s,ean puestas a cargo de la 
masa a partk, distrayéndolas en lo que se refieTe a este re­
curso de casación, en provecho del Dr. Pedro J. Caimares 
Pichar do. 

Fiqnad.os:  Néstor Contín Aybar.- F. E,. Ravelo de la 
Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco EJipidio Ber,as.­
Joaquín M. Alvarez PereUó.- Juan Bautista Roja.si Almán­
zar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo Perdo-
1r,o Báez.- Joaquín L. Hernández Espailat . .,- Ernesto Cu­
rie! hijo, Seoretario General. 

La presente sentenda hai sido dada y firmada por 1os 
seño·res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
au,diencia pública del dia, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.- (Firmado) : &nes,to Curie! hUo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DEL 1978-. 

Sentencia impugnada: C&te de Apelación de Santiago, de fecha 

21 de agosto de 1975. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: José Angel Simón Zouain. 

Abogado: Dr. Daría Balcácer. 

Recurrida: Quisqueya Industrial, S. A. 

Abogado: Lic. Federico Nina h.iljo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E,. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama., Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez, asistidos del Secretario General, en la Sa:la donde ce­
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, DistrLto .Nacional, hoy día 17 del mes de Abril 
del año 1978, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An· 
gel Simón Zouain, dominicano, mayor de edad, empleado 
de comercio, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 
No. 29969, serie lra., contra la sentencia dictada el 21 de 
agcsto de 1975, e:n sus atribuciones comerciales por la Cor­
te de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910, 
SeTie 31, en representación del Dr. Darío Balcácer, cédula 
No. 26110, serie lra., abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oida a la Dra. Ana T. Pérez de Escobar, cédula No. 
12694, serie 27, en representación del Lic. Federico Nina 
hijo, cédula No. 670, serie 23, abogudo de la recurrida, en 
La lectura de sus conclu¡siones; recurrida que es la Quisque­
ya Industrial S. A., con SJU as:i-ento en la. carretera Duarte, 
Klm. 6, Santo Domingo, (QUINCA); 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casa'Ción del recurrente, del 28 
de junio de 1976, suscrito po,r su abogado, en e,l cual se 
proponen contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 21 
de julio de 1976, suscrito por el Dr. Wenceslao Vega B., cé­
dula No. 57621, serie Ira., y por la Licda. Mayra H. Reyes; 

Vistas las ampliacicines de los indicado,s memoriales 
del recurrente Zouain, del 2 de diciembre de 1976, suscrito 
por su abogado, y de la recurrida del 14 de diciembre de 
1976, suscrito por el Lic. Federico Nina hijo, quien sustitu­
yó como abogado de la recurrida al Dr. Vega y a la Licda. 
Reyes, por renuncia voluntaria de estos letrados; 

La Suprema Cor�e de Justicia, después de haber deli­
bE:rado, 'Y vistos los textos legales invocados por el recu­
rrente que se mencionan más adelante, y los artículoiSI 1 y 

65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
co,n motivo de una demanda de la Quisqueya Industrial, 
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S. A., contra el ahora recurrente Zouain en cobro de dine· 
ro, la Cámara Civil y Comercial y de Trabajo de la Prime,. 
ra Circunscripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó 
el 31 de agosto de 1973, una sentencia cuyo dispositivo di­
ce así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones de 
la pa:rte demandada, señor J. A. Simón Zouain, por impro­
cedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Que debe condenar 
y condena al señor J. A. Simón Zouain, al pago de la Su­
ma de Dos Mil Doscientos, pesos oro con Sesenta Centavos 
(RD$2,216.60) a la Quisqueya Indus.trial, S. A., por el con­
cepto expresBJdo en otra: parte de la presente sentencia; 
TERCERO: Condena al s:eñor J. A. Simón Zouain al pago 
de los intereses legales de dicha suma, a partir de la de­
manda en Justicia; CUARTO: Condena a J. A. Simón 
Zouain al pago de las costas del procedimiento distrayén­
dclas en provecho del Dr. Wencesilao Vega B., quien afir­
ma estarlas avanzando en su mayor parte"; b) que, sobre 
recurso de Zouain, la Corte de Apelación de Santiago dic­
tó el 6 de junio de 1974, una sentencia con el siguiente 
o.is.positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular el pre­
sente recurso de apelación interpuesto por el señor José 
Angel Simón Zouain contra la s1entencia dictada en fecha 
treintiuno (31) del mes de a:gosto del año mil novecientos 
sc.·tenta y tres (1973) por la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri­
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, <..uyo dis­
positivo figura copiado en otro lugar de esta decisión; SE­
GUNDO: Ratifica el defecto prornrunciado en audiencia, por 
falta de concluir sus abogados constituidos; TERCERO: 
Acoge las conclusiones formuladas en audiencia por la par· 
te intimada, Qui.squeya Industrial, S. A., y en consecuen.. 
c:ia, confirma en todas sus partes el fallo recurrido,"; e) que, 
sobre oposdción de Zouain, la Corte ya mencionada dictó 
el 21 de agosto de 1975, la sentencia ahora imrp,ugnaida en 
c,a;sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en la forma, el presente recurso 
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de oposición interpuesto por el señor José Angel Simón 
Zouain contra sentencia dictada en fecha seis (6) del mes 
de junio de mil .novecientos setenta y cuatro, por esta Cor­
te de Apefación, cuyo dispositivo figura copiado en otro lu­
gar de esta decisión; SEGUNDO: Rechaza en cuanto al fon· 
do, el re{!urso de oposición de que se trata; y como conse­
cuencia, confirma la sentencia recurrida en todas sus par· 
tes; TERCERO: Condena a<l señor José Angel Simón 
Zouain aJ pago de las costas del presente recurso, con dis­
tracción de las mismas en provecho del Doctor Wences1ao 
Vega B., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad."; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, 
el recurrente propone los siguientes medios de· casación: 
Primer Medi�: Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil por al insuficiend:a o falta de moti­
vos; b) Desnaturalización de los hechos; c) Falta de esta­
tuir sobre las conclusiones subsidiadas; d) Violación de de­
rechos de defensa; y fal,t.a de base legal; Seguindo Medio: 
Violación a los artículos 1315, 1322 y 1334 del Código 
Civil; 

Considerando, que, en apoyo del primer medio de su 
memorial, el recurrente expone y alega, en definitiva lo 
que sigue: que la deuda a cuyo pago fue condenado no era 
una deuda personal &uya, sino de la razón social J. A. Si· 
món Zouain, C. por A.; que frente a ese afegato del recu­
rrente, la Corte a-q,ua no ha dado explicaciones precisas Y 
ccncretas, basadas en pruebas, para justificar la preeminen· 
cia que dio a la demandante, ahora recurrida, acerca de ese 
punto; que la Corte a-qua resolvió ese punto en perjuicio 
del recurrente sin describír las fac,turas, cartas y estados 
de cuentas que se presentar.on en la litis, descripción que 
había puesto a la Suprema Corte en condiciones de com­
probar que la verdadera deudora era la razón social ya 
mencionada y no e'l recurrente personalmente; que en la 
sentencia de la Corte a-q,ua se da como establecido que la 
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Quisqueya Industrial, S. A., dirigió al recurente varios es­
tados de cuentas y varias comtmicaciones requiriéndole el 
pago de las mercancías, pero sin que se indiquen esos do­
cumentos ni se precisa de dónde se extrajeron esos datos; 
que, por lo contrario, J..os estados de cuentas que aparecen 
en el proceso fuer.on aportados por e'l recurrente para de­
mostrar que la deudora era la razón social J. A. Simón 
Zouain, C. po,r A.; que las 29 facturas que la Corte a-qua 
dice que fueron recibidas y aceptadas por e! recll['rente no 
contienen ninguna nota o referencia de las cuales pondera 
deducirse que el recurrente era el responsabile del pago de 
las mercancías recibidas; que, para probar que la razón so­
cial era la verdadera deudora, el recurrente pidió a la 
Corte a-qua, por conclusiones subsidiarias, que s;e ordena­
ra a Ja demandante y ahora recurrida, el depósito y exhi­
bición de sus libros de comercio 'Y la comparecencia perso­
nal de las paTtes en litis, 1a Corte a-qua rechazó ese pedi · 
mento junto con sus conclusfones principales, sin dar ex­
plicaciones particulares aceroa del pedimento que el recu­
rrente había formulado; que ese rechazamiento sin expli­
cación especial constituye, no sólo la violación de una re­
gla procesal consagrada por el artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, sino además una violación del dere­
c:ho de defensa; que, por todo lo e·:,cpuesto, la sentencia que 
se impugna carece de base legal; pero, 

Considerando, que la Corte a·qua, para dar mayor va· 

lor probatorio a los elementos de juicio· que aportó en el 
proceso la demandante y ahora recurrida que a los que 
aportó el recurrente, para determinar quién era el verda­
dero deudor, se atuvo frente a esa dualidad, a las factlll"?s 
�.portadas por la ahora recurrida por estar firmadas por el 
ahora recurrente Zouain; que, una vez que la Corte a-qua 
llegó a la convicción de que las facturas1 de la entrega pro­
vistas de la firima del ahora reciurrente Zouain probaban 
que éste era el deudor, y de que en ciíchas facturas apare­
dun las indicaciones del valor de las meircancías despacha-



834 BOLETIN JUDICIAL 

das por la ahora recurrida, y de que esos correspondían al 
monto de la demanda, no tenía que entrar en otra descrip­
ción de las facturas para fallar como lo hizo; que si el aho­
ra recurrente entendía seriamente que la razón social que 
lleva su nombre era la deudora verdadera de la empresa 
ahora recurrida, podfa acudir al procedimiento más ade­
cuado a ese interés, que era al de llamar en intervención 
forzada a la aludida razón social, lo que no hizo en el pri­
mer grado, ni en la insta:ncia de apeiación; que ante esa ac­
titud del ahora recurrente, la Corte a-qua, ya en posesión 
de los elementos de juicio para resolver q�e eran suficien­
tes para resolver el caso, pudo, como lo hizo válidamente, 
rechazar las conclusiones del apelante y ahora . recurrente, 
rechazamient.o que, obviamente involucra las conclusiones 
principales y las subsidiarias; que el examen de la senten­
cia, -aunque concisa por no tratarse de un caso anormal­
mente complejo-, muestra que ella contiene en sus Re­
sultandos y Considerandos, una explicación suficiente de 
los hechos que se alegan en el primer medio del recurso, 
por todo lo cual el mismo carece de fundamento 'Y debe ser 
desestimado; 

Considerando, que, en apoyo de1 segundo y último me­
dio de su memorial, el recurrente parece alegar que la fir­
ma que figura en las facturas que sirvieron de base a la 
Corte a-qua para considerar deudor al recurrente, no era 
la firma suya; que, por otra parte, a la Corte a-qua no se 
aportaron las facturas originales de les despaclms de mer­
cancías hechos por la recurrida, sino unas copi:as fotostáti­
cas que pueden no corresponder con una completa exa:oti.­
tud al texto de las facturas originales; que las copias fo­
tostáticas no son medio,s de prueba autorizados por nuestra 
legislación; pero, 

Considerando, que la Corte a-qua en su sentencia da 
por establecido que las facturas que fueron aportadas co­
mo pruebas por la ahora recurrida estaban firmadas por el 
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ahora recurrente, cuestión de hecho no sujeto al control de 
la casación; que en la sentencia impugnada no figura nin­
gún alegato del ahora recurrente en sentido contrario a es­
te punto; que en la sentencia impugnada se da por estable­
cido. que las facturas en apoyo de la  demanda de que fue 
objeto el ahora recurrente fueron debidamente aportadas, 
sin que e·l ahora recurrente alegara ante los Jueces del fon­
do que se trataba de copias fotostáticas de dichas facturas; 
que por lo expuesto, el primer alegato examinado carece 
de fundamento, y el segundo por tratarse de un medio nue­
vo, inachnisible en casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Angel Simón Zouain contra 
la sentencia dictada el 21 de agosto de 1975, por la Corte 
de Apelación de Santiago, en sus atribuciones comercia·les, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anter:ior del pre­
sente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente ai pago de 
las costas de cas,ación ; TERCERO: Distrae esas costas en 
provecho del Dr. Wenceslao Vega B., y la Licda. Mayra H. 

Reyes, abogados de la recurrida que han solicitado esa dis­
trncción. 

FIRMADOS.- Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo 
de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio 
Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Ro­
j as Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Os­
valdo Perdomo Báez.- Erne.sito Curiel hijo, Secretario Ge· 
ser al. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
seño�es Jueces que figuran en su encabezanuento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, le:úda y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- Fdo. Ernesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Ape1ación de Santo Domiingo, de 
fecha 21 de abril' de 1976. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Rosalinda Margarita Tavares de Cuello. 

Interviniente:· Jacinto Solís. 
Abogados: Dre�

.: 
Julio Eligio Rodríg·uez y Pedro Antonio Rodrí­

guez Acosta. 

Dios, Paitria y Libertad. 
Repúblka Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces: Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Eilpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez, · asist1dos del Secretario General, en la. Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de Abril del 1978, 
años 135' de 'la Independencia y 115' de la Restauración, 
die-ta en audiencia pública, como Corte de Casa:ción, la si­
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosalin­
da Margarita Tavares de Cuello, dominicana, mayor de 
edad, casada, empleada privada, cédula .No. 59151, serie 46, 
domiciliada en la calle "D" .No. 3, Arroryo Hondo, de esta 
ciudad, contra la sentencia dictada en sills atribuciones co­
rreccio,nales el 21 de abril de 1976, por la Corte de Apela-

• 
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ción de Santo Domingo, cuyo .dispositivo se copia más ade­
lante; 

Oído al A1guacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, cédula No. 19665, 
serie 18, por sí y por el Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acos­
ta, abogados del interviniente, Jacinto Solís, dominicano, 
mayor de edad, casado, constructor, cédula No. 3024, serie 
58, domiciliado en esta ciudad, en la 1ecitura de susr concilu­
siones; 

Oírlo el dictamen del Magistrado Procu:mdor General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 
la Corte a-qua, a requerimiento deil Dr. Juan Jorge Chaín 
Tuma, a nombre de la recurrente, en la que no se propone 
1üngún medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente, del 17 de enero de 
1977, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte .de Jusrticia, de!Slpués de haber deli­
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, 
sobre Tráns.ito de Vehículos; 1383 deil Código Civil, 1 y 10 
de la ley 4117 de 19,55; y 1, 62 'Y 65 de la ley sobre Proce1-
dimiento de Casación; 

Considerando, que la sentencia impugnada pone de ma­
nifiesto: a) que con motivo de un a.cci:dente de Tránsito, 
ocurrido es esta ciudad, el 16 de Julio de 1974, en que re­
sultó una persona con lesiones corporales, la Segunda Cá­
mara Penal del Juzgado .de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó el 6 de mayo de 1975, una sentencia cuyo 
d1spositivo se encuentra .inserto en el de la ahora impugna­
da; b) que sobre las apelaciones interp1,esrtas intervino la 
s,e,ntencia ahora impugnada en casación, cuyo disposiitivo 
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite como regula.­
res y válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación 
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interpuestos por los Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio E. 
Rodríguez, a nombre y representación de la parte civil Ja­
cinto Solís, en fecha 9 de mayo de 1975, contra sentencia 
dictada por Ta Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Plimera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 9 de ma­
'Yº de 1975, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se 
declara a la nombrada Rosalinda M. de Jesús Tavares de 
Cuello culpable de vi.o1ar los artículos 49 y 65 de la Ley 
241, y aplicando el principio del no cúmulo de penas así co­
mo tomando circunsta:scias a su favor se condena al pago 
dc- una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00); ·segun­
do: Se ordena: la suspensión de la licencia que para mane­
jar vehículos de motor ampara a la nombrada Rosalinda 
M. de Jesús Ta.vares de Ou�llo, por el término de Seis (6) 
meses a partir de la presente sentencia; Te·rcero: se conde­
na a la nombrada Rosalinda M. de Jesús de C'uerlo, al pa­
go de las costas penales; Cuarto: Se declara buena y válida 
la cons1titudón en parte civil hecha por el nombrado Jacin­
to Solís a través de'l Dr. Julio EJ.igio Rodríguez en contra 
de la nombrada Rosalinda M. de Jesús T'avares de Cuello, 
ipor ajustarse a la ley; Q·1,1mto: Se condena a la nombrada 
Rosalinda M. de Jesús Ta:vares de Cuello a1 pago de una in­
demnización de Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) 
en provecho del nombrado Jacinto Solís, exponiéndo.se que 
8pelada por no estar conforme con la sentencia; por haber 
sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: En cuanto al 
fondo de las referidos recursos modificá la sentencia recu­
rrida en cuanto a la pena impuesta a la prevenida Rosalin­
da M. de Js. Ta.vares de Cuello, y la Corte por contrario im­
perio la condena al pago de una multa de Diez Pesos Oro 
(RD$10.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuan­
teR y reteniendo falta cometida por la víctima; TERCERO: 
Modifica la dicha sentencia recurrida en el sentido de reba­
j&X la indemnización acordada y la Corte la fija en la siu· 
ma de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.00) la cantidad que 
debe,rá re,cibir la parte civil constituida Jacinto Solís, por 
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apreciado esta Corte concurrencia de falta de parte de 
de la . víctima.- CUARTO: Confirma e� sus demás as­
pectos la: sentencia recurrida; QUINTO: Condena a los re­
currentes que sucumben al pago de las costas penales y ci­
viles de esfa alzada distrayéndol.ls las últimas en favor y 
provecho de los Dres. Pedro A. Rodriguez y Julio E. Rodrí­
guez, abogados de la parte civil, quienes afirmas. haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponde­
roción de los elementos de juicio que fueron regularmente 
admiisistrados en la i.n¡,.trucción de la causa, dio por estable­
cidos los siguientes hechos: a) que el día 10 de ju1i.o de 
1974, mientras la prevenida Rosalinda M. de Js. Tavárez 
de Cuello conducía el carro "Seait" placa No. 114 ... 273, mo­
tor No. 245591, chasis No. 159265, registro No. 157136 de su 
propiedad, asegurado con la compafüa San Rafael C. por 
A, mediante póliza de seguros No. A-1-29402, vigente, de 
Oeste a Este por la calle San Juan Boscc, de esta ciudad, al 
llegar a la calle Rosa Dui::irte, estropeó a J a.cinto Solís, oca­
sionándole golipes y heridas y contusiones que curan des¡_ 
pués de 60 días y antes de 90 días (Traumatismos diversos 
del tórax); b) que el hecho se debió a la imprudencia de la 
prevenida Rosalinda: M. de Js. Tavárez de Cuello, al con· 
clucir su automóv.il a exceso de velocidad y no parar su ca­
rro al ver a la víctima que cruzaba la vía; debió de,t.ener 
su vehículo al llegar a la: esquina R,osa Du.arte, cerciorráru­
dose de que la vía estaba descongestionada y pro5eguir la 
marcha, cosa que no hizo; 

Considerando, que les hechos así establecidos configu­
ran a cargo de fa.· prevenida el delito de golpes y heridas 

üwoluntario,s produddos con el manejo de un vehículo de 
motor, hecho previsto por el artículo 49 de la ley 241 de 
1967, sobre Tránsito de Vehículos, y sancionada por ese 
mismo texto legal en su letra "C", con las penas de 6 me­
ses a 2 años y multa de RD$200.00 a RD$500.00 pesos, 
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cua:ndo los golpes y heridas ocasfonaren a la víctima enfer­
medad o imposibilidad para su trabajo durante veinte días 
o más, como sucedió en la especie; que en consecuencia al 
condenar a la prevenida recurrente a RD$10.00 de multa, 
acogiendo circunstancias1 atenuantes, la Corte a-qua le apli­
có una sanción ajustada a la Ley ; 

Considerando, que asimismo la Co.rrt:e a.i-qua dio por es­
tzblecido que el hecho de la prevenida, Rosalinda E. de Je­
sús Tavárez de Cuel'lo había ocasionado a la persona cons­
titujda en parte civil, Jacinto SoHs, daños y perjuicios ma­
teriales y morales, cuyo monto apreció soberanamente en 
la suma de RD$800.00, Ochocientos Pesos, tomando en 
cuenta fal,ta de la víctima; que al condenar a la prevenida 
propietaria y conducitora del vehículo al pago de esa suma, 
a título de indemnización en favor de la parte civil, la Cor­
te a-qua hlzo una correcta aplic,ación del artículo 1383 del 
Código Civil; 

,Considerando, que corres,ponde examinar la sentencia 
impugnada, en todo cuanto pueda interesar a la prevenida 
recurrente, y como ésta aparte de haber sido sancionada 
penalmente fue condenada como civilmente responsable, 
según se ha visto, al pago de una indemnización pecuniaria, 
es pertinente en beneficio de dicha prevenida aclarar que 
cuando la Corte a-qua expresa en uno de sus consideran­
dos: "que la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 
era la aseguradora del vehículo que ca.usó el accidente, por 
lo que procedía declarar la sentencia común 'Y oponible a 
dicha Compañía", obviamente dejó resuelto el punto de la 
opo.nibihdad de dicho fa'llo en el aspecto civil � cargo de la 
Compañía aseguradora dentro de lo,s términos de la póliza,' 
aún cuando por una evidente inadvertencia dejara de decir 

. lo mismo en el dispos:i.tivo de la sentencia! impugnada, de 
lo que resulta que el pedimento que hace el interviniente 
está resuelto favorablemente en la sentencia impugnada; 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien­
te a Jacinto So1ís en e1 recurso de casación interpuesto por 
Rosalinda Margarita Tavárez de Cuello contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santo, Domingo el 21 de abril de 1976, cuy.o 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo ; 
Segundo: Rechaza en todas sus partes el recurso interpues­
to por Rosalinda Margarita Tavárez de Cuello contra la 
nJsma sentencia; Tercero: Condena a dicha recurrente al 
pago de las eostas, distrayendo las ci-viles en favor de los 
Dres. Julio E1igio Rodríguez y Pedro Antonio Rodríguez, 
quienes afirman haberlas, avanzado es su totalidad. 

Firmados : Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo de fa 
Fuente.- Manuel A.  Arniama.- Fra:ncisco Elpidio Be­
ras.- Jüaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bauti-sta Rojas 
A:lmánzar.- Máximo, Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La preseste sentencia ha· sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. ) :  Eirnesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Cámara de Tralbajo del Juzgado de lra. 

Instancia del Distrito N:acional, de fecha 26 de julio de 

1976. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Constructora Diestch, C. por A. 

Abogado: Dr. Lorenzo A. Gómez Jiménez. 

Recurrido: Antonio de los Santos. 

Abogado: Dr. Bienvenio Montern de los Sa,ntos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de 'la República, la Suprema Corte de Jus· 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Pl'esideste; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Jc,aquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Os:valdo Perdomo 
Báez 'Y Joaquín L. Hernández Es:paillat, asistidos del Secre· 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D�strito Nacfonal, 
hoy día 19 de abril de 1978, años 135' de la Independencia 
y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Ca.ns· 
trucfa.,,ra Diestch, C. por A., domiciliada en la avenida Inde· 
pendencia esquina calle 1 ·A, Urbanización General Duver­
gé de esta ciudad, contra la sentencia de la, Cámara de Tra­
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito NaciO"' 
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nal, dictada el 26 de julio de 19·76, cuyo disposiitivo se co­
pia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre­
taría de la Suprema Corte de Justicia, e,l 23 de agosto de 
1976, S1Uscrito por el Dr. Lorenzo Gómez Jiménez; cédula 
No. 57279, serie 47, abogado de la reourrente, en el que 
proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de ampliadón del 20 de octubre de 
1976, firmado por el abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de defens:a deil recurrido suscrito 
por su abogado Dr. Bienvenido Montero de los Santos, cé­
dula No. 63492, serie lra.; recurrido que es Antonio de los 
Santos, dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliado en 
esta ciudad, cédula No. 71214, serie la.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos los; textos legales invocados por la re·cu· 
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedi:miesto de Casación; 

Considerando, qt.e en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a·) que con :moti­
vo de una reclamación labo,ral que no pudo ser conciliada, 
el Juzgado de Paz de T'rabajo del Distrito Naciosal dictó 
el 31 de marzo de 1975, una sentencia con el siguiente dis,.. 
posiitivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto f)Tonun­
ciado en audiencia pública contra la parte demaridada por 
no comparecer no obstante citación legal; SEGUNDO: Se 
dE.dara injustificado el despido 'Y resuelto el contrato de 
trabajo que ligaba a las partes, por culpa del patrono y con 
respons;abilidad para el m.isrrno; TERCERO: Se condena al 
patrono Constructora Diestch, C. por A., y/o Ing. Rodolfo 
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Diesrtch, a pagarle al señor Antonio de los Santos las' pres­
taciones siguientes: Preaviso, Auxilio de Cesantía, Va·ca­
ciones no disfrutadas ni pagadas, salarios dejados de pagar, 
Regalía Pascual obligatoria, bonificación y más tres me-­
ses de salario por aplicación del ordinal tercero de,l artícu · 
lo 84 del Código de Trabajo, calculadas todas eS!tas presta­
ciones a: base de u:.s salario de RD$8.00 diarios; CUARTO: 
Se condena a la empresa ConstructoTa Diestch, C. por A., 
y/ o Ing. Rodolfo Di<..stch, al pago de las costas1, ordenando 
su distracción en provecho del Dr. Bienvenido :!.'.!�mtero de 
los Santos, que afirma habeTlas avanzado es su totalidad"; 
b) que sobre el recurso interpuesto, la Cámara a-,qua dictó 
el fallo ahora impugnado en casación con el siguiente dis­
posti ti vo: "FALLA: PRIMERO: DeclaTa regular y válido en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Constructora Diestch, C. por A., contra sestencia del Juz­
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 31 
de- marzo de 1975, dictada en favor del señor Antonio de 
lo� Santos, cuyo dispositivo ha sido copi:ado en parte ante­
rior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente 
al fondo Rechaza dicho recurso de alzada y como conse­
cuencia: Confirma ia sentencia impugnada, pero con excep· 
dónde lo relativo a salarios dejados de ¡_'.)agar, único punto 
que revoca de la misma; TERCERO: Condena a la parte 
que sucumbe Constructora Diestch, C. por A., al pago de las 
costas del procedimiento de conformidad con los artículos 
5 y 16 de la 'ley No. 302 del 18 de junio de 1964 'Y 691 del 
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho 
dE:l Dr. Bienvenido Montero de los Santos, quien afirma ha� 
herias avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente propone en su memo� 
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio· 
la.ción a la Ley (artículos 1, 2, 7, 8 y 9· del Código de Tra­
bajo); Segwndo Med¡.o: Falta de hase legal; Tercer Medio: 
Desnaturalizadó:.s de los hechos; Cuarto Me,tlio: Violación 
al derecho de defensa; 

I 
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Considerando, que la compañía recurrente alega en 
síntesis, en su primer medio, que la sentencia impugnada 
viola los artículos 1, 2, 7, 8 y 9 del Códi,go de Trabajo, al 
declarar que en el caso existe un contrato de trabajo por 
tiempo indefnido; que el obrero recurrido no estaba subor­
dinado a la empresa; que el verdadero contrato convenido 
por ambas partes era un contrato de obra de los previSitos 
por el artículo 1779 del Código Civil; "es decir", que el 
obrero formaba par,te de un equipo que dirigía el encarga­
do del compre,sor, o sea el sub-ccmtratista; que, en conse­
cuencia la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que el contrato de trabajo es: "aquel 
por el cual una persona se obliga, mediante retribución, a 
prestar un servicio persona•l a otra, bajo la dependencia 
permanente y direcdón inmediata. o delegada de ésta"; que 
1a Cámara a-qua estableció por todos: los e'1ementos de jui­
cio administrados en la causa, que Antonio de los Santos 
trabajaba con la Compañía Diestch como, manejador de 
"comprescres" para abrir zanjas, uno de los trabajos a que 
::e dedica la empresa ahora recurrente; que ese trabajo lo 
realizaban a peso la hora, regularm.ente 8 horas diarias, los 
días laborados; que el obrero recurrido estaba a la disposi­
ción de su patrono todas las veces que éste lo requiriera y 
que su labor la realizaba de conformidad con las instruc­
ciones recibidas; que no es preciso, como lo ailega la recu­
rrente, que ese trabajo fuera 1a "finalidad exclusiva de la 
em,presa", basta que se trate de una de sus actividades; 
que en esas circunstancias es evidente que la Cámara a-qua 

al estimar que Antonio de los Santos había convenido con 
la recurrente un contrato de trabajo conforme lo define el 
artíbulo lo. del Código de Trabajo y de que este contrato 
era por tiempo indefinido, no ha incurrido en las violacio­
nes señaladas por la recurrente, por lo que el medio, que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Cons.idrando, que en su segundo medio la Empresa a'1e­
ga, en síntesis, que :la sentencia carece de hase legal porque 
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ha dejado de ponderar varios documentos que la recurren­
te depositó para su examen "espe-:!íficamente la Certificai.. 
ción expedida por el delegado del Secretario de Estado de 
Trabajo para la región Este del país, señor N emén Hazim, 
en fecha 26 de junio del año 19175, documento en el cual el 
st:'ñor Félix Maria Cabrera niega haber sido despedido 
nunca", el Juez a-quo, expresa la recurrente, no dice nada 
al respecto; que en cuanto al tercer elemento "tipificante" 
del contraito de trabaj.o po,r tiempo indefinido, "en la espe­
cie tampoco existe la continuidad indefinida"; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impugf­
nada muestra que por las dedarac.i0u1:es testimoniales se es­
tableció que él recurrido es:taba subordina.do a la empresa 
'Y que ésta le tenía a su disposición durante tod.o el tiempo 
en que lo necesitara, lo que basta para que el Juez estima­
ra, conforme resulta del artículo 7 del Código de Trabajo, 
que su trabajo era por Hempo· indefinido; qt;.e, en cuanto 
a que el Juez a-quoi no expresa nada sobre 1a Certificación 
aiudida por la Empresa esa omisión, que es: la única seña­
lada por la recurrente, no puede estimarse ccmo falta de ba­
se legal, pues obviaraente no se refiere al caso ocurrente, 
es decir, la demanda: hecha por el recurrido Antonio de los 
Santos; que, por todo cuanto antecede, el medio que se exa­
mina carece de fundamento y debe ser desestima.do; 

Considerando, que la recurrente alega en síntesis, en · 
su tercer medio, que la sentencia desnaitura:liza los hechos 
de la: causa, porque de las declaraciones de los testigos: y de 
las partes se han .deducido situaciones totalmente divorcia­
das de la verdad; que de las declaraciones del testigo Re­
yes. ,  deduce e1l Juez a·quo la existencia de un contrato de 
trabafo por tiempo indefinido; que, sin embargo sus decla­
raciones resultan contradictorias, puesto que o se iban a su 
cDsa o iban a la compañía los obreros, después de termina­
do el trabajo; pero, 

Considerando, que 1.o que la recurrente llama. desnatu­
ralización no son sino las apredaciones q-.ie la Cámara hizo 
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de los hechos; que si bien Reyes declara: "Cada vez que ter­
minaba una obra entregábamos el equipo y nos íbamos a 
la casa"; y continúa diciendo: "seguíamos yendo a la com­
pa.ñía todos, los días"; en estas dos frases no hay ninguna 
contradicción, puesto que, la primera indica que terminado 
:,u trabajo, entregaban el equipo y se iban a su casa, lo que 
no los liberaba de la obligación de ir t.odos los días a su tra­
bajo y de estar a disposición del patrono; que la Cámara 
a-qu.a., al darle la interpretación señalada por la recurrente 
ha hecho la aprereiadón que le corr:esrpondía y le ha atri­
buido su verc;ladero sentido y alcance; por consecuencia el 
medio que s� examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, qrue la recurrente alega, en síntesis, en 
su cuarto y último medio, que la C*mara a-qua incurrió en 
el vicio de violación al derecho de defensa al oir al obrecr:o 
en comparecencia personal y negaxse a oir a la recurrente; 
·'pero, 

Considerando, que· la recurrente en sus conclusiones 
últimas por ante la Cámara a-qua, concluyó al f�ndo en es­
ta- folt"ma: "El Dr. Darío Fernánde·z. deja sin efect.o sus con­
clusiones anté-riores y concluye manteniendo su res,erva de 
recurrir en casación y concluye en cuanto, al fondo, que se 
declare regular y válido el recurso de apelación de que se 
tra:ta, revoquéis tota,lmente la . sentencia impugnada, y en 
consecuencia rechazar las demandas de los reclamantes por 
in•.p:rocedentes e infundadas; Condenar a dichos señores al 
pago de las costas, ordenrando S1U distracción en nuestro 
provecho, po1' haberlas avanzado en su totalidad. Que se 
nas conceda un plazo de 20 días paro. ampliar conclusio­
nes"; que de lo citado resulta que la recurrente no recurrió 
e.n casación sobre la petición relativa a la comparecencia 
personal solicitada. y concluyó al fondo pidiendo la revoca­
ción de la sentencia impugnada; que indudablemente, si la 
recurrente estimó que se le había lesionado su derecho de 
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defens:a al negársele la comparecencia per.s'Onaf, podía, y 
no lo hizo, recurrir contra esa sentencia; en consecuencia 
el medio que se examina carece de fundamento como los 
anteriores; 

Por tales motivos:, Primero: Rechaza el recurso de ca­
sación interpuesto por la: Constructora Diestch, C. por A., 
contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado 
el� Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 26 
de junio de 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en pa'l'te 
anterior del presente fallo; y Segundo,: Condena a la recu­
rrente al pago de las costas, y las distrae a favor del Dr. 
Bi�nvenido Montero de los Santos, quien afirma haberlas 
avaszado en su totalidad. 

Firmados: Néstor Contin Aybar.- F. E. R,avelo de la 
Fuente.- Manuel A. At·1üama.- Francisco Elpidio Be­
ras.- Joaquín M. Alvaxez Perelló.- Juan Bautista R,ojas 
A1lmánzar.- Máximo Lovatón Pitta1uga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Es:paillat.- Ernes­
to Curie! hUo, Seer-etario General. 

La preseste sentencia ha sido dada y firmada po,r los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.- (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
frecha 17 de jurn,io y 21 de agosto de 1975. 

Materia: Correccional. 

Rwurrente: Jacinto Antonio Lee Peña y compartes. 
Ahogado: Dr. José María Acosta Torres. 

Interviniente: Heroína Montilla González Vda. Cosme y comparte. 
Abogados: D¡res. Miguel Tomás García y Guillermo A. Soto iRo­

sa:ri.o. 
Abogado de la interviniente Petronilla Javier: Dr. Fran­
cisco Chía Troncoso. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana . 

• 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Feroondo E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista! Rojas Almán,. 
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hern.ández Espaillat, asistidos del Se­
cretario General, en la SaJla donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na· 
ciosal, hoy día 19 de Abril del 1978, años 135' de la Inde­
pendencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pú­
blica, como Corte de Casa:ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recur3os de casación interpuestos: conjunta­
mente por Jacinto Antonio Lee Peña, domini,cano, mayor 
de edad, soltero, empleado privado, cédula 116,144, serie 
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Ira., dmnic:iliado en la casa No. 6 de la ca:lle 25 del Einsan­
che Luperón, en esta ciudad; y la Compañía de Seguros Pe­
p,ín, S. A., con: domicilio social en la casa No. 46 (altos) de 
la calle Palo Hincado, de esta ciudad; y también por Simón 
Bolív·ar Piña Luciano, dominicaso, mayor de edad, soltero, 
chofer, cédula 26100, serie 12, Angel Dolores Susaña, domi­
ciliado y residente, �1 primero, en San Juan de la Maguana, 
y el segundo en la e.asa N9 60 de la calle Juan E;vangelista 
Jiménez de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Se­
guros, C. por A., con su domicilio social también en esta 
ciudad; los primeros, contra las sentencias incidental de•l 
17 de junio de 1975, e igualmente contra la dictada sobre 
el fondo el 21 de agosto del mismo año, ambas por la Cor­
te de Apelación de Santo Domingo; y los segundos contra 
la última•; sentencias cuyos dispositivos se copian más ade­
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la: lectura del rol; 

Oído al Dr. Guillermo Antonio Soto Rosario, cédula 
9788, serie 48, por sí y en representación del Dr. Miguel 
Tomás García, cédula 52947, serie lra., abogados de los in­
tervinientes Heroína Montilla González Vda. Cosme, y Yo­
cr...s:ta Altagracia Cosme MontHla de Cabrera, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Francisco L. Chía Tro.ncoso, cédula 44919, 
serrie 31, abogado de la interviniente Petronila Javiex, cé­
dula. 9•585, sede 49, en la lectura de sus cPsdusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
ce la República; 

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se­
cretaría de la Corte a-qua, el 17 de junio de 1975, y el 21 
de agosto de 1975, por el Dr. Luis Eduairdo Romero R., cé­
dula 211417, serie 2, a nombre y representación de Jacinto 

I Antonio Lee Peña, y la Seguros Pepín, S. A., contra las 
sestencias dictadas por la Corte de Apelación de Santo l)ot-
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mingo, actas en las ouales no se propone ningún medio de­
terminado de casación; 

Vista el acta del recurso, levantada en 1a Secretaría 
de la Corte a-qua, el 27 de agosto de 1975, a requerimiento 
del Dr. José María Acosta .Torres, cédula 32511, serie 31, a 
nombre y representación del prevenido Simón Bolívar Pi­
ña Luciano, Ange,l Dolores Susaña, y de la Compañía Do-
1"ünicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta­
da el 12 d2 agosto de 19'75, por la Corte de Apelación de 
S:::nto Domingo, a.eta en la cual tampoco se propone ningún 
medio de,terminado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes Simón Boliva[" 
Piña Luciaso, y la Compañía Dominicana de Seguros C. por 
A., firmado por su abogado, Dr. José María Acosta Torres, 
cédula 32511, serie 31, el 20 de diciembre de 1976; memo­
rial en el cual se proponen los medios de casación que se 
indicarán más adelante; 

Visto el escrito de la interviniente �tronila Javier, 
del 20 de diciembre de 1976, firmado por su abogado, Dr. 
Francisco L. Chía Troncoso; 

Visto el escrito de los intervinientes Heroína Montilla, 
cédula 26628, serie 13, y Yocas,ta Altagrada Cosme Monti� 
lla de Cabrera, cédula 152269, serie lra., del 20 de diciem­
bre de 19'76, firmado por sus abogados, doctores Guillermo 
Antonio Rosario y Mig1ue1l Tomás García; 
.. 

La: Suprema Oo,rte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos los textos legales menciona.dos por los re­
currentes, que se indicarán más adelante; y los artículos 
49 y 52 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito de Vehícu­
los; 1383 y 1384 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 10 
de la Ley 4117, de 19'55, sobre Seguro Obligato["io contra 
daños ocasionados por vehículos de motor; y 1, 37, 62 y 65 
de la Ley sobre Procedimiesto de Casación; 
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Considerando, que en las sentencias impugnadas, y en 
los documentos a que ellas s:e refieren, cunsta lo siguiente : 
a l  que con motivo de un accidente <le tránsito en el cual 
una persona resultó muerta, y otra con lesiones: corporales, 
la Sexta. Cámara de lo Penal del Juzgado de Primern Ins­
tancia del Distrito Nacional dictó el 11 de diciembre de 
1974, en atribuciones correccionailes, una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribe en el de, la ahora impugnada'; b) 

que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Apela­
ción de Santo Domingo dictó e'1 17 de junio de 1974, una 
primera sentencia por la cual resolvió aplazair, para deci­
dirlo con el fondo, un incidente suscitado por Seguros Pe­
pín, S. A.; e) que el 21 de agosto, de 19i75, 1a ci:tada Corte 
dictó en atribuciooes: correccionales la sentencia ahora im­
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así : "FALLA: 
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la 
forma los recursos de apelación inteirpuestos: a) por el Dr. 
Eduardo Norberto, a nombre y representación de Jacinto 
Lee Peña, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; b) por 
el Dr. José de Jesús Bergés:, a nombre y represestadón de 
Jacinto Lee Peña, como par.te civil constituida; e l  por el 
Dr. Bienvenido Canto Rosario y Dr. José Maria Acosta To­
rres, a nombre y representación de la persona civil.mente 
iresponsable Angel D. Susaña, el prevenido Simón Bolívar 
Piña Luciano, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A., (SEDOMCA) ; d) por el Dr. Francisico Chía Tronco.­
w, a nombre y representación de Petron.ila Javier, parte 
civil constituida, contra sentencia dictada por la Sexta Cá­
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
.Nacional, en fecha 11 de dkiembre de 1974; cuyo disposi­
tivo dice así : 'Falla: Primero: Se declara a los nombrados 
Jacinto Antonio Lee Peña y Simón Boilívar Luciano, culpa� 
bles de violar la ley 241 en perjuicio de José Benjamín 
Cosme y Pedro María Javier, y en consec:uencia se, condena 
al pa:go de usa multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) y cas­
ias cada uno, acogiendo en su favor circunstancias ate-
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rmantes; Segundo: Se declara buena y válida las consti­
tuciones en partes civiles intentadas por Heroína Montilla 
González Vda. Cosme y Yccasfa Altagracia Cosme Monti­
lla de Cabrera, Petronila J avi-er, por sí 'Y en su doble cali· 
dad de madre y tutora legal de Los menores Pedro Maxía 
Jevier y José Benjamín Javier, y Jacinto Antonio Lee Pe­
ña, en contra de Simón Bolívax Piña y Angel Dolores Susa.­
ña, por haberlas hecho de acuerdo a: las disposiciones lega­
lt>S ; Terrero: se condena a fos señores. Ja!Cinto Antonio Lee 
Peña en su doble caltdad de prevenido y persona civilmen­
te responsable; Simón Bo1ív1ar Pina Luciano 'Y Angel Do· 
lores Susaña, los dos últimos solidariamente como preve­
nido y persona· civilmente responsable respectivamente, al 
pago de una indemnización de Un Mil Pesos Oro (RD$ 
1,.000.00) a favor de la señora P�tronila Javier, como justa 
reparación por los daños y perjuicios, mora.les· 'Y materia­
les sufridos por ella como motivo del accidente y golpes y 
heridas recibidos por su hijo menor Pedro María Javier, 
en dicho accidente, así como a:l pago de los intereses lega­
les de la suma acordada a título de indemnización comple,­
m.entaria a partir de la fecha de la· deunanda en j usticia, 
más al pagü de las costas civiles con distracción de las mis­
mas en provecho de los Dres. Reine H. Batista Arache y 
Feo. L. Chía Troncos.o, quienes: afirman haberlas avanzado 
en su totalidad; se rechazan las conclusiones de dicha par­
te civi'l en cuanto, a sus demás aspectos po,r improcedentes 
y mal fundadas; Cuarto: Se condena a los señores Jacinto 
Antonio Lee Peña, Simón Bolívar Pina Luciano y Angel 
Dolores Susaña, los dos últimos solidariamente, al pago de 
1ai- siguienrt:es indemnizaciones la. suma: de Tres Mil Pesos 
Oro (RD$3,000.00 J a favor de la señüra Heroína Montilla 
González V da. Cosme y la suma de Tres Mil Pesos Oro 
(RD$3,000 .00) a favor de la señora Yocasta Altagracia Cos­
me: Montilla de Cabrera, esposa e hija del fenecido José 
Benjamín Cosme, como justa reparación por los daños y 
pErjuicios moral.es y materiales sufridos po,r ella con moti-
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vo de la muerte del señor Benjamín Cosme en dicho acci­
d€:nte así como al pago de los intereses legales de la suma 
a.cordada a título de indemnización complementaria a pax­
tir de la demanda en jus;ticia; Quinto: Se condena a los se-­
ño·res Jacinto Antonio Lee Peña, Simón Bolívar Pina Lu­
ciano, Angel Dolores Susa.ña y la Compañía de Seguros 
Dominicana de Seguros, C. por A., y Seguros Pepín, S. A.; 
a.l pago de las costas civiles con distracción de las mismas 
en provecho de los Dre·s. Migue,1 Tomás García y Guill.eT­
mo Soto Rosario, quienes afirman habedas avanzado e.n su 
totalidad; Sexto: Se condena a Simón Bolívar Luciano y 
Angel Dolores Susaña, so11idariamente al pago de una in­
demnizaciós de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de 
Jacinto Antonio Lee· Peña como justa reparación por los 
daños: morales y materiales sufridos por él a consecuencia 
de dich accidente, así como al pago de los intereses lega­
ler. de la suma acordada a título de indemnización supleto­
ria a partir de la demanda en justicia, más al pago, de las 
costas civiles; Séptimo: Se ordena que la presente senten­
cb le sea Común y Oponible a la Compañía de Seguros 
Pepín, S. A.; y Dominica.na de Seguros C. por A., por ser la 
entidad aseguradora de les vehículos que Ócasionaron el ac­
cidente; Octavo: Se rE;chazan fas constituci.ones de los 
Dres. Bienvenido Canto Rosario y José María Acosta To­
rres, Luis E,. Norberto y Bergés M. Martín,, abogados de la 
ddensa y representaciones de la Compañía aseguradora 
por improce<lentes y mal fundadas; "por estar dentro del 
pkzo y demás formalidades legales'; SEGUNDO: Admite 
como regular y válida la consütuc.ión en parte civil hecha 
por la señora Petro.nila Javier del Rosario, a nombre y re­
presentación de su hijo menor Pedro María Javier, por re­
posar en derecho y la rechaza en cuanto se refiere a repre-­
sentar a su hijo menor José Benjamín, por improcedente y 
mal fundada en cuanto a este co--prevenido por haber su­
cumbido ambas partes y condena a Petronila Javier al pa­
gc de las costas civiles del incidente con distracción de las 
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mismas en provecho del Dr. Luis E. Norberto; TERECERO: 
Pronuncia el defecito de la Compañía de Seguros Pepín S. 
A., y la parte civilmente responsable Angel Dolores Susa­
ña por falta de concluir al fondo; CUARTO:� Revoca la 
sentencia: recurrida y la Corte por propia autoridad:  a) de­
clara a los nombrados Jacinto Antonio Lee Peña y Simón 
Boilívar Luciano, culpables de violar la ley 241; go,lpes y 
heridas involuntarias producidas con el manejo o conduc­
ción de vehículo de motor, en perjuicio de José Benjamín 
Cosme y Pedro María J avie,r y en consecuencia se condena 
a Jacinto Antonio Lee Peña al pago de una multa de No­
venta Pesos Oro (RD$90.00) y a Simón Bolívar Pina Lucia­
no al pago dé una mulrta de Treinta Pesos Oro (RD$30.00 ) 
y a pagar las costas acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes en la medida de su culpabHidad ; b) por Petroni­
la Javie[', en su calidad de madre y tutora legal de su hijo 
menor Pedro María JavieT, hijo natural del fenecido Jo­
sé Benjamín Cosme y Petronila Javier, en contra de Jacin­
to Lee Peña, Simón Bolív,ar Pina Luciano y Angel Dolores 
Susaña, por haber sido hecha en tiempo hábil y de acuerdo 
a la ley; c) rechaza la constitución en parte civil intenta­
da por Petronila Javier por si como concubina de José Ben­
jamín Cosme, 'Y como madre y tutora de su hijo menor 
José Benjamín Javier, por improcedente y mal fundadas; 
d) condena a Jacinto Antonio Lee Peña en su doble cali­
dad de prevenido y persona civilmente responsable: 1) al 
pa,go de una indemnización de Setencientos Pes.os Oro 
(RD$700.00 l a favor de la señora Petronila Javier, como 
justa reparación por los daños: y perjuicio, morales y ma­
teriales sufridos por ella con moitivo de los golpes y heri­
d&.s recibidos por su hijo m'enor Pedro María Javier, en di­
cho accidente como hijo na1lural de Benjamín Cosme, así 
como al pago de los intereses. legales de la suma acordada 
a título de indemnización complementaria a partir de la de­
manda en justicia ;  2) al pago de una indemnización de Dos 
Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) a favor de Heroína Montilla 
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González Vda. Cosme y b) la suma de D0s Mil Pesos Oro 
(RD$2,000.00 J a: favor de Yocasta Altagracia Cosme Mon­
tilla de Cabral en su calidad de esposa e hija Legítima res­
pectivamente del fenecido (Víctima) José Benjamín Cosme, 
como justa reparación por los daños y perjuicios morales 
y materiales sufridos por cada: una de ellas con motivo del 
accidente y la muerte del señor Benjamín Cosme, en di­
cho accidente, así como al pago de 1os intereses legales de 
la suma acordadét a título de indemnización complementa­
ria a partir de la demanda en justicia; e) condena a Simón 
Bolívar Pina Luciano y Angel Dolores Susa.ña, prevenid.o 
y parte civil constituida respectivamente; ler. ; al pago 
de 'la suma de Trescientos Pes.os ÜTo (RD$300.00) a favor 
de Petronila Javier, como j usta reparación por los daños 
y perjuicios morail,es y materiales sufridos por ella con 
motivo del accidente, así como al pago de los int.ereses le­
gales a partir de la demanda en justicia, como indemniza­
ción complementa.Tia; 2) al pago de la s:uma de Mil Pesos 
Oro (RD$1,000.00 ) a favor de Heroína Monfü1a González 
Vda. Cosme; 3) al pago de La suma de mil pesos oro (RD$ 
1,000.00) a favor de Yocasta Altagracia Cosme Montilla 
de Cabrera, como justa reparadón por los daños 'Y per­
juicios sufridos por ella con motivo de la muerte de Jo· 
sé Benjamín Cosune, e&iposo y padre legítimo de ellas res­
pectivamente, en dicho accidente así como al pago de los 
intereses le�es de la: suma acordada a título de indemni'" 
zación complementaria a partir de la demanda en j usticia; 
f) condena a Jacinto Antonio Lee Peña, S1món Bolívar Pi­
na Luciano y Angel Dolores Susaña a1 pago de las costas 
penales v civiles del procedimiento con di·stracción de las 
civiles en provecho de los Dres. Miguel Tomás García, 
Guillermo Soto Rosario, José de Jesús Bergés, Francisco 
Chía Troncoso, H. N. Batista1 Arac:he, abogados de la parte 
civiles constituidas quienes afirman haberlas avanzado 
avanzado en su totalidad; g) Ordena que la presente sen­
tencia sea común y oponible a la Compañía de Seguros, Pe-
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pín, S. A., en proporción que le corresponden a Jacinto 
Antonio Lee Peña por estar asegurado el vehículo de éste 
que ca'U:Só el accidente y en virtud del articulo 10 de la ley 
4117; h) asimismo ordena que la sentencia sea común y 
oponible a la Compañía de Seguros Dominicana de Segu­
ros, C. por A. , (SEDOMCA) e,Ji la proporción que le corres­
ponde a Simón Bolívar Pina: Luciano y Angel Dolores Su­
saña, por ser la aseguradora. del vehículo propiedad de An­
gel Dolores Susaña que causó el accidente en parte y en 
virtud de lo dispuesto por el artículo 10 de la le,y 4117, so­
bre Seguros óhligatorios de Vehículo de Motor" ; 

En euanto a los recursos de la Seguros Pepí111, S. A. 

Considerando, que procede declarar nulos, los recursos 
d<:! la Seguros Pepín, S. A. , en vista de que dicha recurren­
te no ha expuesto los medios en que los fundan, según lo 
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Pro­
cedimiento de Casación; por lo que solamente se procede­
:.á al examen del recurso de su asegurado, el prevenido 
ue Peña; 

Considerando, que en su memorial, los recurrentes Pi­
na Luciano, Susaña y la Compañía Dominicana de Segu­
ros, C. por A., exponen y alegan, en síntesis, y en definiti­
va, que el único penalmente responsable del accidente fue 
el prevenido Peña Lee, quien declaró por anite los jueces 
de! fondo que él transitaba por la calle Francis1co Villaes,­
pesa, de este a oeste, y al llegar a la intersección de la ca­
Dc, Manuel Ubaldo Gómez, vio que por dicha calle se apro­
ximaba la camioneta manejada por Pina Luciano,; que en 
lugar de detenerse, come lo prescribe la: ley que rige la ma­
teria Peña Lee siguió su marcha, chocando la camioneta 
por su lado izquierdo, la que al desviarse hacia su derecha 
atropelló a José Benjamín Cosme y a,1 menor Pedro María 
Javier; que Lee Peña, además, penetró a la i·ntersección a 
exceso de veloci:dad, �ircunstancia que explica que pudie-
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ra desviar violentamente la camioneta cargada mayormen­
te de cemento ; que, por otra parte, la sentencia carece de 
una relación coherente y suficiente de los hechos y cir­
cunstancias de la causa, lo que impide a. la: Suprema Corte 
de Justicia establecer si en el caso se ha hecho o no una co­
rreda aplicación de la ley; sin desdeñar que en la senten­
cia impugnada se ha omitido estatuir sohre la indemniza­
ción reclamada po,r Lee Peña, constituido en parte civil, ni 
se dan motivos j ustificantes del monto de las indemniza­
ciones acordadas; perro, 

Considerando, que el examen del fallo impugnado re­
vela que la Corte a·qua, tras describir las vías por donde 
transitaban los vehículos manejados por Lee Peña y Pina 
Luciano, la dire<!ción en que respectivamente lo hacían, y 
otros hechos y circunsrtancias que se expondrán más ade­
lante, estimó que el accidente se debió al exceso de veloci­
dad a que transitaban ambos conductores, 'Y la imprudencia 
e inobservancia de la ley en que .incurrieron al lle,gar a la 
intersección de las calles ya mencionadas, s:in observar las 
reglas del tránsito, y siguiendo su marcha, sin hacer nada 
para evitar el accidente; que de lo expuesto resulta que la 
Corte a-qua, al dictar su fallo, también retuvo faltas a caT· 
go de Peña Lucia.no, y que además la sentencia impugnada 
ccntiene una relación de los hechos y circunstancias de la 
causa que han permitido a la Suprema Corte de Justicia es· 
tablecer que, en el punto examinado, se ha he.cho una co­
rrecta aplica:ción de la ley; que en lo reilati:vo a que no se 
acordara a Lee Peña, indemnización alg1.ma, los recurren­
tes carecen, obviamente, de interés en suscitar tal alegato; 
y, por último, en ·cuanto a la fa:lta de motivos: justificativos 
de las indemnizaciones acordadas a las personas constitui­
das en parte civil, en la sentencia impugnada se consignan 
les fundamentos de hecho y de derecho justificativos de los 
mi&mos, oomo se expresará en otra parte de este fai1lo ; que 
por todo lo expuesto los medios y alegatos del memorial se 
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desiestiman por no haberse incurrido en los vicios 'Y viola· 
cienes denunciados; 

En euainto .a: los recursos de los prevenidos. 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po­
ne de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar la cul1. 
pabilidad de los prevenidos Lee Peña y Pina Luciano, dio . 
por establee.ido mediante. la p.onderación de los elementos 
de juicio que fueron aportados regulonnente a la causa, los 
siguientes hechos : al  que en la mañana del 11 de setiem­
bre de 1972, ocurrió una colisión en la intersección de las 
calles Manuel Ubaldo Gómez y Francis:eo Villaespesa, de 
esta ciudad, entre la camioneta placa Ap-96117, registro 
152366, propiedad de Angel Dolores Susa.ña, asegurada 

. con la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y ma­
nejado por Simón Bolívar Piña Luciano, que transitaba de 
Norte a Sur, por la primera de las vías n.encionadas, y el 
automóvil placa 111-664 propiedad de Jacinto Lee Peña, 
asegurado con la Unión de Seguros S. A. , que era maneja­
do pocr su propietario, po:cr la ca.lle Francisco Villaespesa, 
de Este a Oeste; b) que al ser chocada. la camioneta por Lee 
Peña, ésta se desvió a la derecha y atropelló en la acera del 
mismo lado a. José Benjamín Cosme, quien resultó muerto, 
y al menor Pedro María Javier, quien resultó con trauma­
tismos y laceraciones diversas, que curaron después de 10 
días y antes de 20; y c) que el a:ccidente se debió, como ya 
antes fue dicho, a que al llegar a la intersección de las ca· 
11es que ya fueron mencionadas, ninguno de los vehículos, 
que ,transitaban a excesiva veloddad, se detuvo, y conti­
nu�ron la marcha, sin tomar medidas algunas que evitaran 
el cacidente; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu­
raban a cargo de loSJ prevenidos Lee Peña y Pina. Luciano, 
el hecho de ocasionar la mue,rte invo,luntariamente, y, ade­
más, heridas y golpes, por imprudencia, con el manejo de 
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un vehículo de motor, previstos por el artículo 49 de la 
Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, y san­
cionadoo, el primero, en el inciso 1 del referido artículo, 
con prisión de dos a cinco (5) años, y multa de quinientos 
(RD$500.00) a dos mil pesos (RD$2,000.00 } ,  si el accidente 
ocasionare la muerte a una .o más personas, 'Y el segundo 
con la pena de prisión de tres (3) meses a un (1) año de pri­
sión, y multa de cincuenta (RD50.00) a trescientos pesos 
(RD$300.00 1 si el lesionado resultare enfermo o imposibili­
tado para dedicarse a su trabajo p,or diez' días o más, pero 
menos de veinte, tal ,como ocurrió en la esrpecie; que, en 
ccnsecuencia, al condenar la Co,rte a-qua a los prevenidos 
Jacinto Antonio Lee Peña y a Simón Bolívar Pina Lucia­
no, po,r aplicación de la regla del no cúmulo de penas y 
acogiendo, en su favor cireunstancias atenuantes, a las su­
mas de RD$50.00, y RD$30.00, respectivamente, les aplicó 
a dichos preventdos t..na pena ajustada a la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es­
tablecido que el hecho de los prevenidos había ocasionado 
a las personas constituidas en parte civil daños; y perjui­
dos materiales y morales cuyo monto aipreció soberana­
mente en RD$700.00; en cuanto a Petronila Jiménez, ma­
dre y tutora legal del menor Pedro María Javier, RD$ 
2,000.00, en cuanto a Heroína Montilla González Vda. Cos­
me, y RD$2,000.00, eh cuanto a Alta:gracia Oosme Montilla 
Vda. Cabral, cónyuge superviviente, e hija legítima, res­
pectivamente, de José Benjamín Cosme, y del mismo modo 
en RD$300.00, relativamente a Petronila Javier; RD$1,000.-
00, en cuanto a Heroína Montilla González Vda. Cosme; y 
RD$1,000.00 en cuanto a Yocasta Cosme Montilla Cahral, 
en las calidades ya n_encionadas; que, por tanto, al conde­
nar, en el primer caso, a Jacinto Antonio Lee Peña, y en 
el segundo, a Simón Bolívar Pina Luciano y a Angel Dolo­
r es Susaña, puesto en causa como civilmente responsable 
el último, al pago de dichas s1Umas, y al pago de los intere­
ses de las mismas, a partir del día de la demanda, como in-
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dmmiz.a:ción complementaria¡ y al ha:cer oponibles dichas 
condenaciones, en cuanto a cada una concierne, a la Com· . 
pañía Dominica.na de Seguros, C. por A., y a la Seguros Pe­
pín, S. A., la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de 
lús artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la 
L�y 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehíhculos 
de Motor; 

Considerando, que examinadas en siu.s demás aspectos 
las sentencias impugnadas, no contienen vicios algunos 
que ameriten su casación; 

Por tales motivos, Primeroi: Admite como· intervinien­
tef: a Petroni-la'. Jiménez Javier, Heroína Montilla González 
Vda. Cosme, y a Yocasta Altagracia Oosrme Montilla de Ca­
brera, en los recursos de casación interpuestos por Simón 
Bolívar, Pina Luciano y la Compañía Dominicana de Segu· 
ros, C. por A., de una parte, y de la otra, a Jacinto Ant. 
Lee Peña y a Angel Dolores S,usaña, y a la Unión de Segu­
ros Pepín, S. A., contra las sentencias dictadas por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones correccio· 
nales, el 17 de junio de 1975, y el 12 de agosto del mismo 
año, cuyos: dispositivos se han transcrito en parte anterior 
del presente fallo; Segundo,: Declara nulo el recurso de la 
Seguros Pepín, S. A., contra las referidas sentencias: Ter­
cero: Rechaza los recursos de los prevenidos Jacinto Anto­
nio Lee Peña y Simón Bolívar Ludano; Cuarto: Condena 
a dichos prevenidos al pago de las cositas penales, y a An­
gel Susaña, al pago de las civiles, cuya distracción se dis­
pone en provecho de los Dres. Francisco L. Chía Troncoso, 
Miguel Tomás García y Guillermo A. Soto Rosario, aboga­
oos de los intervinientes, con oponibilidad de las mismas 
a las Compañías Dominicana de Seguros, C. por A., y a la 
Se,guros Pepín, S. A., dentro de los términos de las respeo­
ti vas Pólizas. 

Finnados:  Néstor C.ontín Aybar.- F. E. Ravelo de la 

Fi.;.ente.- Manuel A. Amiama.- Francisco Elpidio Be· 
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ras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Rojas 
Almánzar.- Máximo Lovatón Pitta1uga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Joaquín L .  Hernández Espaillat.- Eir­
n€sto Curiel hifo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados: y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) :  Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco­

rís, de fecha 29 de octubre de 1975. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Juan Perera Niúñez. 

Abogado: Dr. Bienvenido Canto y Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fueillte, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al.."llán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga, Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos, del Secre­
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la 
ci:udad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 

• día 19 de a:hril del 1978, años 135' de la Independencia y 
115' de la Restauración, dicta en audiencia: pública, como 
Corte de Ca:sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Pe­
rera N úñez, dominicano, mayor de edad, soltero, mecáni­
co, domicilia:do en esta capital, cédula 6670 serie 23, contra 
la sentencia incidental dic<tada el 29 de octubre de 19'75 por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en atribu­
ciones criminales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Dr. José T. Chía Troncoso, en representación 
del Dr. Bienvenido Canto y Rosario, cédula: 16776 serie 47, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del nr. Bien­
venid Canto Rosario, en representación del Dr. Ramón 
Pina Acevedo M., a nombre del recurrente Perera; Acta: en 
la cual no se propone ningún medio determinado de ca­
sación; 

Visto el memorial del recurrente, del 16 de noviembre 
de 1976, suscrito por su abo,gado en casación Dr. Canto y 
Rosario, en el oual se proponen contra la sentencia impug­
nada ln� medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber defr 
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu­
rrente; y los artículos 1, 34 y 65 de la Ley sobre Procedi­
miento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, como consecuencia de una causa criminal seguida con­
tra Héotor Rafael Torres Frías, el Juzgado, de Primera Ins­
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, des­
pués de la debida instrucción preparatoria, dictó el 27 de 
junio de 1974 una sentencia con el siguiente dispositivo: 
'Falla: Primer,o: Se declara a Héctor Rafael Torres Frías 
culpa:ble del crimen de Homicidio Voluntario, hecho pre­
visto y sancionado por los artículos 295 y 304 párrafo II 
del Código Penal, eri perjuicio de Mercedes Luisa Perera 
Núñez; Segundo: Se condena a 3 años de trabajos públicos; 
Tercero.: Se condena al pago de las costas'; b) que sobre ape­
lación del a:ctual recurrente Perera Núñez, intervino la 
�ntencia incidental ahora impugnada, cuyo dispositivo di­
ce�: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible, por no 
ser parte en el proceso, el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 7 de julio de 1975, por el Doctor Ramón Pina Ace-
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vedo Martínez, a nombre y representación de Juan Perera 
Núñez, contra seil!tencia del 27 de junio de 1974, rendida en 
atribuciones criminales, por el Juzgado de Primera Instan­
cia de este Distrito Judicial de San Pedro de Ma.corís, que 
condenó al acusado Héctor Rafael Torres Frías a stUfrir la 
pena de tres (3) años de trabajos públicos y al pago de las 
cositas, por el crimen de homicidio voluntru'io en la perso­
na de Mercedes Luisa Perera Núñez.- SEGUNDO: Decla­
ra irrecibible, en razón de haberlo sMo por primera vez en 
grado de alzada, la constitución en parte civil hecha me­
diante comunicación dirigida. en fecha. 28 de mayo de 1975, 

al Ministerio Público de esta Corte, por Francisco Perera 
Núñez, Vida! Perera Núñez, Santiago Perera Núñez 'Y Pe­
dro Perera Núñez.- TERCERO: Da acta al Doctor Ramón. 

Pina Acevedo Martínez en el sentido de que no representa 
en esta instancia a Francisco, Vidal, Santiago y Pedro Pe­
rera Núñez.- CUARTO: Reenvía para el miércoles día tres 
(3 J del mes de diciembre del año en curso, de 1975, a las 
nueve horas de la mañana., el conodmiento de la presente 
crausa seguida. a Héctor Rafael Torres Frías, acusado del 
crimen de homicidio voluntario en la persona de Mercedes 
Luisa Perera Núñez, a los fines de su mejor sustentación.­
QUINTO: Ordena la citación del acusa.do y demás personas 
que como testigos figuran e:n el proceso.- SEXTO': Conde­
na a Juan P.erera Núñez. al pago de las costas civiles del 
presente incidente y reserva las penales para que sigan la 
suerte de lo principal"; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, 
el recurrente propone los siguientes medios: Primer Me· 
dio: Violación de las disposiciones de los artículos 2, 3, 65, 
66, 67 y 282 del Código de Procedimiento Criminal y 1382 

y 1383 del Código Civil.- Segundo Medio: Violación de 
las disposidones del artículo 270 del Código de Procedi­
miento Criminal.- Tercer Medio: Ausencia o falta abso1u­
fa de motivos en la sentencia impugnada así como insufi­
ciencia en la enunciación y descripción de :t:os, hechos de 
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la causa, que generan una violación de los artículos 65-30. 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 141 del Códi­
go de Procedimiento Civil.- Cuarto Medio: Desnaturali­
zación de los hechos y falta de base legal.- Quinto Medio: 
Desnaturalización 'Y desconocimiento de las pruebas del 
prooeso. Desnaturalización de los hechos de la causa (otro 
aspecto); 

Considerando, que en sus medios: de casación, reuni­
dos para su examen por tender todos a una misma tesis ju­
rídica, el recurrente expone y alega, en síntesis, lo que si­
gue: que el día 5 de octubre de 1973, o sea antes del 27 de 
jimio de 1974, focha en que el Juzgado de Primera Instan­
cia de San Pedro de Macorís dictó en sentencia sobre el ca -
so ocurrente, el ahora recurrente Perera Núñez dirigió una 
carta al Ministexio Público ante el referido Juzgado por la 
cu.al se constituyó en parte civil; que, no obstante eso, del 
5 de octubre de 1973 en adelante la causa contra Torres 
Frías siguió ventilándose hasta culminar en la sentencia 
del 27 de junio de 19N, del Juzgado ya dicho, sin que se le 
citaxa a las audiencias, como parte civil constituida desde 
su caxta del 5 de octubre; que, por esa falta de citación ape­
ló de la mencionada sentencia, reafirmando en el acta de 
apelación su calidad de parte civil; que, no obstante todo 
lo expuesito, en la sentencia de la Corte a-qua, que él im­
pugna, se le ha negado esa calidad de parte civil en el pro­
ceso ocurrente, desconociéndose el sentido y alcance de su 
carta del 5 de octubre, dirigida a una autoridad judicial 
competente para recibir esa constiuticón en parte civil, y 
quien efectivamente recibió esa carta, pero sin darle el de­
bido efecto en el Juzgado de Primera Instancia; que al no 
tener en cuenta esas circunsrtancias y el sentido de e�a car­
ta, la Corte a-qua ha violado los textos legales invocados 
y ha des,conocido las interpretaciones j urisprudenciales en 
relación con los mismos; pero, 

Considerando, que, según resulta del texto de la sen­
tencia impugnada, parn no acoger la constitución en parte 
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civil del ahora recurrente y fallar como lo ha hecho, la Cor­
te a-qua no se ha fundado en la falta de calidad del funcio-­
nario del Ministerio Público éi!l que el recurrente dirigió su 
carta del 5 de octubre de 1973 para recibir y dar efecto a la 
misma en la ventilación pública de la ca:usa, por lo cual no 
ha podido ser violado ninguno de los textos legales c1tados 
por el recurrente; que, para fallar como lo ha hecho, la Cor­
te a-qua ha dado, sobre el punto debatido, motivos com­
pJeta:mente diferentes, en los Considerandos, de su senten.-­
cia que dicen así: "que de la lectura 'Y exrunen del docu­
mento aludido por el abogado de Juan Perera Núñez no se 
desprende, ni expresa ni implícitamente la voluntad de 
Juan Perera Núñez de constituirse en parte c:i:vil en contra 
áel nombrado Héctor Rafael Torres Frías, como autor de 
la muerte de la occisa Luisa Perera Núñez

., 
que por el con­

trario, la carta en cuestión parece haber sido escrita en be­
r.e-ficio del acusado, ya que en ella se exhorta a las: autori­
dades Judiciales y Policiales de San Pedro de Macorís, "a 
investigar con profundidad y rapidez para establecer clara­
mente las circunstancias en que murió la señorita Merce-­
des Perera Núñez, porque sospechamos· que el móvil de su 
muerte no puede haber sido, una boba discusión por no de-­
jar entrar al joven Héctor Rafael Torres Frías por la puer­
ta delantera . . . sino que consideramos que puede haber 
manos criminales azuzadas por quienes siostienen con y en­
tre la familia, una larga disputa de tipo económico' ; que en 
el párrarfo 2 de dicha carta, entre oitras cosas se expresa: 
' . . .  que se realicen las pruebas médicas de lugar hasta es·­
tab1ecer la veracidad de la información en el sentido de 
que Torres Frías es f.lpiléptico . . .  ; y en caso afirmativo 
comprobar si una perrsona! con un ataque epiléptico puede 
ejecu;tar los hechos que a este joven se le imputan'.- "que 
tampoco constituye una declaración expresa n:i: implídta, 

de constitución en parte civil de Juan Perera Núñez, las ex­
presiones contenidas en el tercero y último párrafo de la 
carta examinada, pues aún cuando en ella se habla de re-
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clamación de 'nuestros derechos', es,ta 'reclamadón' y estos 
'derechos' no se refieren a los 'derechos de Juan Perera Nú­
ñez como parte civil constituida en contra del inculpado To­
rres Frías, 1:ino de sus derechos (de Juan Perera Núñez) so­
bre los 'biene-s que dejara como herencia nuestro padre' " ;  
que la Suprema Corte de Justicia estima que la  Corte a-qua, 
al interpretar la forma en que lo ha hecho la carta de que 
se trata:, no se ha apartado de su sentido y alcance; que, 
por tanto, al desconocer el ahora recurente su falta de ca· 
lidad como parte civil en lo que respecta a la vía penal, la 
Corte a·qu,a no ha incurrido en los vicios ni en las violacio­
nes de la Ley denunciados por el recurrente, por lo que los 
medios, de su memorial carecen de fundamento y deben · ser 
desestimados; 

Considerando, que el recurrente no ha puesto en causa 
en casación a su parte adversa, ni ésta ha intervenido vo­
luntariamente; por lo cual no procede estatuir sobre las 
c0stas; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa­
ción interpuesto por Juan Perera Núñez contra: la senten­
cia incidental dictada el 29 de octubre de 19<75, por la Cor­
te de Apelación de San Pedro de Macorís en sus atribucio· 
nes criminales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an­
terior del presente fallo. 

(Firmados).- Néstor Contín Aybar.- Fernando E. Ra­
velo de la Fuente.- Manuel A. Arniama.- Francisco Elpi­
dio Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautisita 
Rojas Almánzar.- Máximo wvatón Pittaluga.- Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez.- Joaquín L.  Hernández Espai­
llat.- &nesto Cu;iel hijo, S€cr:etario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
dienda pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fd.o.) Ernestq Curiel hijo. 



BOLETIN JUDICIAL 869 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnaila: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 23 de agosto de 1976. 

Materia: Trabaijo. 

Recurrente: La Artística Subero, C. por A. 
Abogado: Dir. Lupo Hernández Rueda. 

Recurrido: Pedro Mota. 
Abogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Antonio de Jesús �nardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema. Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con� 
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amia:ma, Segu:ndo Susti­
tuto de Presidente; Francisco E1pidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Ahnánzar, Máximo 
Lovatón Pittaluga, Felipe Osivaldo Perdomo Báez y Joa­
quín L. Hernández E.spaillat, asistidos del Secretai'io Ge­
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu­
dad de Santo Domingo de G�án, Distrito Nacional, ho'Y 
día 21 de abril del 1978, años 135' de la Independencia y 
115' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 

'Corte de Casación, Ja stguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación intei'puesito por la Artís,. 
tica Subero, C. por A., con asiento social en la avenida 
"Núñez de Cáceres" No. 10, de esta ciudad, contra la sen· 
tencia diciad¿r el 23 de agosto de rn76, por la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na­
d,onal, como tribunal de: segundo grado, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Luis Vílchez G., en representación del Dr. 
Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000, serie lra., abo­
gado de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

'oído en la lectura de sus conclusiones., al Dr. Freddy 
Zarzuela, en representación de los Doctores Antonio de 
Je�ús Leonardo, cédula No. 15819, serie 49 y A. Ulise:s Ca­
brera L., cédula No. 12215, s&ie 48, abogados del recurri­
do Pedro Mota, dominicano, mayor de edad, trabajador, do­
miciliado y residente en la calle "Roberto Pastoriza", No., 
163, de esta ciudad, cédula No. 9735, serie 8; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casa,ción del recurrente, deposi­
tado el 7 de octubr,e d!:? 1976, suscrito por sru abogado, en el 
que se proponen los medios de casación que luego se in­
dican; 

Visto eil escrito de defensa del recurrido, del 28 de Oc­
tubre de 1976, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 'deli­
be:rado, y vistos los textos legales invocados por la recu­
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Consid�ando, que en la sentencia impug111ada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: al que 
ccn motivo de una reclamación laboral que no pudo ser 
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo diel Distrito Na­
cional dictó el 12 de diciembre de 1974, una sentencia con 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza 
por falta de pruebas la demanda laboral intentada por el 
señor Pedro Mota contra la empresa Artística Subero, C. 
por A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al pago de 
las costas"; y b) que sobre la aipelación interpuesta,, la Cá· 
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mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis­
trito Nacional dictó la sentencia ahora impugnada, con el 
dispositivo sigui-ente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu­
lar y válido tanto en la forma,coma en el fondo el recurso 
de apelación .interpuesto por Pedro Mota contra sentencia 
¿el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fe· 
cha 12 de Diciembre de 1974, dictada en favor de La Ar· 
tística Subero, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior de esita misma sentencia y como conse­
ct::encia revoca en todas sus paTtes .dicha sentencia impug­
nada; SEGUNDO: Declara injusto el desrpido en el caso de 
la especie; TERCERO: Condena al patrono La Artística Su­
Le:ro, C. por A., a pagar al reclamante Pedro Mota, los va­
lores siiguientes: 12 días de salario por concepto de preavi­
so; 10 días de auxilio de cesantía; 8 días de vacaciones, la 
Regalía Pascual y bonificación por los 7 mes1es laborados; 
!:;, suma de RD$561.60 por concepto de horas: extras, así cD'· 
mo a una suma igual a los salarios que habría devengado 
el reclamante desde el día de la demanda y hasta la senten­
cia definiti-va, sin que excedan de tres meses, todo calcula.. 
do a base de RD$35.00 semanales ó ;RD$6.36 diario por 
aplicación del reglamento No. 6,127; CUARTO: Se conde­
na a la parte que sucumbe La Artística Subero, C. por A., 
al pago de las costas del procedimiento de ambas instan­
cias de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 
302 del 18 de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenan­
do su dis:tracción en prove·cho de loo Dres. Antonio de Je- · 
sús Leonardo y Ulises Cabrera L., quienes afirman haber· 
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo­
rial los siguientes medios de casación: "Desnaturalización 
de los, hechos y d.ocumentos de la causa. Falta de base le­
gal. Falta de motivos. Contradicción entre los motivos de 
la sentencia. Violación del artículo 141 del Código de Pro­
cedimiento Civil. Violación, por aplicación errónea, de los 
artículos 69, 72, 77, 84, 168 y 170 del Código de Trabajo. 
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Violación Ley 5235, de 1959, sobre Regalía Pascual. Vio­
lación Ley 288, de 1972. Violación del artículo 1315 del 
Código Civil. Violación de las reglas y principios que rigen 
la prueba en materia de trabajo. Violación de los artículos 
271, 272 y 413 del Código de Procedimiento Civil. Viola­
ción al'tículo 57 Ley 637 sobre Contratos de Trabajo; 

Considerando, que en relación con los alegatos de des­
naturalización de Los hechos y documentos de la causa; de 
falta de base legal y de motivos, y de contradicción entre 
los los motivos de, la sentencia la recurrente sostiene, en 
síntesis: 1) que el Juez a-quo desnaturaliza los hechos y 
documentos de la causa al interpretar "el testimonio de 
Paxedes Brito, en el sentido de que Mota era un trabajador 
con salario por rendimiento, por labor rendida, por tarea, 
cosa que no aparece en ninguna parte del expediente y en 
base a esta desnaturalización el juez a-quo dice que la for-
1.n.a de pago es indiferente, porque el ajuste es1 una simple 
forma de pago"; 2) "que también hay desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa cuando en la senten­
cia impugnada se dice que "de las declaraciones del testigo 
Escotto, también se infiere que no pudo ocurrir más que 
un despido' "; 3) que la sentencia es muda, en cuanto al 
momento en que Mota de,jó de ser ajustero y comenzó a 
S€:r traiba,jador subordinado y en cuanto al tiempo en que 
trabajó, como trabajador independiente o por ajuste, des­
pués de su última liquidación como trabajador subordina­
do; 4) que no se ponderaron las declaraciones del testigo 
Paredes Brito cuando éste afirma lo siiguiente: que Mota, 
no obstante ser un ebanista profesi:onal, no tenía "hierros"; 
que él se Los prestaba y que f.ue a buscarlos el 26 de di­
ciembre porque iba a empezar a trabajar el 24 de ese mes 
y fue en esa ocasión cuando ,presenció el despido de Mota; 
5) que existe contradicción entre los motivos de la senten­
cia impugnada porque en ésta consta que Mota fue· despe­
dido el 25 de didémbre de 1973 y el testigo Paredes dijo 
que fue el 26 de los mismos mes y año; 6) que éste mismo 
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declaró que Mota no tenía hierros, sino que usaba los de él 
y el juez a-quo :ilo ponderó con qué "hierros" trabajó, el 
testigo del 23 de setiembre en adelante, ni tampoco en qué 
empre.sa era que éste iba a comenzar a trabajar el 24 de di­
ciembre, día de Nochebuena, y fecha en que normalmente 
ne se trabaja; pero, 

CollSíiderando, que el examen de,} expediente pone de 
manifiesto que el tesrtigo Francisco José Paredes Brito de­
claró en el informativo celebrado el 27 de noviembre del 
1975, J.o siguiente: "Mota trabajaba Ebanistería, ganaba 
RD$35.00 semanales, después que lo liquidaron la última 
vez, o sea después de su última: liquidación tuvo (siic) 7 me­
ses . . . "A él lo despidieron, lo despidió e,l señor Francisco 
Subero, yo estaba presente cuando lo despidió, le dijo que 
se fuera de allá, que él era un agitador y que no le iba a 
dar ninguna liquidación, ni regalía ni nada, él tra:bajaba 
diariamente, allí siempre había trabajo, entraba a lasi se:i:s 
de la mañana y salía de seis a ocho de la noche, paraba a 
las 12 para comer y volvía a la wia de la trde, el sábdo 
también lo trabajaba, tenía ese mismo horario" ; 

Considerando, que el mismo examen revela que Ra­
fael Esootto Guzmán, testigo presentado por la Artística 
St!bero, C. por A., en el contra-i:nformativo celebrado el 
2 de junio de 1976, declaró lo siguiente, refiriéndose a: Pe· 
drc Mota: "no me doy cuenta por qué salió él" ; "Yo no es, 
taba presente, pero a mí me lo dijer.on cuando él salió de 
allá, él salló porque hubo una discusión pero no sé por qué 
fue la discusión" ; que Escotto agrega: "Yo trabajo por aju&­
te y 1:odos los que trabajaban allá era por ajuste" ; 

Considerando, que en la motivación de la sentencia 
impugnada se hace constar: "que de las declaraciones de 
los testigos oídos se desprende que el reclamante era un 
trabajador fijo de fa empresa, pues realizaba labores1 que 
eran de constante utilidad para la misma y asimismo de. las 
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dedaraciones del testigo Paredes Brito se desprende clara­
mente que fue despedido y de las del testigo Esicotto tam­
bién se infie,re que no pudo ocur.ir más que un despido, 
pues así se presume, ya que aunque este testigo expresa 
que no sahe a qué se debió la salida del reclamante, a él le 
contaron que salió como consecuencia de que hubo una dis­
cusión con el patrono en relación a un trabajo mal hecho 
por el reclamante"; 

Considerando, que asimismo, el juez a-quo motiva su 
decisión en que "el hecho de que unra persona trabaje por 
ajuste no cambia en nada la naturaleza del contrato, esto 
es, la forma de pago no influye en nada en la tipificación 
del contrato y en el contrato por tiemrpo indefinido se pue­
de pagar en cualquier forma, sin que tenga ello ninguna 
trascendencia"; 

Considerando, que todo lo anteriormente transcrito re­
vela que el juez a-quo no incurrió en desnaturalización al-
guna .al estabJecer que Pedro Mota era un trabajador fijo 
de la empresa pm tiempo indefinido, que fue despedido in­
jutificadamente, puesto que si fue considerado "ajustero", 
no lo fue para una obra .o servicio determinado, sino que 
por el contrario, pudo comprobarse que el mismo era un 
"ebanista", que trabajaba: diariamente, en el lO<!al de la in­
dustria denominada "Artística Subero, C. por A.", de la 
cual dependía permanentemente; que, por .otra parte, el es­
tablecimiento del despido no se fundamento, exclusivamen­
te en lo que se .infiere de las declaraciones del testigo Es­
cotto, sino que con esto no se hace sino corroborar las de'­

claraciones del también testigo Paredes Brito, de las cuales 
estima el juez a-quo se "desprende claramente que fue des­
pedido Pedro Mota"; que además la sentencia impugnada! 
establece que este último trabajó sriete :meses después de su 
última liquidación; que los demás argumentos del recu­
rrente, en cuanto a los vicios señalados ppr él como conte· 
nidos en la sentencia impugnada, a que ya se ha hecho re-
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ferencia, carecen de eficacia por cuanto siólo se, refieren a 
la credibilidad dada a las declaraciones1 de los testigos, sin 
que con ello se incurriera en desnaturalización alguna; que, 
por último, el examen precedente se ha podido verificar 
que la sentencia impugnada contiene, en cuanto a los pun· 
to:, señalados, y sin contradicción alguna, una motivación 
suficiente, que ha permitido a la: Suprema Corte de Justi­
cia establecer que la Ley ha sido bien aplicada; que, conse­
cuentemente, por todo lo anteriormente expres,ado, los me­
dios del recurso señalados, carecen de fundamento y de­
l en, por tarito, ser desestimados; 

Considerando, que en cuanto a: la alegada violación, 
por aplicación errónea de los ar:tículos 69, 72, 77, 84 y 168 
y 170 del Código de Trabajo, y de las leyes 5235, de 1959, 
Súbre Regalía Pascual y 288, de 1972, sobre participación 
en las utilidades:, en el memorial del recurso se argumenta 
lo siguiente: 1 )  que el despido es un hecho preciso, que no 
se presiume, como wstiene el juez a·quo; 2) que Mota no 
tuvo el tiempo sficiente, después de su última liquidación, 
para generar derecho a prestaciones laborales, porque no 
llegó a prestar tres meses de servicios ininterrumpidos co­
mo trabajador srubordinado; 3) que sea lo que Mota fuere, 
un ajustero de otra, a precio alzado,, o un destajista, no te.. 
nía derecho al pago de regalía pascual ; pero, 

Considerando, que, por lo ya anteriormente expuesto 
se pone de manifiesto que el j uez a-quo estableció median­
te evidencia testimonial que el trabajador Pedro Mota era 
un trabajador fijo dependiente de la Artística Subero, C. 
por A., esto es, por tiempo indefinido; que, además, consta 
en �a sentencia impugnada "que en la: especie, la parte re­
currente y demandante original, señor Pedro Mota, recla­
ma de !a recurrida la Artística Sub.ero, C. por A., prestacio­
nes por despido, alegando haberle prestado servicios como 
Ebanista, con salario de RD$35.00 semanales, durante siete 
(7) meses y ser despedido el día 28 de diciembre de 19'73 .•• " ;  
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que en dicha sentencia se expresa, además que "aJ. quedar 
establecidos todos los aspectos de hecho, procede acoger la 
demanda"; ya que además la regalía, bonificación, va!Cacio­
nes y horas extras corresponden por ley a los trabajadores"; 
que, consecuentemente, en la sentencia impugna<la no se 
han cometido las violaciones de ley señaladas por la recu­
rrente en los medios examinadcs, por lo cual éstos carecen 
también de fundamento y, deben, por tanto, ser desesti­
mados; 

Considerando que, en apoyo de su invocada vio,lación 
del articulo 1315 del Código Civil y de las reglas y princi­
pi-os que rigen la prueba en materia de trabajo, la recurren­
te alega, en síntesis, que no se presume el derecho a bonifi­
cación, vacaciones anuales, ni al pago de horas extraordi­
narias, sino que es preciso establecer que se reúnan las 
condiciones que la ley exige para ser acree1dor a estos bene­
ficios;  que, en la especie no se ha aportado esta prueba, ni 
el tribunal ha justificado, en buen derecho, las condenacio­
r.es que impone; que, esta prueba corresponde al trabaja­
dor; pero, 

Considerando que una vez· establecido e·l carácter per­
manente y dependiente del contmto de trabajo del recurri­
dó Pedro Mota, el puez a�quo pudo, como lo hizo correcta­
mente condenar al patrono ahora recurrente al pago de la 
regalfa pasicual, bonificación y .vacacione·s reclamadas por 
el trabajador, y que le corresponden legalmente, puesto 
que el patrono no hizo la prueba de haberlas, satisfecho ; 
que, por oonsiguiente, los alega.tos al respecto del recurren­
te, carecen igualmente de fundamento y deben ser deses­
timados; 

Considerando que, en reladón con la alegada viola­
ción de los artículos 271, 272 y 413 del Código de Procedi­
miento Civil y del artículo 57 de la Ley No. 637, sobre Con­
tratos de Trabajo, de 1944, la recurrente alega, en síntesis, 
que "el informativo y el contrainformativo agotados por an-
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te la Cámara a-qua carecen de validez como medios de 
pruebas, porque las declaraciones no fueron leídas á los tes­
tigos ni estos firmaron las1 actas instrumentadas al efecto" ;  
que "la líbertad de apreciación que la Ley 637 sobre Con­
t!'atos_ de Trabajo reconoce al juez de trabajo, no le faculta 
a atribuirle carácter de medio legal de pmeha a las: actas 
del informativo o contrainformativo viciadas de nulidades"; 
pero, 

Considerando que sii hien es cierto que los artículos 271 
y 272 del Código de Procedimiento Civil exigen, a pena de 
nulidad, que los testigos que comparezcan a una informa­
ción testimonial se les dé lectura del acta de su declaración, 
inquiriéndoles si las ·ratifican, y que en caso de introduc­
ción de cambios o adiciones por éstos, se les deben leer de 
nuevo c,on las modificaciones exigidas por ellos y que, ade­
más, esas disposiciones deberán ser observadas en los expe­
djentes sobre informaciones sumarias, al tenor de lo dis­
pueto po,r el artículo 413 del mismo Código; no :menos cier­
to es que, en materia laboral, "no s,e admitirá ninguna cla­
se de nulidades de procedimiento, a menos que éstas sean 
de una grnvedad tal que imposibi

l

iten al Tribunal, y a jui­
cio de éste, conocer y juzgar los casos sometidos a su con­
sideración", de acuerdo con lo dispuesto por el  artículo 56 
de la Ley Núm. 637, de 1944, sobre Contratos de Trabajo, 
vigente por disposición transitoria contenida en el artículo 
691 del Código de Trabajo; que, en la esipecie, el examen 
del expediente revela· que las declaraciones de los testigos 
a que se refiere la recurrente constan en actas de auiden­
c-ias firmadas por la Secretaría de la Cámara de Trabajo 
del Juzgado de Primera Insta:ncia del Distrito .Nacional, y 
de acuerdo con el artículo 71 de la Ley de Organización Ju­
dicial, Número 821 de 1925, los Secretarios Judiciales tie­
m,n fe pública en el ejercicio de SIUS funciones; que, preci­
samente, esta sola condición es la exigida en los artículos 
del Código de Trabajo que se refieren al testimonio, aún 
ne vigentes por no estar funcionando losi Tribunales de Tra-
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bajo por él creados; que, por último, en todo caso, resulta 
evidente que la ahora recurrente no invocó ante la Cámara 
a-qua la nulidad de procedimiento que ahora presenta en 
casación, como violación de los textos citados, a fin de que 
ésta estuviera en capacidad de juzgar sna misma era de tal 
gravedad que le imposibilitaba conocer y juzgar del caso 
sometido a su consideración, por lo cual resulta un medio, 
nuevo en casación, y por tanto inadmisible; que, por todo 
lo anteriormente expuesto los medios examinados carecen 
también de funda.mento y deben, por tanto, .· ser desesti­
mados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca­
sación interpuesto por la Artística Subero, C. por A., contra 
la sentencia dictada el 23 de a:gosto de 1976, por la Cámara 
ele Trabajo del Juzg>aido de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, como tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se·· 
gundo: Condena, a dicha Compañía al pago de las costas, 
distrayéndolas en provecho de los Doctores Antonio de Je­
zús Leong.I'do y A. Ulises Cabrera L., quienes afirman ha­
barlas avanzado en su totalidad. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo de la 
Fuente.- Manuel A. Amia:ma.- Francisco É1.pidi.o Be­
ras.- Joaquín M. Alvé'.rez Perelló.- Juan Bautista Rojas 
Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espaillat.- Er­
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia: ha sido dada y firmada por los · 
señores Jueces que figuran en su encabezam1ento, en la, au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. l : ErneS'to Curiel hijo. 



BOLETIN JUDICIAL 879 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
19 de noviembre de 1975. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Guillermo Thorman. 
Abogados: Lic. Jorge Luis Pérez y Guillermo Sánchez Gil. 

Recurrido: Miguel L. de Peña García. 
Abogados: Lic. Héctor Sánchez Morcelo y Dr. Ramón González 

Hardy. 

Dios, Patria y Libertad. 
RepúbHca Dominicana. 

E;n Nombre de la República, la Suprema Corte.de Jus­
ticia, regularmente constituida por los Jueces, Néstor Coru­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez PeJ-elló, Juan Bautista Ro.fas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga y Joaquín L. Hernández 
E,spaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don­
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de G�án, Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de abril 
del año 1978, años 135' de la Independencia, y 115' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de, 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación inte�puesto por Guiller­
rno Thorman, dominicano, mayor de edad, casado, domici­
liado en esta ciudad, cédula No. 32316, serie lra.; contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en 
sug atribuciones civiles, el 19 de noviembre de 1975, cuyo 
dispositivo se copia má� adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lle. Jorge 
Luis Pérez., cédula No. 6852, serie lra., por sí y en repre­

. sentación del Dr. Guillermo Sánchez Gil, cédula No. 14916, 
serie 47, abogado del recurrente; 

Oído el dictamen del Magistratlo Procurador General 
cie la República; 

Visto, el memorial de casación depositado en la Secre­
taría de la Suprema Corte de Just�cia, el 6 de febrero de 
1976, suscrito por el Lic. Héotor Sánchez Morcelo, por sí 
y por el Dr. Ramón González H., abogados del recurrido 
Miguel L. de Peña García, dominicano, mayor de edad, ca­
sado, comerciante, domiciliado en la calle Padre Fantino 
esquina General Juan Rodríguez García No. 81, de 1a ciu­
dad de La Vega, cédula No. 14531, serie 47; 

La Suprema Corte cie Just:i:cia, después de haber deli­
berado y vistos los textos legales invocados por el recu­
rrente en el memorial de casación, que se mencionan más 
adelante, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedi­
miento de Casación; 

Cons,iderando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda civil en cobro de dineros 
intentada: por el actual recurrente Guillermo Thorman 
contra el hoy recurrido Miguel L. de Peña García, la Cá­
mara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Prime­
ra Instancia de La Vega, dictó en sus atribuciones civiles, 
el 27 de septiemhre de 1974, una sentencia: con el siguien­
tP dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge las, conclusio· 
nes presentadas en audiencia por la parte demandada, por 
cc,nducto de sus abogados constituidos, por ser justas y re­
posar en p:meba legal, y en consec·.1encia, Debe: Declarar 
presicrita de conformidad con el artículo 189 del Código de 
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Oomercio la acción en cobro de dinero intentada contra el 
señor Miguel L. de Peña, por haber transcurrido diez años 
y tres meses desde el vencimiento de pagaré a la orden es­
grimido por el señor Guillermo Thorman para fundamen­
tar la demanda, sin que dicho pagaré hubiere sido protes­
tado a su vencimiento, ni objeto de ninguna acción judicial 
hasta el día 25 de marzo de 1974, .no existiendo tampoco 
condenación ni reconocimiento por instrumento separado, 
ni actuación interruptiva de ningún tipo en el caso ocu­
rrente; SEGUNDO: En consecuencia, d�clara inadmisible 
la demanda en cobro de dinero precedentemente menciona­
da; TERCERO: Condenar al señor Guillermo Thorman al 
pago de las costas ,causadas y por causarse en la presente 
instancia, distraídas en favor del Dr. Ramón A. González 
Hardy y Lic. Héctor Sánchez Morcelo, quienes1 afirman es­
tarlas avanzando en su mayor parte"; b) que sobre el re­
ci:..rso interpuesto, la Corte de Apelación de La Vega dictó 
en defecto, el 22 de mayo de 1975, una sentencia cuyo dis­
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia 
contra el apelante Guillermo Thorman, por falta de con­
cluir; TERCERO: Confirma, en todas sus partes, la senten­
cia apelada la No. 937, de fecha 27 de septiembre de 1974, 
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju.diciaJl de La 
Vega, cuya parte dispositiva se ha copiado en otra parte de 
la presente, acogiendo así, las conclusiones de la parte in­
timada, Miguel L. de Peña G., por ser justas y reposar en 
prueba legal; CUARTO: Condena al señor Guillermo Thor­
man, parte intimante, al pago de las costas, ordenando su 
distracción en provecho de los abogados Héctor Sánchez 
Morcelo y Ramón González Hardy, quienes afirman haber­
las avanzado en su mayor parte"; c) que sobre el recurso 
cie oposición interpuesto por Guilermo Thorman, la Corte 
de Apelación de La Vega dktó el fallo ahora impugnado, 
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cuyo dispositivo es el que sigue: "FALLA: PRIMERO: De­
clara! regular 'Y válido, en la forma, el presente recurso, de 
cppsición contra la sentencia civil No. 5, en defecto, dicta­
da por esta Corte de Apelación en focha 22 de mayo de 
1975, cuya parte dispos:1tiva se inseTta en otro lugar de la 
presente; SEGUNDO: Mantiene, en cuanto al fondo, nues­
tn,. sentencia civil No. 5, de fecha 22 de mayo de 1975, la 
cual confirma la dictada por la Cámara de lo Civil, Comer­
cial y de Traba.jo, del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 27 de septiembre de 
1974, :rnaTcada con el No. 937, el dispos:itivo de la cual ha 
sido transcrito en otro lugar del presente fallo, acogiendo, 
así, las conclusiones de la parte intimada, Miguel L. de Pe­
ña, por ser justas y reposar en prueba legal, rechazando 
las del apelante, Guillermo Thorman, por improcedentes 
y mal fundadas; TERCERO: Condena al señor Guillermo 
Thorman al pago de la�, costas del recurso de Oposición, or­
denando su distracción en provec_\¡o de los abogados Héctor 
Sánchez Morcelo y Ramón González Hardy, quienes afir­
mll!n haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo­
rial los siguientes medíos de casación: Primer Medio: Vio­
loición de los artículos1 2221, 2224 del Código Civil, 189 del 
Código de Comercio, en el aspecto de la confesión, 173 del 
Códi,go de Procedimiento Civil, 'Y de los principios y reglas 
fundamentales que rigen el derecho procesal; Segundo Me­
dio: Violación de los artículos 189, 636, 637 y 638 del Códi­
go de Comercio; Tercer Medio: Violación del artículo 189 
del Código de Comercio, en el aspecto de la confesión y el 
juramento deferido; Cuarto Medio: E:xposición incompleta 
de los hechos y desnaturalización del proceso, motivos erró­
neos, insuficiencia o falta de motivos, falta de base legal, 
y violación por falta aplicación de los artículos 187 y 189 
del Código de Comercio en base a la: calidad o coalidad de 
las partes; 
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Considerando, que el recurrente alega, en síntesis, en 
a.poyo de siu primer medio de casación_ lo siguiente : "que 
al rechazar el meruo de inadmisión propuesto, la Cámara 
Civil y Comercial de La Vega: y la Corte de Apelación de 
La Vega, incurrieron en la violación de la Ley, principios 
'Y regla9 especificadas en la formulación del presente agra­
vio, pues la prescr:i:pción liberatoria a corto plazo, esta!ble­
cida en el artículo 189 del Código de Comercio, es de la 
misma naturaleza que la incompetencia relativa y debe su 
propuesta por el primer escrito de defensa o por lo menos 
ea la primera audiencia celebrada, y no desvirtuada con un 
medio de fondo como la comunicación de pieza, so pena de 
incurrir en una tácita renuncia a hacerla valer o en una tá..­
dta confesión de no pago de la deuda; que al demandado 
Miguel L. de Peña García se le di.o copia íntegra del paga­
ré en cabeza del acto de emplazamiento, particularizándose 
especialmente las fechas de suscripción y de vencimiento 
de la deuda, y la reacción por órgano de sus abogados fue 
una amenaza de negar la existencia del título, solicitando 
por conclusiones ordenanzas de comunicación de pieza; que 
el hecho de no proponer la! excepción de prescripción, � . 
niendo los elementos de juicio necesarios y suficientes en 
su conocimiento·, supone el abandono del derecho adquiri­
do, y la comunicacióri de la pieza bási<.a constituye la cir.­
cunstancia que hace presumir que renunció a la excepción 
de 1presc:ri,pción; que el repudio dado al medio, de i.nadmi­
sión presentado por el demandante Guillermo Thorman, 
por pa,rte de la Corte a-,qua, vi.ola el artículo 18!) del Cócli­
go de Comercio, en lo que se refiere a la confesión tácita 
y al juramento, puesto que al intentar negar la escritura 
o la firma del pa:garé está reconociendo que no ha pagado 
o satisfecho la obligación que contiene dicho título"; pero, 

Considerando, que la Corte a-quia, para rechazar el 
medio de inadmisión propuesto por el hoy recurrente 
Guillermo Thol'man, 'Y acoger las conclusiones del deman­
dado originario Miguel L. de Peña García, y declarar pres-
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crita de conformidad con el artículo 189 del Código de Co­
mercio, la acción de cobro de dinero intentada por Thor­
man contra de Peña García, dio 1osi motivos siguientes : 
"que el señor Guillermo Thorman, parte intima.nte en ape­
lación, al motiva<r su recurso alega, en síntesis, lo siguien­
te: a) un fin de inadmisión originado en que por haber el 
demandado, Miguel L. de Peña, solicitado una medida pre­
via de comunicación de documentos, no le, era dable invo­
car la prescripción; b l  que al solicitax dicha comunicación 
el demandado ha reconocido, por acto separado, el docu-, 
mento prescrito ; _e) que la prescripción del artículo 189 del 
Código de Comercio sólo se aplica a los actos esencialmeni.. 
te comerciales y cuando todos 1os envueltos en la opera:­
ción consignada en el pagaré, son comel'ciantes y d) que el 
texto Francés del artículo 189 del Código de CGmercio y 
el texto ofrecido en el Código de Comercio Dominicano, 
existe un error de traducción incurrido por el Legislador 
Dominicano "sin propósito de innovar o modificar por par­
te de 'los adecuadores criollos; Considerando: que en cuan­
to a lo alegado en las letras a), b) y e l  del anterior conside­
rando, contrariamente a lo que sostiene el intimante, una 
solicitud de comunicación de documentos, cuando es for­
mulado baio reservas, o con el propósito de examinar un 
documento cuya ineficacia o vicio lo hacen imrpugnab'le en 
el curso de litigio, no cierra las puertas, a los medios de nu­
lidad o fines de inadmisión que pueda proponer, eventual­
n .. ente, el peticionario de dicha medida de instrucción y 
además, mal puede suponerse que el hecho de pedir comu­
nicación .de piezas entraña confesión o admisión de las pre­
t ::;nciones de la contraparte, ya que precisaimente, el estu­
dio y conocimiento de los, documentos que el adversario 
puede emplear en apoyo de1 sus pretenciones, tiende, única­
mente, a garantizar el derecho de defensa; es decir, que la 
comunicación de documentos se ha instituido para que la: 
parte contra quien se pretende esgrimir una prueba escri­
ta, la conozca y pueda rebatir con todos los medios a su a'l-
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canee; 'Y en lo relativo a la letra' d) del consiiderando men­
cionado, ese afogato, y es criterio juxídico de esta Corte, 
pretende desvirtuar una realidad inco1.fundible, ta'l cual 
es que la prescripción que dicho texto consagra, abarca tan­
to a las letras de cambio y pagarés suscritos por negocian­
tE:.s, mercaderes o banqueros, como a los que responden a un 
acto de comercio, cuál que fuera la cali,dad del sucribiente, 
porque como es bien sabido, 'las prescripciones relativas a 
12:,s letras de cambio en este aspecto, incluyen del mismo 
modo al pagaré a la orden, conforme nuestra legisila.ción, 
pero la: situación procesal y sus derivaciones jurídicas se 
mantienen exactamente en el mismo ámbito exegético, va­
le decir que los comentados doctrinales y aplicaciones ju­
risprudenciales deben responder en nuestro país, a la si­
tuación existente en Francia, cuando regía el texto primi­
tivo del artículo 189 del Código de Comercio, por lo que las 
conclusiones del a'Pelante, Guillermo Th.orman, deben ser 
rechazadas por improcedentes y mal fundadas"; que, por 
lo que acaba de transcribirse de 'la sentencia impugnada, 
la Corte a-qua, lejos de violar los textos, legales enunciados, 
hizo una correcta aplicación e interpretación de los mis"" 
mos, por lo que los alega.tos contenidos en el medio exami· 
nado carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en el segundo medio el recurrente 
alega, en síntesis, lo siguiente: "que la Corte de Apelación 
de La Vega violó los textos citados en la formulación del 
presente agravio, porque la prescripción estatuida. por el 
artículo 189 del Código de Comercio sólo se aplica a los pa­
garés a la orden suscritos por comerciantes a: favor de co­
w..erciantes1, y por hechos de comercio; que el señor Miguel 
L de Peña García ejerció el Comercio a raíz del año 1945, 
cuando tenía una tienda de za.patos, la cua1l liquidó para de­
dkarse a la agricultura y a la ganadería; que Guillermo 
Thorman, por su pa:rte, es un Ma:estro-Const:mctor "J pro­
pietario de bienes raíces urbanos y no ejerce el comercio"; 
pero, 
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Considerando, que, para reputar y0mercial un pagaré 
a la orden, basta que el s1U1Scrfüiente "firmante", sea nego­
ciante, mercader o ba!nquero, sin tomar en cons1idera.ción 
el oficio o profesión del presunto acreedor, lo que resulta 
de los artículo 1891 y parte seguida del 638 del Código de 
Comercio; que la Corte a-qu:a, en la sentencia impugnada, 
¡:-ara determinar que el hoy recurrido Migue'! L. de Peña 
Garcfa, suscr:i:biente del pagaré de que es cuestión, era co­
merciante, dio los motivos siguientes: "que por otra parte, 
el intimado Miguel L. de Peña sostiene que la acción inten· 
tada en su contra es inadmisible, al estar afectada por Ja 
prescdpción esipedfica del articulo 189 del Código de Co­
mercio, por tratarse de un comerciante, calidad estableci­
da por la certificB;ción expedida por la Cámara de Comer­
c!.o, Agricultura e Industria !ne., de la Provincia de La Ve­
ga, donde expresa que Miguel L. de Peña ejerce el comer· 
cio desde el año 1945"; que, por todo lo expuesto, el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser deses1ti­
maido; 

Considerando, que el recurrente, en el tercer medio 
de su memorial, expone y alega, lo siguiente: que la pres­
cripción del articulo 189, del Código de Comercio, es una 
prescripción a breve plazo reposa sobre la presunción le­
gal de que la deuda ha sido pagada; que Miguel L. de la 
Peña García ha iniciado su defensa no con una mera excep­
ción de comunkación de piezas,, sino única y específia­
mente la pieza básica de la demanda, el pagaré a la orden 
suscrito por él en favor de Guillermo Thorman con la in­
equívoca intención de denegar la escritura o la firma; que 
su actitud ha s,ido la de negar la existencia del escrito y 
obligación, y con ello han confesado indudablemente, que 
no ha satisfecho su deuda con Guillermo Thorma:n"; pero, 

Considerando, que, como se ha dicho en otra parte de 
este fallo, el demandante original, hoy recurrido, Miguel L. 
de Peña García se 'limitó, ante el Tribunal de primer gra· 
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do. bajo reserva de impugnar el documento, no entraña 
confesión o admisión de no pago de la deuda, que, para que 
ello tenga lugar, es neces:arfo que el presunto deudor, cuan­
do sea requerido, afirme bajo juramento, que él no es ya 
deudor, lo que no ocurrió en la especie, por no haber sido 
recurrido; por todos estos motivos, también procede deses­
timar el tercer medio que se examina por carecer de fun­
damento; 

Considerando, que en el cuarto medio de su memorial, 
el recurrente expone y alega, en síntesis, lo siguiente: "Ex­
posición incompleta de los hechos de la causa: 1 )  porque en 
la audiencia contradictoria celebrada por la Corte a-qua, 

por solicitud de la parte intimada se dictó una Ordenanza, 
en la que se autorizaba a las partes en litis depositar escri­
to de ampliación y réplica, habiendo el intimante o sus abo· 
g,1dos depositado un escrito y suponemos que la contr•apar­
te hiciera otro tanto, y no se sabe por qué no lo dice la sen­
iencia que las partes aiprovechamn tal providencia; 2) por­
que la sentencia hace una enumeración incompleta de los 
medios y agravios desarrollados por la parte intimante en 
sus esicritos de agravios, defensa y réplica, pues en el "abe­
cedado" emite el planteamiento de la confesión tácita (ter­
cer medio) y de ello no da motivos; y 3) porque en todo lo 
largo de la litis, Guillermo Thorman es tenido por maestro­
constructor y propietario de bienes urbanos o rentista, y en 
ningún momento se ha puesto en cuestión discutida tal ca­
licad, y sin embalI'go ni en la sentencia· de Primera Instan­
cia ni en ninguna de las dos evacuadas por la Corte de Ape­
lación se tiene en cuenta esta circunstancia ( oficio o profe­
si ón) de la cual se ha valido reiteradan1.ente dicho intiman­
te para plantear el alegato de que el paigaré no es comer­
cial, o por lo menos: de la parte suya, siendo a lo más un 
acto mixto; Desnaturalización de los hechos y documentos 
de la causa o del proceso, motivos erróneos; que los consi­
derandos de la sentencia recurrida constituyen motivos 
erróneos e impertinentes, pues si de una manera general se 
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puede aceptar las afirmacicnes doctrinarias sentadas por la 
Corte en la motivación de sus sentencias, no sucede lo nús­
mo para el caso .de la especie, en que la pieza básica, el pa­
garé a la orden, fue copiado íntegramente en la cabeza del 
acto de emplazamiento, puntualizándose en la cabeza del' 
acto, la fecha de la suscripción y la fecha del vencimiento, 
habilitando de ese modo al demandad.o Miguel L. de Peña 
para alegar "prima facie" la prescripción; falta de base le· 
gal y falta o insuficiencia de motivos; que la sola omisión 
de hechos y circunstancias del proceso, como la desnatura­
lización de hechos 'Y documentos, que se han señafado ante­
riormente, determinan forwsarnente una falta o insuficienr­
cia de motivos y una falta de ba.sie legal, respecto de las 
sentencias recurridas; que fos artículos 189 del Código de 
Comercio, en el aspecto de la confesión y el juramento, y 
el artículo 141 de,l Código de Procedimiento Civil fueron 
violados"; pero, 

Considerando, que, en cuanto al punto No. 1, conteni· 
do en el medio que se examina, el recurrente alega que el 
hcy recurrido obtuvo un plazo de la Corte a-qua para am­
pliar su escrito de defensa- y en la sentencia impugnada no 
se dice si el entcnces intimado Miguel L. de Peña García 
hizo uso de ese plazo, por lo que en la sentencia se hace una 
exposición incompleta de los hecho,s de la causa; que, tal 
y como lo alega el recurrente el 19 de noviembre de 1975, 
fecha en que se ce1ebró la audiencia pública para conocer 
del recurso de oposición interpuesto por Guillermo Thor­
man, el presidente de la Co.rte a-qua concedió un plazo de 
30 días a la parte recurrida para ampliar su escrito de de­
fensa y replicar, y a la vez concedió igual plazo al recu1,. 
nen.te para contra-replicar; que, si es cierto que en la rela· 
ción de hechos de la sentencia impugnada no se dice nada 
con relación a si las partes en litis hicieron o no uso de 
esos plaozos, ello no puede calificarse oomo una relación in­
completa de los hechos de la causa, porque en el expedien­
te no hay constancia de que ellos hicieran uso de eso·s pla-
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zos para replicar y CO'lltra-replicar, lo que era a.ptativo de 
su parte; que, en cuanto a:l punto N.o. 2, contenido en el 
medio que se examina, cabe señalar que los Jueces del fon,.. 
do sólo están en el deber de contestar las conclusiones de 
las partes, porque ellas fijan junto con el emplazamiento 
los límites y alcances del debate, y motivar el acogimiento 
de rechazamiento de las, concluS:iones, sin que tengan que 
ccntestar y motivar todos los alegatos de las partes conte­
nicfos en sus escritos, ni hacer una relación de lo1S mismos; 
que, en cuanto al punto No. 3, la profesión u oficio del re­
currente Guillermo Thorman no tiene incidencia en la so­
lución dada a la litis, por lo que se ha dicho en parte ante­
rior de este fallo; que, en cuanto a la desnaturalización de 
les docu:mentos de la causa, el recurrente s,eñala en sus ale­
gatos en qué consiste esa desnaturalización ni cuálesi docu­
mentos fueron desnaturalizados, limitándose a considerar 
como desnaturalización la apreciación dada por la Corte 
a-qua para considerar prescrita l·a acción en cobro de dine­
ro intentada por Guillermo Thorman; que, por último, el 
recurrente alega, en este medio, que la sentencia carece de 
base legal y de motivos, pero, que, el examen de la senten­
da impugnada revela que ella contiene motivos de hecho 
y de derecho, suficientes, pertinentes y congruentes que 
justifican s;u dispositivo; que, en cons.ecuencia, y por todas 
lar. razones expuestas, los1 alegatos contenidos en este me­
dio carecen de fundamento y deben ser de,sestimados; 

Por tales motivos; PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Guillermo Thorman contra la 
sentencia dictada, en sus atribuciones civiles, por la Corte 
de Apelación de La Vega el 19 de noviembre de 19'75, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa­
llo; SEGUNDO: Condena al recurrente Guillermo Thorman 
al pago de las c:ostas, ordenando su distracción en prove­
cho del Dr. Ramón González Hardy y Lic. Héctor Sánchez 
Morcelo, ahogados del recurrido, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 
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FIRMADOS.- Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo 
de la Fuente.- Francisco Elp1di.o Beras.- Joaquín M. Al­
va.rez Perelló.- Juan Bautista Rojas Almánzar.- Máximo 
Lovatón Pittalugai.- Joaquín L. Hernández Espaillat.-
Ernes:to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- Fdo. Ernesto Curiel hijo. 



BOLETIN JUDICIAL 891 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacion.11, 

de feoha 7 de junio de 1976. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Mario Ovalle y la Compafiía Segu¡ras Pepín, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus,­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Roja.si Almán· 
zar, Máximo Lovatón P:ittaluga, Felipe Osvalido Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Esipadllat, asistidos del Se­
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio­
nal, hoy día 24 de Abril del 1978, años 135' de la Indepen· 
dl..ncia y 115' de la Restauración, dicla: en audiencia públi­
ca, coma: Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación int.erpuestos por Mario 
Ovalle, dominicano, mayor de edad, soltero, estudiante, 
cédula No. 210387, serie 1:ra., residente en la calle Altagra­
cia No. 67 de esta Capital, y la Compañía Seguros Pepín, 
S, A., con domicilio social en la calle Mercedes esquina Pa­
lo Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por 
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional el 7 de ju.n:iio de 1976, cuyo dispositi· 
vo se copia más adelante; 
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Oído irl Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la RepúbHca; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaria de la Cáma:ra Penal a-qua el 10 de Junio de 
1976 a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, en 
nombre y representación de los recurrentes, en la cual no 
se exponen medios determinados de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi­
rr..iento Civil, 195 del Código de Procedimiento Criminal, 
1, 23, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, qu� en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: al que con moti­
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta Capi · 
tal el 15 de diciembre de 1974 en la! esquina formada por 
las cailles París y Juan Bautista Vi:c.ini, el Juzgado de Paz 
e.le la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional pro­
nunció el 27 de enero de 1976 una sentencia en dispositivo 
que dice así: "PRIMERO: Pronunciar, como al efecto pro­
nuncia el defecto cont·ra el nombrado Mario Ovalle por no 
huber comparecido no obstante ser citado legalmente; SE­
GUNDO: Condenar, como al efecto condena al nombrado 
Mario Ovalle a sufrir la pena de 25 días1 de prisión correc­
cional por violación al artículo 74 párrafo d) de la Le'Y 241; 
TERCERO: Condenar, como al efecto condena al nombrado 
Mario Ovalle al pago de las costas; CUARTO: DescargaT 
como al efecto descarga al nombrado Francisco Hernández, 
por no haber violado ninguna dispo,sición de la Ley 241 se 
declaran las costas de oficio; QUINTO: Dec1larar, bueno y 
válido la constitución en parte civil hecha por el Dr. Luis 
A. Thomas Simón, en contra de Mario Ovalle; SEXTO: 
Ccndena a Mario Ovalle al pago de una indemnización de 
RD$400.00 en favor del señor Juan Francisco Febles de la 
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Cruz como justa reparación de los daños causados; SEPTI· 

MO: Condena al señor Mario Ovalle al pago de los intere­
ses legales de la suma antes señalada; OCTAVO: Condeno 
a Mario Ovalle al pago de las costas, distrayéndolas en pro· 
vecho del Dr. Luis A. Thomas Simón, quien afirma estar­
las avanzando en totalidad; NOVENO: Ordenar por esta 
mi<;.ma sentencia que sea común, oponiible y Ejecutoria a 
la Cfa. aseguradora Seguros Pepín, S. A.; DECIMO: En 
cuanto a las conclusiones presentadas por el Dr. Adalberto 
MaJ,donado, se rechaza por improcedente y mal fundada"; 
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos la Sex· 
ta Cámara: Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
DiS1trito Nacional dictó la sentencia ahora impugnada en 
c3!Sación, con el si·guiente dispositivo: "FALLA: PRIME­

RO:- Se declara bueno y válido el recurso de apelación 
incoado por el Dr. Adalberto Maldonaido a nombre y repre­
sentación de Mario Ovalles y la Compañía de Seguros Pe­
pín, S. A., en fecha 5 de febrero de 1976, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz. de la Segunda Circunscrip­
ción del Distrito Naciona:l, en fecha 27 de Enero de 1976, 
que condenó al nombrado Mario Ovalle en defecto a sufrir 
la pena de V eincinco días de prisión corre·ccional y costasr, 
por violación al artículo 74 párrafo "D", de la Ley 241 y 
descargó al nombrado Francisco Hernández del. mismo he· 
ho por no haberlo cometido; declaró, buena y válida la 
ccnstitución en parte civil intentada por el Dr. Luis A. 
Thomas: Simón en contra de Mario Ovalle y condenó a Ma­
rio Ovalle al paigo de una indemnización de RD$400.00 a 
favor de dicha parte civil, más al pago de los: intereses le· 
gales y las costas civiles, ordenando a.demás la oponibilidad 
de dicha sentencia a la Cía. as,eguradora del vehículo que 
produjo el accidente, por haberla hecho en tiempo hábil y 
de acuerdo a las disposiciones legales; SEGUNDO: Se pro­
nuncia el defecto contra el nombrado Mario Ovalle, por ha­
ber sido legalmente citado y no haber comparecido a. la au· 
diencia; TERCERO: Se confirma en todas sus partes la srenr 
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tencia recurrida; CUARTO: Se condena al nombrado Mario 
Ovalle al pago de las costas penales y civiles, con distrac­
ción de la:s últimas en provecho del Dr. Luis A. Tomas Si­
món, abogado que afirma haberlas avanzado en su tota­
lidad". 

Considerando, que procede declarar la nulidad del re­
curso de casación interpuesto por la Seguros Pepín, S. A., 
aseguradora puesta en causa porque ni al interponerlo ni 
posteriormente ha expuesto los medios en que lo funda, co­
molo exige a pena de nulidad el articulo 37 de la ley sobre 
Procedimiento de Casación para todo recurrente que no 
sean los penalmente condenad.os; 

Considerando, que de acuerdo con Los artículos 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 19'5 del Código de Procedi­
miento de Casación, los jueces del fondo están obligados a 
motivar sus sentencias; que en materia represiva dichos 
motivos deben enunciar los, he,chos que resultan de la illSl­
trucción y, además, calificarlos en relación con el texto de 
la 1ey penal aplicable; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugna· 
da muestra que no tiene motivos que justifiquen su dispo­
sitivo que en tales condiciones esta sentencia debe ser ca­
sada, ya que la Suprema Corte .de Justicia no se encuentra 
en condiciones de apreciar si en dicho fallo se hizo o no una 
correcta aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero-: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Cía. de Seguros Pepín, S. �. 
contra la sentencia dictada pnr la Sexta Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 7 de 
junio de 1976, cuyo dispo,sitivo ha sido copiado anterior­
n_ente; Se,gundo:. Casa dicha sentencia y envía el asunto 
por ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instanc.ia del Distrito Nacional; Tercero: Declara las costas 
de oficio. 
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Frnmados1: Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo de la 
Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco E1pidio Be­
ras.- JoaquÍ'n M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Roja:s 
Almánzar.- :Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.-,- Joaquín L. Hernández Espaillat.- Ernes­
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia! ha sido dada y firmada por los 
señores Jue,ces1 que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.' 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de La Romana, de fecha 16 de mayo del 1973. 

Materia: Laboral. 

Recurrente: Gul:f and Western Americas Cor¡poration, 

(División Central iRomana). 

Abogado: Dr. José M�Íin Sánchez Hernández. 

Recurrido: Félix Amado Nova Molina. 

Abogado: Dr. Julio César Gil Alfau. 

Dios, Partria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la Re.pública:, la Suprema Corte de Jus.­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con· 
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Pres1dente; Joaquín M. Alvarez Pere­
lló, Juan Bautista Rojas1 Almánzar, Máximo Lovatón Pitta­
luga, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y JoaJquín L. Hernán­
dez Espaillat, asistidos del Secretario, General, en la Sala 
dende celebra sus audiencias, en la. ciudad de Santo Do­
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de 
abril del año 1978, añ0s 135' de la Independencia y 115' 
de la Restauración, di.eta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Gulf 
and Western Americas Corp'Dra.tion, División Central Ro­
mana:, organizada conforme a las leyes del E:stado de Nue­
va York, Estados Unidos de América, con su asiento princi · 
pal en el país en La Romana, contra la sentencia dictada 
el 16 de mayo de 1973, por el Juzgado de Primera Instan-
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cía del Distrito Judicial de La Romana, como Tribunal de 
'I'rabafo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia más 
a<l.elante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. José Martín Sánchez Hernández, cédula 
No. 32621, serie 26, ahogado de la recurrente, en la lectu­
ra de sus oonclusiones; 

Oído al Dr. Julio César Gil Alfau, cédula No. 30599, 
serie 26, abogado del recurrido, en la lectura de sus con­
clusiones; recurrido que es Félix A:mado Nova Malina, do­
mi.nicano, mayor de ed·ad, casado, empleado privado, domi­
ciliado en la calle Julio A. Garcí:a No. 27, de la ciudad de 
L::i Romana, cédula No. 26379', serie 26; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de cas:ación de la recurrente, depo· 
sitado el 27 de septiembre de 1973, suscrito por su abogado, 
en el cual se propone contra: la sentencia impagnada el 
medio que se indica más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, del lro de 
noviembre de 1976, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Jusiticia, después de haber deli­
J:,erado y vistos los textos legales invocados por la recu­
rr,ente, que se mencionan más adelante, y los a:rtícul.os 1 'Y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: A) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser 
conc.ilia:da, el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana 
dictó el 23 de diciembre de 1971, como Tribunal de Traba­
jo de Primer Grado, una sentencia con el siguiente disposi­
tivo: "Falla: Primero: Declara injustificado el despido ope-
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rap.o por la Gulf & Western Americas Corporation, Divi­
sión Central Romana, en contra del señor Félix Amado 
Nova Malina, y en consecuencia resueLto el contrato de tra· 
bajo por culpa y con responsabilidad para la citada empre­
sa; Segundo: Que debe condenar como en efecto condena, 
a la Gulf & Western Americas Corporation, División Cen­
tral Romana, a pagar al señor Félix Amado Nova Molina 
todas las prestaciones legales, indemniza!Ciones, daños y 
perjuicios, vacaciones, regalía pascual, que legalmente le 
corresponden por su despido injustificado; Tercero: Que 
debe condenar como en efecto condena a la Gulf & Western 
Americas Corporation, División Central Roma:na, al pago 
de las costas y honorarios causados y por causarse distra­
yendo las mismas, en provecho del Dr. Julio César Gil Al­
fau, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; B I 
que sobre apelación de la ahora recurrente, intervino el 16 
de· mayo de 1973, la sentencia ahora impugnada en casa­
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De.­
clara re&ular y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por la Gulf And Western Americas Corpora­
tion, División Central Romana, contra la sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de este Municipio de La Romana, co­
mo Tribunal de trabajo en primer grado, en fecha 23 de 
diciembre de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado en otro 
lugar de esta sentencia; SEGUNDO: Confirma, en todas 
sus partes, la sentencia apelada de fecha 23 de diciembre 
el.e 19,71, dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio 
de La Romana, como Tribunal de Trabajo de Primer Gra­
do; TERCERO: Condena a la Gulf And Western Americas 
Corporation, Divis•ión Central Romana, al pago de las cos­
tas y honorarios causados y por causarse distrayendo los 
mismos en provecho del Dr. Julio César Gil Alfau, quien 
a{irma haberlas avanzado en su Ultalidad"; 

Considerando, que, contra la sientencia que impugna, 

la recurrente propone el s�,guiente medio, que, a pesar de 
ser titulado como primero, resulta ser el medio único: Des-
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natlll"alización y desconocimiento, de los actos de informa­
ción testimonial. Falta de base legaJ. Ausencia de motivos 
y motivación vaga y contradictoria. Violac:ión a las reglas 
de la prueba. Violación por desconocimiento de los Artícu­
los 36, 37 y 38 del Código de Traib�jo, y 155 del mismo Có­
digo; 

Considerando, que, en apoyo de su medio de casación 
la recurrente expone y alega, en síntesis, lo que sigue: que, 
contrariamente a lo que se afirma en la sentencia impug­
nada el emp1eado Nova debfa estar en prestación de su ser­
vicio el 24 de septiembre de 1969 en el batey Peligro, y en 
lugar de eso estaba ese día en el batey Nigua, por abando­
no de su servicio, ingiriendo bebidas alcohólicas hasta el 
punto de no poder impedir el ser despojado de su axma de 
reglamento como Guarda Campestre de la empresa; que, 
para establecer que ese día 24 Nova estaba en descanso, la 
Cámara a-qua se atuvo a testimonios inconsistentes, así co­
mo a que lo autorizó a ese descanso una persona que en 
realidad no era la capacitada para dax esra autorización, 
que contrariaba la fijación del descanso de Nova para el 
lunes 22 de septiembre; que fa autorización debió provenir 
de1 Jefe de los Guarda Campestres y no del Mayordomo 
Nelson Acosta Morales Santillán; pero, 

Consiiderando, que, en el caso ocurrente no fueron 
aportados documentos como elementos de juicio a la ins1-
trucción de la. causa; que toda la instrncción de la misma 
se. hizo en base a deposiciones emanadas de testigos 'Y de­
clarantes aportados por las, partes; que si como ocurre ha­
bitualmente, las declaraciones no fue·ron concordantes en 
todos los detalles, los Jueces del caso podían válidamente 
atribuir mayor crédito a las que a su juicio parecieran más 
sínceras y verosímiles; que, sobre los aspectos indicados, 
de la soberana aipreci�ci:ón de los Jueces del fondo, no pro­
cede la censura de la casación, ya que no s:e ha comproba­
do ninguna desnaturalización de las deposiciones y deda-
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rnciones por pa•rte de 1.os Jueces; que, en lo relativo al ale­
gato de que Nova, para tomaT su día die descanso el 24 de 
septiembre en vez de otro día previamente determinado, 
todo por autorización de un Mayordomo en vez de la de 
otro funcionario, la Supr:ema Corte de Justicia, estima que 
ese alegato no justifica la casación de la sentencia impug­
nada, ya que, de haber ocurrido así las cosas, la usurpación 
de atribuciones recaía eventualmente en quien dio la auto­
rización y no en el empleado autorizado al cambio de su 
dfo de descanso, que en el caso ocurrente resultó ser el 24 
de septi �mbre, dfa feriado de acueTdo con la Ley; que, por 
todo lo expuesto, el medio de casación de la recurrente, en 
todos sus aspectos, carece de fundamento. y debe ser deses­
bmado; 

Pl,•r tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por la Gulf And Western Americas 
Ccrporation, de las generales ya indicadas, contra la  sen­
tencia dictada el 16 de mayo de 1973, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, co­
mo Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositi­
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo ; SE­
GUNDO: Condena a la recurrente al pago de las costas le­
gales y las distrae en provecho del Dr. Julio César Gil Al­
fa.u, abogado del recurrido, quien afirma haherla,s avanza­
do en su totalidad. 

FIRMADOS.- Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo 
de la Fuente.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bau­
tista Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Fe­
lipe Osvaldo Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Es­
paillat.- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.- Fdo. :&nesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de la. Ins­

tancia del Distrito Nacional, de fecha 10 de agosto de 1976. 

Materia: Trabajo . 

Recurrente: La Constructora Diestch, C. por A. 

Abogado: Dr. Lo1renzo A. Gómez Jiménez. 

Recurrido: Antonio Mejía. 

Abogado: Dr. Bienvenido lM:ontero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República lJominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Cbrte de Jusi­
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravefo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama1, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco ELp.idio Beras, 
Joaquín M. Alvarez P:erelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pittaluga', Felipe Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre­
tn�io General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nocional, 
hoy día 28 de abril del 1978, años 135' de la Independen­
cia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la siguiente sentencia1: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Cons­
tructora Diestch, C. por A., domiciliada en la avenida Inde­
pendencia esquina calle 1-A, Urbanización General Duver­
gé de esta ciudaid, contra la sentencia de la Cámara de Tra­
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio­
nal, dictada el 10 de agosto del 1976, cuyo dispositivo se co­
pia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la. lectura del rol; 

Oído el dictamen de1l Mag.istrndo Procurador General 
de la República; 

Oído al DT. Darío Fernández en representación del Dr. 
Lorenzo Gómez Jiménez, cédula No. 57279 serie 47, aboga­
do de la recurrente en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Antonio de Jesús Leonardo en representa-­
ción del DT. Bienvenido Montero de los Santos, cédula No. 
63492 serie Ira., ahogado del recurrido en la lectura de sus 
conclusiiones; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre­
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 23 de agosto del 
1976, suscrito por el Dr. Lorenzo Gómez Jiménez, abogado 
de la recurrente, en el que proponen los medios que se in­
dican más adelante; 

Visto el escrito de ampliaición del 20 de octubre de 
1976, firmado por el abogado de la recurrente; 

Vis.to el memorial de defensa del recurrido suscrito 
por su abogado Dr. Bienvenido Monrtero de los Santos; re­
currido que es Antonio Mejíai, dominicano, mayor de edad, 
obrero, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 71215 se­
rie lra.; 

Lai Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos los textos legales, invocados por la recu,­
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimi·ento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti,. 
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia.da, 
el Juzgado de P� de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
el 14 de abril de 19'75, una sentencia con el siguiente dispo­
sitivo: 'Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en 



BOLETIN JUDICIAL 903 

audiencia pública contra la parte demandada por no com­
parecer no obstante citación legal; Segundo: Se dcelara in­
ju.stificado el despido y resuelto el contrato de trabajo que 
ligaba a las partes, por culpa del patrono y con responsia­
bilidad para el mismo; Tercero: Se condena al patrono 
Com,tructorn Diestch, C. por A., y/o Ing. Rodolfo Diestch, 
a pagarle al seño,r Antonio Mejía las prestaciones siguien­
tes: preaviso, aux. de cesantía, vacaciones no disfrutadas ni 
pagadas, salarios dejados de pagar, regalía pascual obJiga­
toria, honificadón y más tres mes1es de salario por apli:ca,. 
ción del ordinal tercero del artículo 84 del Código de Tra­
bajo, calculadas todas esas prestaciones a base de un sala­
rio de RD$8.00 diarios; Cuarto: Se condena a la empresra 
Constructora Diestch, C. por A., y /o Ing. Rodolfo Diestch, 
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que afirma ha­
berlas havanzado en su tot:clidad'; b) que sobre el recurso 
interpuesto, la Cámara a-qua dictó el fallo ahora impugna­
do en casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI­
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recun,o de apeladón interpuesto por Constructora Diestch, 
C. por A. contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
d�l Distrito Nacional, de fecha 14 de abril de 1975, dictada 
en favor del señor Antonio, Mejía cuyo dispositivo ha siido 
copiado en parte anterfor de esta misma sentencia;- SE­
GUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de 
alzada y como con.secuencia confirma la sentencia impug­
m:.da'., pero con excepción de lo relativo a salarios dejados 
de pagar, úni_co punto que revoca de la misma;- TER­
CERO: Condena a fa parte que sucumbe Constructora 
Di·estch, C. por A., al pago de las costas del pr.ocedimiento 
de conformidad con los artículos 5 y 16 de la ley No. 302 
del 18 de junio de 1964 'Y 691 del Código de Traba,jo, orde­
nando su distracción en provecho del DT. Bienvenido Mon­
tero de los Santos, quien afirma haberlas avanzado en st1. 
totalidad"; 
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Considerando, que la recurrente propone en su memo­
rial los Siiguientes medios de casación: Primer Medio: Vi,o.. 
lación a la ley (artículos 1, 2, 7, 8, y 9· del Código de Trar­
bajo); Segundo Medio: Falta de base legal; Tercer Medio: 

Desnaturalización de los hechos; Cuarto Medio: Violación 
al derecho de defensa; 

Considerando, que la compañía recurrente alega en 
síntesis, en su primer medio, que la sentencia impugnada 
viola los artículos 1, 2, 7, 8 y 9 del Código de Traibajo, al 
declarar que en el caso existe un contrato de trabajo por 
tiempo indefinido; que el obrero recurrido no estaba subor­
dinado a la empresa; que el verdadero contrato convenido 
p0r ambas partes era un contrato de obra de los previstos 
por el artículo 1779 del Código Civi:l; "es decir", que el 
obrero formaba parte de un equipo que dirigía el encarga­
do del compresor, o sea el subcontratista; que, en conse­
cu�ncia la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que el contra1o de trabajo es: "aquel por 
el cual una persona se obliga, mediante retribución, a pres­
tar un servicio personal a otra, bajo la dependencia perma­
nente y dirección inmediata o de'1egada de ésta"; que la 
Cámara a-qua estableció, por todos los elementos de juicio 
administrados en la causa, que Antonio Mejía traibajaba 
con la Compañía Diestch como manejadoT de "compreso­
res" para abrir zanjas, uno de, los trabajos a que se dedica 
la empresa ahora recurrente; que ese trabajo lo realizaban 
a peso la hora, regularmente 8 horas diarias, los días labo­
r�dos; que el obrerc� recurrido estaba a la disposición de su 
patrono todas las veces que éste le requiriera y que su la­
bor la realizaba d� conformidad cc-n las instruccion� reci­
bidas; que no es preciso, como lo aJega! la recurrente, que 
ese trabajo fuera la "finalidad exclusiva de la empresa", 
basta que se trate de una de sus actividades; que en esas 
circunstancias es evidente que la Cámara a-qua al estimar 
que Antonio Mejía había convenido con la re,currente un 
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contra.to de trabajo conforme lo define el artíclilo lo. del 
Código de Trabajo y de que este contrato era p.or tiempo 
indefinido, no ha incurrido en las violaciones señaladas por 
la recurrente, por lo, que el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en su segundo medio la Empresa 
elega, en síntesis, que la sentencia carece de base legal, 
p0rque ha dejado de ponderar varios documentos que la re­
currente depositó para su examen "específicamente la Cer­
tificación e�pedida por el delegado del Secretario de Esta.­
do de Trabajo para la región Este del país, señor Nemén 
Hazim, en fecha 26 de junio del año 1975, documento en el 
cual el señor Félix María Cahrera niega haber sido despe­
dido nunca", el Juez a-quo, expresa la recurrente, no dice 
nada al respecto; que en cuanto al tercer elemento "tipifi­
cante" del contrato de trabajo- por tiempo indefinido, "en 
la especie tampoco existe la continuidad indefinida";  pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impugna­
da muestra que por las declaraciones testimoniales se esta­
bleció que el recurrido estaba subordinado a la! empresa y 
que ésta lo teníai a su disposición durante todo el tiempo en 
que lo necesitara, lo que basta para que el Juez estimara, 
conforme resulta del artículo 7 del Código de Trabajo, que 
su trabajo era por tiempo indefinido; que, en cuanto a que 
el Juez a-quo no expresa. nada s,obre la Certificación alud:i!­
d.3. por la Empresa, esa omisión, que es la única señalada 
por la recurrente, no, puede estimarse como falta de base 
legal, pues obviamente no se refiere al caso ocurrente, es 
decir, la demanda hecha por el recurrido Antonio Mejía; 
que, por tocio cuanto antecede, el medio que se examina ca­
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la recurrente alega en síntesis, en 
su tercer medio, que la sentencia desn�turaliza los hechos 
de la causa, porque de las decfaraciornes de los testigos 'Y 
de las partes, se ·han deducido situaciones totalmente divor-
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ciadas de 1l verdad; que de las declaraciones del testigo 
Reyes deduce el Juez a-quo, la existencia de un contrato 
de trabajo por tiempo indefinido; que, sin embargo sus de­
claraciones resultan contradictorias, puesto que o se i:ban 
a su casa o iban a la compañía los obreros, después de ter­
minado el trabajo; pero, 

Considerando, que Lo que la recurrente llama desnatu­
ralización no son sino las apreciaciones que la Cámara hizo 
de los hechos ; que si bien Reyes declaró: "Cada vez que ter­
minaba una obra, entregábamos el equipo y nos íbamos a 
la casa", y continúa diciendo : "seguíamos, yendo a la com­
pañía todos !Qs días" ; en estas dos frases no hay ningunar 
contradicción, puesto que, la: primera indica que terminado 
su trabajo, entregaban el equipo y se iban a su casa, lo que 
ne les. liheraiba de la obligación de i1; todos Los días a su 
trebafo y de estar a disposición del patrono; que la Cámara 
a-qua, al darle la interpretación señalada por la recurrente 
ha hecho la apreciación que le correspondía y le ha atribui­
d0 su verdadero sentido y alcance ; por consecuencia el me­
dio que se examina carece de fundamento y debe ser deses1-
timado; 

Conside,ram.d.o, que la recurrente alega, en síntesis, en 
su cuarto y último medio, que la Cámara a-,qua incurrió en 
el vicio de violación al derecho de defensa al oir al obrero 
en comparecencia personal y negarse o oír a la recurrente; 
pero, 

Considerando, que la recurrente en sus conclusiones 
últimas ante la Cámara a-qua concluyó al fondo en esta 
forma: "El Dr. Daría Fermindez deja sin efecto, sus, conclu­
siones anteriores y. concluye manteniendo su reservo de re­
currir en casación y concluye en cuanto al fondo, que se 
declare regular y válido el recurso de apelación de• que se 
trata, revoquéis totalmente la sentencia impugnada, y en 
consecuencia rechazar las demandas de los reclamantes 
por improcedentes e infundadas; Condenar a dichos seño-
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res al pago de las costas, ordenando su distracción en nues­
tro provecho, por haberlas avanzado en su totalidad. Que 
se nos conceda un plazo de 20 días para ampliar conclusio­
nes"; que de lo citado resulta que la recurrente no recurrió 
en casación sobre la petición relativa a la comparecencia 
personal solicitada y concluyó al fondo pidiendo la revoca­
ción de la sentencia impugnada; que indudablemente, si la 
recurrente estimó que se le había lesionado su derecho de 
defensa al negársele la comparecencia personal, podía, y 
no lo hizo, rcurrir contra e,s,a sentencia; en consecuencia el 
medio que se examina carece de fundamento como los an­
teriores; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el reC'llrso de ca­
sación interpuesto por la Constructora Diestch, C. por A., 
contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 26 
de junio de 1976, cuyo dispositivo ha srido copiado en parte 
an,teirior del presente fallo; y Segundo: Condena a la recu­
rrente al pago. de las costas, y las distrae a favor del Dr. 
Bienvenido Montero de los Santos quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados) .- Nés�or Contín Aybair.- Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.- Manuel A. Am,iama.- Francisco El­
pidio Beras,.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautis­
ta Rojas Almá:nzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez.- Joaquín L. Hernández Espai­
llat.- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha s1ido, dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certüico. (Fdo. l Ernesto Curiel hüo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de la. Ins· 
tancia del Distrito Nacional, de fecha 4 de a,gosto de 1976. 

Materia: Trabajo. 

Recun-ente: La Constructora Diestch, C. por A. 
Abogado: Dr. Lorenzo A. Gómez Jiménez. 

Recurrido: Rafael M. Rosa. 

Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente constituida po,r los Jueces Néstor Con· 
tín Aybair, Presidente; Fernando E.. Ravelo de la Fuente, 
Pri:rner Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se· 
gundo Sustituto de Presidente; Francisco E1pidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán· 
zar, Máx}mo Lovatón Pittaluga, FeHpo Osvaldo Perdomo 
Báez y Joaquín L. Hernánidez Esipaillat, asistidos del Se­
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Doming.o de Guzmán, Distrito Nacio­
nal, hoy día 28 de abril del 19'78, años 135' de la Indepen­
Gencia y 115' de la Restauración, dicta en audiencia públi­
ca, como Corte de Casación, la siguiente· sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cons­
tructora Diestch, C. por A., domicilia.da en la avenida In· 
dependencia esquina cal�e 1 · A, Urbanización General Du­
vergé de esta ciudad, contra la sentencia de la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de,l Distrito Na­
cional, dictada el 4 de agosto de 1976, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Oído al Dr. Darío Fernández en representación del Dr. 
Lorenzo Gómez Jiménez, cédula 57279 serie 47, abogado de 
la recurrente, en la lectura de sus conclusionesi; 

Oído al Dr. Antonio de Jesús Leonardo en representa­
ción del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado del 
recurrido en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre­
taría de la Suprema Corte de JUSJticia, el 23 de agosto de 
1976, suscrito por el D['. Lorenzo Gómez Jiménez, abogado 
de la recurrente, en el que proponen Los medios que se in­
dican más adelante; 

Visto el escrito de ampliación del 20 de octubre de 
1976, firmado por el abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito 
por su abogado Dr. Bienvenido Montero de los Santos, cé­
dula 63192 serie lra.; recurrido que es Rafael M. Rosa, do­
minicano, mayor de edad, cédula 2463 serie 68, domiciliado 
y residente en esta ciudad, obrero; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu­
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que c.on moti­
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó 1 
10 de abril de 1975, una sentencia con el siguiente disposi­
tivo: 'Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en au-
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cliencia pública contra la parte demandada por no compa­
recer no obstante citación legal.- Segunde,: Se declara in­
justificado el despido y resuelto el contrato de trabajo que 
ligaba a las partes, por culpa del patrono y con responsabi­
lidad para el mismo;- Te,rcero: Se condena al patrono 
Constructora Diesteh, C. po.r A., y/o Ing. Rodolfo Diestch, 
a pagarle al señor Rafael M. Rosa las prestaciones siguien­
tes: preaviso, auxilio de cesantía, vacaciones no disfrutadas 
ni pagadas, salarios de.fados de pagar, regalía pascual obli­
gatoria·, bonificación y más tres meses1 de salario por apli­
cación del ocdinal tercero del artículo 84 del Códig.o de 
Trabajo, cakuladas todas estas prestaciones a base de un 
salario de RD$8.00 diarios; Cuairto: Se condena. a la empre­
S:t Constructora Diestch, C. por A., y/o Ing. Rodolfo Diestch, 
al pago de las costas, ordenando su distracción e,n provecho 
del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que afirma ha­
berlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso 
interpuesto, la Cámara a-qua dictó el fallo, ahora impugna­
do en casación con e•l siguiente dispo,sitivo: "FALLA: PRI· 
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por Constructora Diestch, 
C. por A., contra sentencia del Juez de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 10- de abril de 1975, dictada en 
favor del señor Rafael M. Rosa, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior de esta misma sentencia;- SE­
GUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de 
alzada y como cons1ecuencia co.nfirma1 la sentencia impug­
ne.da, pero con excepción de lo relativo a salarios dejados 
de pagar, único punto que revoc� de la misma;- TERCE­
RO: Condena a la parte que sucumbe Constructora Diestch, 
C. por A., al pago de las costas de procedimiento de con­
formidad con los aT,tículos 5 y 16 d; la Ley No. 302 del 18 
de junio de 1964 y 69'1 del Código de Traba.jo, ordenando 
su distracción en provecho del Dr. Bienvenido Montero de 

los Santos,, quien afirma haberlas avanzado en su tata· 
Edad"; 

, 
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Considerando, que la recurrente propone en su memo­
rial los siguientes medios: de casación: Primer Medio: Vio .. 
lación a la Ley (artículos 1, 2, 7, 8 y 9 del Código de Tra­
bafo); Se.gundo Medio: Falta de base legal; Tercer Medio: 
Desnaturalización de los hechos; Cuarto Medio: Violación 
al derecho de defensa; 

Considerando, que la compañía recurrente alega en 
s,íntesis, en su primer medio, . que la sentencia impugnada 
viola los artículos 1, 2, 7, 8 y 9 del Código de Trábajo, al 
declarar que en el caso existe un contrato de trabajo por 
tiempo indefinido; que el obrero recurrido no estaba subor­
dinado a la empresa; que el verdadero cointrato c·onvenido 
por ambas partes era un contrato de obra de los previstos 
por el artículo 1779, del Código Civil; "es decir", que el 
c;brero formaba parte de un equipo que dirigía el encarga· 
do del compresor, o sea el S1Ub·contratista; que, en conse· 
cuencia la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que el contrato de trabajo es: "aquel 
por el cual una persona se obliga, mediante retribución, a 
prestar un servicio personal a otra, bajo la dependencia 
permanente y dirección inmediat�'o delegada de ésta"; que 
la Cámara a-qua estableció, por todos los elementos de j ui¡.. 
cio administrados en la caqs1a, que Rafael M. R.osa trabaja­
ba con lai Compañía Diestch como, manejador de "compre .. 
seres" para abrir zanjas, uno de los trabajos a que se dedi­
ca la empresa recurrente; que ese trabajo lo realizaban a 
pes:o la hora, regularmente 8 horas diarias, los días labm:a· 
dos; que el obrero recurrido estaba a la disposición de su 
patrono todas las veces que éste lo requiriera y que su la­
bor la realizaba de conformidad con las instrucciones reci .. 
bidas; que no es preciso, como lo alega: la recurrente, que 
ese trabajo fuera: la "finalidad exclusiva de la empresa", 
basta que se trate d� una de sus actividades; que en esas 
circunstancia:s e,s evidente que la Cámara a,.qua al estimar 
que Rafael M. Rosa había convenido con la recurrente un 
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contrato de trabaio conforme lo define el artículo lo. del 
Código de Trabajo y de que este contrato era por tiempo 
indefinido, no ha incurrido en las violaciones señaladas por 
la recurrente, por lo que el medio que se examina carece 
de fundamento 'Y debe se:r dese,stimado; 

Considerando, que en su s1egundo medio la Empresa 
alega, en síntesis, que la sentencia carece de ba,se lega•l, 
porque ha dejado de ponderar varios documentos que la 
recurrente depositó para su examen "específicamente la 
Certificación expedida po,r el defog·ado, del Secretario de 
Estado de Trabajo para la región Este del paiís, sieñor Ne­
mén Nazim, en fecha 26 de junio del año 1975, documento 
en el cual el señor Félix María Cabrera niega haber sido 
despedido nunca", el Juez a-.quo,, expresa la recurrente, no 
dice nada al respecto; que en cuanto al tercer elemento 
"tipificante" del contrato de trabajo por tiempo indefinido, 
"en la especie tampoco existe la oontinuidad indefinida"; 
pero, 

Considerando, que en el examen de la sentencia im · 
pugnada muestra que por la� declaraciones: tes1timoniales se 
estableció qué el recurrido estaba subordinado, a la em­
presa y que ésta lo tenía a su disposición durante todo el 
tiempo en que no necesitara, lo que basta para que el Juez 
estimara, conforme resulta del artículo 7 del Código de 
Trabado, que s:u trabajo era por tiempo indefinido; que, en 
cuanto a que el Juez a-quo no expresa nada sobre la Certi,­
ficación aludida por la E:mpresa, esa omisión, que es la úni­
ca señalada por la recurrente, no puede e,s,timarse como 
falta de base legal, pues: obviamente no se refiere al caso 
ocurrente, es decir, la demanda hecha por el recurrido Ra­
fae,l M. Rosa; que, por todo cuanto antecede, el medio que 
sie examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la recurrente alega en síntesis, en 
su tercer medio, que la sentencia desnaturaliza los hechos 
de la causa porque de las de'C'laraciones de fos te,stigos y de 
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J.as partes, se han deducido situaciones totalmente divor­
ciadas de la verdad; que de las declaraciones del testigo Re­

yes, deduce el Juez a-quo la existencia de un contrato de 
trabajo por tiempo ind�fnido ; que, sin embargo suSJ decla­
raciones resultan contradictorias, puesto que o se iban a 
su casa o iban a la compañía los obreros, después1 de termii­
na:do el trabajo ;  pero, 

Considerando, que lo que la recurrente llama desnatu­
ralización no son sino las apreciaciones que la Cámara hizo 
de los hechos; que si bien Reyes declara : "Cada vez que 
terminaba uria! obra entregábamos· el equiipo y nos íbamos 
a la casa", y continúa diciendo,: "seguíamos yendo a la com­
pz.ñía todos los días" ; en estas dos frases no hay ninguna 
contradicción, puesto que, la primera indica que terminado 
su trabajo, entregaban el equipo y se iban a su c•as-a, lo que 
no los liberaba de la obligación de .ir todos los días a su 
trabajo y de estar a disposición del patrono ; que la Cámara 
a-qua, al dade la interpretación. señalada por la recurrente 
ha hecho la apreciación que le correspondía y le ha atri­
buido su verdadero sentido y alcance; por consecuencia el 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado ; 

Considerando, que la recurrente a1ega, en síntesis, en 
su cuarto y ú"ttimo medio, que la Cámara, a.-qua incurrió e.n 

el vicio de violación al derecho de defensa al oir al obrero 
en comparecencia personal y negarse a oir a la recurrente; 
pero, 

Considerando, que la recurrente en sus conclusiones 
últimas por ante la Cámara a-qua concLuyó al fondo en es.­
ta. forma: "El Dr. Darío Fernández deja sin efecto sus con­
clusiones anteriores y concluye manteniendo su reserva de 
recurrir en casación, y concluye en cuanto al fondo, que 
se declare· regular y válido el recurso de apelación de que 
se trata, revoquéis1 totalmente la sentencia impugnada, y 
en consecuencia rechazar las demandas de Los reclamantes 
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por improcedentes e infundadas ; Condenar a dichos seño-
21es al pago de las costas, ordenando su dis:tracción en nues­
tro provecho, por haberlas avanzado en su,. totalidad. Que 
se nos conceda un plazo de 20 días para ampliar conclusio­
nes"; que de lo citado resulta que, la recurrente no re,cu· 
rrió en casación sobre la petición relativa a la comparecen1-
cia personal solicitada y concluyó al fondo pidiendo la re­
vocación de la sentencia impugnada;  que indudablemente, 
si la recurrente estimó que se le había lesionado su dere· 
cho de defensa al negársele la comparecencia personal, po­
día, y no lo hizo, recurrir contra, esai sentencia; en conse­
cuencia el medio que se examina carece de fundamento co­
mo los anteriores ;  

Por tales, motivos, Primero: Rechaza el recurso de  ca· 
sación interpuesto por la Constructora Diestch, C. por A., 
contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 4 de 
agosto del 1976, cuy.o dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a la recw­
rrente al pago de las costas1 y las dis,trae a favor del Dr. 
Bienven1do Montero de los Santos, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados ) .- Néstor Contín Aybar.- Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco 
E.lpidio Beras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bau­
tista. Rojas Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluga.- Fe­
lipe Osvaldo Perdcmo Báez.- Joaquín L. Hernández Es­
paillat.- Eirnesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifko. (Fdo. )  Ernesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Cáma¡ra de Trabajo del Juzgad.o de la. Ins­
tancia deI Distrito N'acional, de fecha 29 de julio de 1976. 

Ma.teria: Trabajo. 

Recurrente: La Constructora D1estch, C. por A. 
Abogado: Dr. Lorenzo A. Gómez Jiménez. 

Recurridos: Victor Contreras Arauj.o. 
Abogado: D!r. Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus­
ticia, regularmente c.ons.tituida1 por les Jueces1 Néstor Con­
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiamao, Se,. 

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Felipe OsvaJdo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán­
dez Espaillat, asistidos del Secretari.o General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do­
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 de abril 
de 1978, años 135' de la Independencia y 115' de la Restau­
r1o:dón, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la sigui,ente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Oms­
tructora Diestch, C. por A., domiciliada en la avenida Inde­
pendencia esquina calle 1-A, Urbanización General Duverc. 
gé de esta dudad, co:::itra la sentencia de la. Cámara de Tra­
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio­
nal, dktada el 29 de julio de 19,76, cuyo dispositivo se oopia 
más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magisrtrado Procurador General 
de la República; 

Oída a la Dra. Griselda Cordero Díaz, cédula No. 
138078, serie la., en representación del Dr. Lorenzo A. Gó­
mez, cédula No. 572791

, serie 47, abogado de la recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre­
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 23 de agosto �e 
1976, suscrito por el Dr. Lorenzo Gómez Jiménez, abogado 
de la recurrente, en el que se proponen los medios que se 
indican más adeilante; 

Visto el escrito de ampliaóón del 20 de octubre de 
1975, firmado por el abogado de la recu11Tente; 

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito 
por su abogado Dr. Bienverüdo Montero de los Santos, cé­
dula No. 63492, serie la.; recurrido que es Víctor Contreras 
Araujo, dominic:ano, mayor de edad, obrero, domiciliado 
en esta ciudad, cédula No. 54888, serie la.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli­
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren­
te que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considex�ndo, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos, a que eUa se refiexe, consta: a) que con moti­
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
e] 4 de abxil de 1975, una sentencia con el siguiente disipo� 
sitivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronuncia­
do en audiencia pública contra la parte demandada por no 
compal'ecer no obstante citación legal; SEGUNDO: Se de­
cla¡ra injustificado el despido y reisue'1to e,l contrato de tra­
bajo que ligaba a las partes, po:r culpa del patrono y con 
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responsabilidad para el mismo; TERCERO: Se condena al 
patrono Constructo,ra Diestch, C. por A., y/o Ing. Rodolfo 
Diestch, a pagade al señor .Víctor Contreras Ara:ujo las 
prestaciones siguientes: Preaviso, Auxilio de Cesantía, Va­
c.-. .ciones no disfrutadas ni pagadas, salarios dejados de pa­
gar, Regalía pascual obligatoria, bonificación y más tres 
meses de salario por aplicación del ordinal te!I"cero del ar­
tkulo 84 del Código de Trabajo, calculadas estas prestacio­
nes a base de un salario de RD$8.00 pesos diarios; ·CUAR­
TO: Se condena a la empresa Constructora Diestch, C. por 
A., y/o Ing. Redol.fo Diestch, aJ. pago de las costas, orde­
nando su distracción en provecho del Dr. Bienvenido Mon­
tero de los Santos, que afirma haberlas avanzado en su to­
talidad"; b) que sobre el recurso interpuesto, la Cámara 
a-qua d1ctó el fallo ah.ora impugnado ern casación con el si­
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apeilación in­
kTpuesto por Constructora Diestch, C. por A., contra sen­
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 4 de abril de 1975, dictada en favor del señor Víc­
tor Contreras 4,raujo, cuyo dispooiitivo ha sido copiado en 
pQrle anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela­
tivamente al fondo Rechaza dicho 1ecurso de alzada como 
consecuencia Confirma la sentencia impugnada, pero con 
excepción. de lo relati-vo a salarios dejados de pa,gar, único 
punto que revoca de la misma; TERCERO: Condena a la 
parte que sucu,mbe Condructora Diestch, C. por A., al pago 
de· las costas del pr._cedi.núento de conformidad con los ar­
tículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en 
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, quien 
afirma haberlas a�anzado en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente popone en su memo­
ial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Viola­
ción a la Ley (artículos 1, 2, 7, 8 y 9 de,l Código de. Traba­
jo); Segundo MeW!o: Falta de base legal; Tercer Medio: 
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Desnaturalización de los hechos; Cuarto Medio: Viofación 
al derecho de defensa; 

Considerando, que la compañía recurrente alega en 
síntesis, en su primer medio, que la sentencia impugnada 
viola los artículos 1, 2, 7, 8 y 9, del Código de Trabajo, al 
decfarar que en el caso existe un contraito de trabajo por 
tiempo indefinido; que el obrero recurrido no estaba subor­
dinado a la empresa; que el v1erdadero ccftlt["ato convenido 
por ambas partes era un contrato de obra de los previstos 
por el artículo 1779 del Código Civil; "e,s deiCir", que el 
obrero formaba parte de un equipo que dirigía el encarga,. 
do del compres.o[", o sea el sub�contratista; que, en conse1-
cuencia la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Cons1iderando, que el contrato de trabajo es: "aquel 
por el cual una persona se obliga, mediante retribución, 
a prestar un ser'vido pe't'sonal a otra, bajo la dependencia 
pe't'manente y dirección inmedíafa o delegada de ésta"; que 
la Cámara a-qua estableció, por todos los elementos de jui­
cio administrados en la causa, que Víctor' Co:ntreJ:"as Araujo 
trabajaba con la: Compañía Diestch como manejador de 
"compresore,s" para abrir zanjas, uno de los trabajos a que 
se dedica la empresa ahora recurrente; que es1e trabajo lo 
rc-alizaban a peso la hora, regularmente 8 doras diarias, los 
días laborados; que el obrero recurrido estaba a la disposi­
ción de su pcJ.trono todas las veces1 que éste lo requiriera y 
que su !abor la re,alizaba de confomidad con las instruccio­
nes recibidas; que no es preciso, como lo alega la recurren­
te, que ese trabajo fuera la "finalidad exclusiva de la em­
presa", basta que se trate de una de sus actividades; que 
en esas circunstancias: es evidente que la Cámara a-qua al 
estimar que Víctor Contrera:s Araujo había convenido con 
la recurrente un contrato de trabaio oonfmrme lo define el 
articulo lo. del Código de Trabajo y de que e,ste contrato 
era por tiempo indefinido, no h� incurrido en las violacio­
nes si�ñaladas por la recurrente, por lo que el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser de1sstimado; 
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Considrando,, que en su segundo medio, la Empresa 
alt'ga, en síntesis, que la sentencia care,ce de base legal, 
porque ha dejado de ponderar varios documentos que la 
recurrente depositó para su examen "específicamente la 
Certificación expedida po,r el delegado del Secre,tario de 
Estado de Trabajo para la región Este del país, señor Ne­
mén Hazim, en fecha 26 de j unio, del año 1975, documento 
en e,l cual el señor Félix María Cabrera niega haber sido 
despedido nunca", el Puez a-quo, expresa la recurrente, no 
dice nada al respecto; que en cuanto ail tercer elemento 
"tipificante" del contrato de trabajo por tiempo indefini­
do, "en la especie tampoco existe la continuidad indefinii­
da" ;  pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impugna­
da, muestra que por las declaraciones, testimoniales se esta· 
bleció que el recurrido estaba subordinado a la empres.a y 
q_ue ésta le tenía a su di,sposición durante todo el tiempo en 
que lo necesitara, lo que bas1ta, para que el Juez estimara, 
conforme resulta del artículo 7 del Código de Trabajo, que 
su trabajo era por tiempo indefinido; que, en cuanto a que 
el Juez a-quo no expresa. nada sobre la Certificación aludi­
da por la Empresa, esa omisión, que es la única señailada 
por la recurrente, no· puede estimarse· como falta de base le­
ga,!, pues obviamente no se refiere al caso ocurrente, es de­
cir, la demanda hecha por el recurrido Antonio de los San­
tos; que, por todo cuanto antecede, el medio que s,e exami­
na carece de fundamento y debe ser desestimado ; 

Considerando, que la , recurrente alega en síntesis, en 
su tercer medio, que la sentencia desnaturaliza los hechos 
de la causa porque de las declaraciones: de los testigos y de 

laG partes se han deducido situaciones totalmente divorcia­
das de la verdad; que de las declaraciones del testigo Re­

yes deduce el Juez a-quo la existencia de un contrato de 
trabajo por tiempo indefinido ; que, si·n embargo sus decla­
raciones resultan contradictorias puesto que o se iban a su 
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casa o iban a la compañía los: obreros después de termina­
do el trabajo; pero, 

Considerando, que lo que la recurrente llama desnatu­
ralización no son sino las apredaciones que la Cámara hizo 
de los hechos; que si bien Reyes declara : "Ca:da vez que 
terminaba una obra entregábamos el equipo y nos íbamos 
a la casa", y continúa diciendo: "seguíamos yendo a la 
compañía todos los días"; en estas dos: frase� no hay ningu­
na contradicción, puesto que la primera indica que termi­
nado su trabajo, entregaban el equipo y se iban a su casa, 
lo que no les libm-aba de la obligación de ir todos los días 
a su trabajo y de estar a disposición del patrono; que la Cá­
mara a-qua� al darle la interpretación señalada por la re­
currente ha hecho la apreciación que le correspondía y 
le ha atribuido SIU verdadero sentido y alcance; por conse­
cuencia el medio que 5e examina carece de, fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando, que la recurrente alega, en síntesis, en 
su cuarto y último medio, que la Cámara a-qua incurrió en 
el vido de violación al derecho de defensa al oir al obrero 
en comparecencia personal y negarse a oír a la recurrente; 
pero, 

Considerando, que la recurrente en sus conclusiones 
últimas por ante la Cámara a-qua, concl1.1yó al fondo en es­
ta forma: "El Dr-. Dario Fernández deja sin efecto sus 
conclusiones anteriores y concluye manteniendo s,u reserva 
de recurrir en casación y concluye en cuanto al fondo, que 
se delare regular y válido el recurso de apelación de que se 
trata, revoquéis totaln�ente la sentencia impugnada, y en 
consecuencia rechazar- las demandas de los reclamantes por 
improcedentes e infundadas:; Condenar a dichos señores al 
pa:go de las costas, ordenando su distracción en nuestro 
provecho, por haber-las avanzado en su totalidad. Que se 
nos conceda un plazo de 20 días para ampliar conclusio­
n€s"; que de Lo citado, resulta que la recurrente no recurrió 
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en casación sobre la petición relativa a la comparecencia 
personal solici,ta,da y concluyó al fondo pidiendo la revoca­
ción de la sentencia: impugnada; que indudablemente, si la 
recurrente estimó que se le había lesionado su derecho de 
defensa al negársele !a comparecenci,a personal, podía, y 
no 1o hizo, rcurrir contra esa sentencia; en consecuencia 
el medio que se examina carece de fundan1ento como los 
anteriores; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca­
sación interpuesto por la Constructorai DieSltch, C. por A., 
contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito N a:cional, dictada el 26 
de junio de 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anteri,o,r del presente fallo; y Segundo: (;ondena a la reeur 
rrente al pago de las costas, y las distrae a favor del Dr. 
Bienvenido. Montero de los Santos, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

firmados: Néstor Contín Aybar.- F. E. Ravelo de la 
Fuente.- Manuel A. Amiama.- Francisco E1pidio Be� 
ras.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Rojas i 

Almánzar.- Felipe 0STVa1do Perdomo Báez.- Joaquín L. 
Hernández Espailla:t.- Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge­
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y fi.rimada: por los 
sE·ñores Jueces que figuran en su Gncabezamie1nito, en la au­
dienicia pública del día, mes y año en él exprnsados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
cErtifico.- (Firmado) : Ernesto Curie! hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DEL 1978. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de la. Ins­
tancia del Distrito Nacional, de feoha 6 de agosto de 1976. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Constructora Diestch, C. por A. 
Abogado: Dr. Lorenzo A. Gómez Jiménez. 

Recurrido: Laureano Cabrera. 

Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los S&'ltos. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblka Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J us­
ticia, regularmente constituida por los Jueces N éstor Con­
tín Aybar, Presidente; Ferna:ndo E. Ravelo de la Fuente, ' 
Primer Sustitwto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se­
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elipidio Beras, 
Joaquín M. Alvarrez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán­
zar, Máximo Lovatón Pitta1uga, Felipe Osva1do, Pe:rdomo 
Báez y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secreta­
rio General, en la Sala do.ndé celebra s:us, audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
r.o,y día 28 del mes de Abril del año 1978, años 135' de la 
Indepe,ndenci,a y 115' de la Restauración, dicta en audien­
cia pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Consc. 
tructora Diestc.h, C. por A., domiciliada en la avenida Inde­
pendencia esqutna. calle 1-A, Urbanización General Duver­
gé de esta ciudad, contra la sentencia de la Cámara de Tra­
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Naci.o.­
nal, dictada el 6 de agosto de 1976, cuyo dispositivo se co· 
pia más adelante; 
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Oíd.o al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen de1l Magistrado Procura:dor General 
de la República; 

Oída a la Doctora Grisel:da Cordero Díaz, en represen­
tación de,l Dr. Lorenzo A. Gómez Jiménez, cédula No. 
57279, serie 47, abogado de la recurrente, en la le,ctura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr: Bienvenido Montexo de los Santos, cédula 
No. 63492, serie lra., ahogado del reourrido; 

Visto- el memoiral de casación depositado en la secre� 
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 23 de agosto de 
1976, suscrito poir el Dr. Lorenzo Gómez Jiménez., abogado 
de la recurrente, en el que proponen los medios que se, in· 
di can más adelante; 

Visto el escrito de apelación :del 20 de octubre de 1976, 
t:irmado por el abogado de la recurente; 

Visto el memor.ial de defensa del recurrido suscrito 
por su abogado Dr. Bienvenido Montero de les Santos, 
recurrido que es Laureano Cabrera, dominicano, ma,yo,r de 
edad, soltero, cédula No. 74653, serie lra., domiciliado en 
esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después: de haber deli­
berado, y vistos1 los textos legal.es invocados: por la recu­
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos. 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimie1nto de Casación; 

ConsideTando, que en la sentencia! impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti· 
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada; 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
el 15 de a:bril de 1975, una sentencia con el siguiente dis­
positivo: "FALLA: ,PRIMERO: Ratifica el defecto pronun­
ciado ,en audiencia pública contra la parte demandada por 
no comparecer no obstante citación legal; SEGUNDO: Se 
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declara injustificado el despido y resuelto el coilltra:to de 
trabajo que· ligaba a las partes1, por culpa del patrono y 
con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Se conde­
na al patrono Constructora Diestch, C. por A., y/o lng. Ro­
dolfo Diestch, a pagarle al señor Laureano Cabrera las 
prestaciones siguientes: Preaviso, Aux. de Ces,a:ntía, Vaca­
ciones1, no, Disfrutadas ni pagadas, Salarios dejados de pa­
gar, Regalía Pascual Obligaitoria, Bonificaciones y más 
tres meses de salario por aplicación del ordinal tercero del 
artículo 84 del Código de Trabajo, calculadas todas estas 
prestaciones a base de un salario de RD$8.00 diarioo; 
·CUARTO: Se condena a la empresa Constructora Diestch, 
C por A., y/o Ing. Rodolfo Diestch, al pago de las costas, 
ordenando su distracd-ón en provecho del Dr. Bienvenido 
Montero de los Santos, que afirma haberlas1 avanzado en 
su totalidad"; b) que sobre el recurso interpuesto, la Cáma­
ra a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casación con 
el siguiente dispositivo "FALLA: PRIMER1J: Declara re­
gular y válido en cuanto a la f.orma el recurso, de apelación 
interpuesto por Constructora Diestch, C. por A., contra sen­
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 15 de abril de 1975; dictada en favor del señor 
Laureano Cabre,ra, cuyo dispositivo ha sido copiado en p�­
te anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativa­
irr .. ente al fondo rechaza dkho recurso de alzada y como 
consecuencia Confirma la sentencia impugnada, p�ro con 
excepción de lo relativo a salarios: dejados de pagair, único 
punto que revoca de la misma; TERCERO: Condena a la 
parte que sucumbe Constructorn Diestch, C. por A., al pa­
go de las costas del procedimiento de conformidad con Los 
artículos 5 y 16 de la ley No. 302 de,l 18 de junio de 1964. 
ry 69·1 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en 
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, quien 
afimna haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente propone en SJU memo­
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
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lación a la Ley (artíGulos 1, 2, 7, 8 y 9, del Código de Tra­
baJo); Segllilldo Medio: FaJta de base legal; Tercer Medio: 
Desnatura1ización de Los hechos; Cuarto Medio,: Viola­
ción al derecho de .defensa; 

Considerando, que la compañía recurrente alega en sín­
tesis, en su primer medio, que la sentencia impugnada vio­
la ·lo.e; artículos 1, 2, 7, 8 y 9 del Código de Tra:baijo, al de­
darar que en el caso existe un contrato de trabajo por 
tiE-mpo indefinido; que el obrero recurrido no estaba: subor­
dinado a la. empresa; que el verdadero contrato convenido 
por ambas parte,s era '4n c.ontraito de obra de lo,s previsrtos 
por el artículo 1779 del Código Civil; "es decir", que .el 
obrero formaba pal'lte de un equtpo que dirigfao el encarga­
do del compresor, o se:a el sub-contratista; que, en conse­
cuenci,a la sentencia tmpugnada debe ser casada; pero, 

ConsideTando, que el contrato de trabajo es: "aquel 
por el cual una persona: se obliga, mediante retribución, 
a prestar un servicio personal a otra, bajo la dependencia 
permanente y dirección inmediata o dele,gaida de ésta"; que 
la Cámara a-qua es,ta:bleció, por todos los elementoSi de jui­
cio administrados en 1a causa, que Lalll'eano Cabrera tra­
bajaba con la Compañía Diestch como manejador de "com­
prt;sores" para abrir zanjas, uno de los trabajos a que se 
dedica la empresa ahora recurrente; que ese trabajo lo 
reiaHzaban a pesio la hora, regula.mente 8 horas diarias, los 
dias laborables, que el obrero estaba a la disposición de su 
patrono todas las veces que éste lo requiriera y que su la­
lx,,r la realizaba de conformidad con las instrucciones reci­
bidas; que no es preciso, como lo a.Lega la: recurrente, que 
ese trabajo fuera la "finalidad exclusiva de la einJp,Tesa", 
basta que se trate de una de sus actividades; que en esas 
circunstancias es evidente que la' Cámara a-qua aJ estimar 
que Laurea.no Cabrera había convenido con ,la recurrente 
un contrato de trabajo conforme lo define el artículo lro. 
del Código de Trabajo y de que este contrato era por tiem-
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po indefinido, no ha incurrido en las violaciones señaladas 
por la recurrente, por lo que el medio que se examina ca­
rece de fundamento y debe se,r deses1tima.do; 

Considerando, que en su segundo medio, la Empresa 
alega, en síntesis, que la sentencia, carece de base legal por­
que ha dejado de ponderar varios documentos que la recu­
rrente depositó para su mcamen "e,specíficamente la Certi­
ficación expedida por el de,legado del Secretario de Estado 
dE. Traba:io para la región Es:te del país, señor Nemén Ha,. 
zi.n, e.n fecha 26 de junio del añn 1975, documento en el 
c:Llal el señor Félix María Cabrera. niega haber sido despedi­
do nUillca", el Juez a-quo, exrp�esa la re·currente, no dice 
nada al respecto; que en cuanto al tercer elemento "tipifi­
cante" del contrato de trabajo por tiempo .indefinido, "en 
la especie tampoco existe la continuidad indefinida"; pero, 

Oonside,rando, que, el examen de la: sentencia impugna­
da muestra que püir las declaraciones testimoniales se esrta­
bl,eció que el recurrido estaba subordinado a fa empresa y 
qllie ésta lo tenía a su disposición durante todo el tiempo 
en que lo necesitara, l.o que basta para que el Juez estima­
ra, conforme resulta del artículo 7' del Código de Trabajo, 
que su trobaJo era por tiempo indefinido, que, en cuanto a 
que el Juez a-quo no ex¡presa. nada sobre l:a Certificación 
al.udida por la Empresa, esa omisión, que es la única seña­
lada por la recurrente, no puede estimarse corno falta de 
base legal, pues obviamente no se refiere al caso ocurren­
te, es decir, la demanda hecha por el recurrido Laureano 
Cabrera; que, por todo cuanto antec,ede, eil medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la re,currente alega, en síntesis, en 
su tercer medio, que la sentencia desnaituraliza los hechos 
de la causa, porque de las declaraciones de los testigos y 
de las partes, se han deducido sttuaciones totalmente divo�­
ciadasi de la verdad; que de las declaraciones de,l testigo 
Reyes deduce el Juez a-quo la existenda de un contrato de 
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trabafo por tiempo indefinido ; que, sin embargo st:s decla­
raciones resultan contradictorias, puesto que o se iban a su 
cl..sa o iban a la compañía los obreros, después, de termina­
dc el trabajo; pero, 

Considerando, que lo que la recurrente llama desna,­
turaliza.ción no son ::.ino las apreciaciones que la Cámara 
hizo de los hechos ; que si bten Reyes declara: "Cada. vez 
que terminaba .una· obra, entregábamos el equipo y nos 
íbamos a la casa", y continúa dic.iendo: "seguíamos yendo 
a la compañía todos los dfas"; en estas dos, frases no hay 
ninguna contradicción, puesto que lai primera indica que 
terminado su trabajo entregaban el equipo y se iban a su 
casa, lo que no los liberaba de la obligación de ir todos los 
dfas a su trabajo y de esitar a disipcsición del patrono; que 
la Cámara a-quia, al darle la interpretación señalada por la 
recurrente ha hecho la apreciación que le correspondía y 
le ha atribuido su verdadero sentido y alcance; por conse­
cuencia el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser dese·stimado; 

Considerando, que la recurrente alega, en síntesis, en 
s,u cuarto y último medio, que la Cámara a-qua incurrió en 
el vicio de violación al derecho de defensa al oir al obrern 
en comparecencia personal y negarse a oir a la recurrente; 
p€TO, 

Considerando, que la recurrente en sus conclusiones 
últimas por ante la Cámara a-qua, concluyó al fondo, que 
declare regular y válido el recurso de apelación de que se 
trata, revoquéis totalmente la sentenc.ia impugnada, y en 
consecuenciia rechazar las demandas: de los reclamantes por 
improcedentes e infundadas; Condenar a dichos señores al 
pago de las costas, ordenando su distra'Cción en nuestro 
provecho por haberlas avanzado en su totalidad. Que se 
nos conceda un plazo de 20 días para ampliar conclusio­
nes"; que de lo citado resulta que la recurrente no recu­
rrió en casación sobre la petición relativa a la comparec2n-
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cíe. personal solicitada y concluyó al fondo, pidiendo la re­
vocación de la sentencia impugnada ; que indudablemente, 
si la recurrente estimó que se había leslionado siu derecho 
de defensa al negársele la comiparecencia persona•!, podía, 
y n-0 lo hlzo, recurrir contra esa sentencia; en consecuencia 
el medio que se exaJnüna carece de fundamento como los 
anteriores; 

Por tales motivos, Printero: Rechaza �l recurso de ca­
sación interpuesto por la Constructora Drlestch, C. por A., 
contra la sentencia< de la Cámar'a de Trabajo del Juzgado 

. de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 6 de 
agosto de 19'76 , cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a la recu­
rrente al pago, de las cositas, y las: distra'e a favor del Dr. 
Bienvenido Monrtero de los Santos1, quien afirma haberlas: 
avanzado en su totalidad. 

Fdos. : Néstor Contín Aybar.- Fernando E'. Ravelo de 
la Fuente.- Manuel A. Amiama'.- Francisco ELpidio Be­
r�s.- Joaquín M. Alvarez Perelló.- Juan Bautista Rojas 
Almánzar.- Máximo Lovatón Pittaluka.- Flelipe Osva1do 
Pe:ridomo Báez.- Joaquín Hernández Esipaillat.- Ernesto, 
Curiel hUo, Secretario General 

La presente seilltencia hai sido dada y firmada po,r los· 
s,eñor,e,s JU1eces que figuran en su encabezamiento, en la au­
diencia pública de1 día, mes y año en él expresados, y fue 
finmada, leída y publicada p-0,r mí, Secretario Gene,ral, que 
ct,rtifico. Fdo. Ernesto Cu:riel hijo. 
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